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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Relaciones Exteriores subrogante, señor Edgardo Riveros Marín, y de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; las Ministras de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez, y de Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González; y el Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche Guajardo.                    

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 38ª, especial, en 4 de agosto de 2015; y 39ª y 40ª, ordinarias, en 4 y 5 de agosto de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) La que concede la nacionalidad por gracia a don Roberto Kozak (boletín Nº 9.777-06).



2) La que propone una reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral (boletines números 10.000-07 y 9.860-07, refundidos).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para el proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (boletines números 9.840-07 y 10.055-07, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del país entre los días 11 y 15 de agosto, en visita oficial y de Estado, respectivamente, a la República de El Salvador y a los Estados Unidos Mexicanos.



Informa, además, su subrogación, durante ese lapso, por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero señala que rechazó las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23) y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse (Véase en los Anexos, documento 1).



--En virtud de lo dispuesto en el artículo 47 del Reglamento de la Corporación, queda para ser visto por los Comités.



Con el segundo informa que aprobó el proyecto que modifica la ley Nº 20.422, a fin de establecer que las instituciones de educación superior deben contar con un sistema de admisión, permanencia y progreso para personas con discapacidad (boletín Nº 8.742-31) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el tercero comunica que aprobó, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley sobre publicidad de los alimentos (boletín Nº 8.026-11). (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a la Comisión de Salud.



Con el último informa que aprobó la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que declara feriado el día 10 de agosto para la Primera Región, con motivo de la fiesta religiosa de San Lorenzo de Tarapacá (boletín Nº 9.677-06).



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 206 del Código Civil y 5° transitorio, inciso tercero, de la ley Nº 19.585.



--Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 230; 248; 259, inciso final, y 261, letra a), del Código Procesal Penal.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer acerca del proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín Nº 10.140-07).



--Se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Harboe, en orden a evaluar otorgamiento de pensiones de gracia para los sobrevivientes y las familias de los fallecidos en la tragedia de Antuco.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Atiende petición de información, efectuada en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, acerca del proceso de licitación del sistema ILS CAT III para el aeropuerto Carriel Sur de Concepción.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Espina, tocante a la construcción del camino que une Melipeuco con la localidad de Icalma en la Región de La Araucanía.



Absuelve consultas, planteadas por el Senador señor Navarro, relativas al estado de avance de los siguientes asuntos:



-Restitución del cauce normal del río por el centro turístico Saltillo del Itata, ubicado en el kilómetro 18 del camino a Yungay.



-Contrato de concesión ruta 160, tramo Tres Pinos-acceso norte a Coronel.



Responde inquietud, expuesta en nombre del Senador señor Pérez Varela, referida a la agenda de concesiones 2014-2020.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Matta, concerniente al proyecto denominado “Parque Costanera de Pelluhue”, en la Región del Maule.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor De Urresti, en cuanto a los resultados del Concurso 2015 del Fondo de conservación, recuperación y manejo sustentable del bosque nativo.



Del señor Director Nacional (S) del Instituto de Desarrollo Agropecuario:


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor De Urresti, la versión final del estudio relativo a la caracterización de los mercados públicos de alimentos y recomendaciones para fomentar la inclusión de la agricultura campesina familiar.


Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Araya, acerca de la situación de los beneficios, en su condición de exonerado político, de la persona que señala.



De la señora Alcaldesa de Viña del Mar:


Atiende consulta, efectuada en nombre del Senador señor Chahuán, en lo relativo a los problemas de seguridad que se registran en dicha ciudad.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo:



1) El que aprueba el Acuerdo con la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014 (boletín Nº 9.967-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



2) El que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, relativas a dicho convenio (boletín Nº 9.258-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



3) El que aprueba el Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012 (boletín Nº 9.949-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documentos 8 y 9).



De la Comisión Mixta encargada de resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín Nº 7.908-15) (Véase en los Anexos, documento 10).



Segundo informe de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia recaído en el proyecto de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral (boletines números 10.000-07 y 9.860-07, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Quedan para tabla.

Mociones



De la Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto que restringe la aplicación de las penas sustitutivas contempladas en la ley Nº 18.216 y establece la obligación de decretar la prisión preventiva del imputado en los casos relativos a violaciones de derechos humanos establecidos en la ley Nº 20.357, en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales suscritos por Chile (boletín Nº 10.243-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señora Allende y señores Letelier y De Urresti, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.948 en materia de nombramientos, ascensos y retiros del personal de las Fuerzas Armadas (boletín Nº 10.245-02) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Inadmisibilidad



Moción del Senador señor Navarro, con la que propone modificar las leyes números 18.918 y 18.838, a fin de otorgar al Congreso Nacional una frecuencia de televisión de libre recepción.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual solicita el desarchivo del proyecto de ley sobre juegos de azar ilícitos (boletín Nº 3.935-07).



--Se accede a lo solicitado y, en consecuencia, el proyecto vuelve al estado en que se encontraba al momento de archivarse.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:



Informes de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de acuerdo aprobatorio del II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014 (boletín Nº 10.026-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 14 y 15).



--Quedan para tabla.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Muchas gracias, señor Prosecretario.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE EX SENADOR SEÑOR RONALD MC-INTYRE MENDOZA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, con mucho respeto, solicito a la Sala guardar un minuto de silencio ante el fallecimiento del ex Senador y ex Almirante señor Ronald Mc-Intyre, quien fue un digno representante de la Armada y, además, realizó un importante aporte a esta Alta Corporación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Sala guardará un minuto de silencio en memoria del ex Senador señor Mc-Intyre.



Les ruego a Sus Señorías y a las personas presentes en las tribunas ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

HOMENAJE EN MEMORIA DE EX DIPUTADO SEÑOR ARTURO LONGTON GUERRERO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a un acuerdo unánime de los Comités, corresponde a continuación rendir homenaje en memoria del ex Diputado señor Arturo Longton Guerrero.



Quiero saludar a quienes nos acompañan esta tarde en las tribunas: a su exesposa, señora Amelia Herrera Silva; a sus hijos, señora Amelia y señores Arturo y Andrés Longton Herrera; a su hermana, señora Beatriz Longton Guerrero; al Alcalde de Villa Alemana, don José Sabat; al señor Sebastián Fadda, y a doña Mane Zoro Ubilla.



En primer término, tiene la palabra el Senador señor Francisco Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, saludo con mucho afecto a mi amiga Amelia; a sus hijos: Amelia, Andrés y Arturo; a Beatriz, hermana de Arturo Longton; al Alcalde José Sabat, y a todos y cada uno de los familiares que hoy están testimoniando nuestro cariño hacia un gran amigo y servidor público.



Honorable Senado:



En representación del Comité de Senadores de Renovación Nacional, quiero rendir un merecido homenaje en memoria del ex Diputado señor Arturo Longton Guerrero, destacado servidor público de nuestra Región, la de Valparaíso, y gran amigo de nosotros.



Hijo de don Arturo Longton y de doña María Nora Guerrero, nació en Limache el 25 de junio de 1948.



Recibió su educación primaria en el Colegio Salesiano de Valparaíso y continuó con su educación secundaria en el Liceo Fiscal de Recreo, en Viña del Mar.



Durante un breve período cursó Licenciatura en Historia en la Universidad Católica de Valparaíso. Luego se cambió a la Facultad de Derecho de ese mismo establecimiento, y posteriormente se trasladó a la misma carrera en la Universidad de Chile, donde se licenció en 1974. También realizó un doctorado en Derecho Histórico en la Universidad Complutense, de Madrid.



Lo conocí hace muchos años, como correligionario de nuestro partido y en el ejercicio de su cargo parlamentario, que se extendió por cuatro períodos, y también en sus otras funciones públicas.



Arturo sintió desde muy joven la vocación de servicio público, ya que al poco tiempo de haber obtenido su título de abogado comenzó su ejercicio profesional en la Corporación de la Reforma Agraria -permaneció en ella durante algún tiempo-, donde desempeñó el cargo de Procurador de Santiago y Fiscal Sumariante.



Sin embargo, sus ansias de cercanía hacia la comunidad lo llevaron a participar posteriormente en el quehacer municipal. Así, entre los años 1981 y 1983 ejerció como abogado en la Dirección de Administración y Finanzas de la Municipalidad de Valparaíso.



Mientras cumplía dichas funciones, en 1983 fue designado Alcalde de Quilpué, cargo en el que destacó por diversas obras en favor de la comunidad, lo que le significó el agradecimiento de los vecinos.



Más tarde, en 1987, el Gobierno lo designó Alcalde de Valparaíso, ciudad donde también los habitantes lo reconocieron ampliamente por su trabajo incesante en beneficio de ellos y por las diversas mejoras que impulsó a favor de la comunidad.



Obras muy importantes, como el estadio de la comuna de Quilpué, se lograron en gran medida gracias al esfuerzo y la perseverancia de Arturo.



Una vez cumplido dicho cometido, y como señal de su permanente vocación de servicio a los demás, Arturo Longton postuló a la Cámara de Diputados. Fue elegido el año 1989 para el período 1990-1994, en representación del distrito 12, conformado por las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué, todas las cuales conocieron de muy cerca el trabajo parlamentario y de representación que desarrolló Arturo en beneficio de los vecinos.



Hombre cercano, desarrolló en forma amplia la labor de representación, siempre en terreno y en todo momento representando con honestidad a los habitantes de dicho distrito. 



En 1993 fue reelegido para el cuadrienio comprendido entre los años 1994 y 1998, y luego, para el período 1998-2002.



Durante sus dieciséis años de ejercicio parlamentario destacó por su labor legislativa en diversas iniciativas a favor de los consumidores, del medio ambiente, de los trabajadores. Asimismo, fue un ferviente defensor de los derechos humanos.



Integró diversas Comisiones de la Cámara de Diputados: la de Gobierno Interior y Regionalización; la de Derechos Humanos; la de Relaciones Exteriores, y la de Trabajo y Seguridad Social.



Además, fue miembro de las Comisiones Especiales de Régimen Político Chileno; de Desarrollo de la Quinta Región; de Beneficios para los Discapacitados; de la Empresa Marítima del Estado, y de Problemas Carcelarios de Chile (le correspondió presidirla). Y, asimismo, presidió la Comisión Especial encargada de investigar las irregularidades ocurridas en las plantas de revisión técnica de la Sexta Región.



En el ejercicio de su labor parlamentaria, se destacó en todo momento por su tolerancia y por el respeto a sus adversarios políticos, quienes siempre supieron aquilatar estas virtudes.



De igual modo, y sin dejar de representar de la mejor forma a sus electores y de procurar soluciones a las diversas situaciones que los afectaban, llevó a cabo una intensa labor fiscalizadora en distintas materias de incidencia tanto distrital cuanto nacional.



En el año 2005 postuló al cargo de Senador, en representación de la cuarta circunscripción, por su partido, Renovación Nacional. En esta oportunidad no resultó elegido.



Una vez creada la provincia de Marga Marga, que comprende las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué, fue designado por el Presidente Sebastián Piñera, en marzo de 2010, como su primer Gobernador, cargo que desempeñó exitosamente, a plena satisfacción de sus habitantes y de las autoridades gubernamentales. Y en varias ocasiones debió subrogar al Intendente.



Sin lugar a dudas, a Arturo Longton se lo puede considerar como padre de la provincia de Marga Marga, para cuya constitución luchó en el Parlamento.



Renunció a dicho cargo para postular de nuevo a Diputado por el mismo distrito. Tras una ardua contienda electoral, finalmente no logró su elección.



Con posterioridad, y atendida su gran experiencia en el servicio público, fue convocado para desempeñar labores de asesoría de gestión gubernamental en el Gobierno de la Región de Valparaíso, nuestra Región, en las que, como siempre, sobresalió por su pleno dominio en dichas materias.



Arturo Longton fue, a no dudarlo, un servidor público de excepción. Tanto en su cometido parlamentario cuanto en el de gobierno municipal, provincial y regional, sobresalió como activo exponente del regionalismo, al que defendió férreamente.



Dos días antes de su inesperado deceso, sostuve una reunión con él en este edificio. Después de intercambiar ideas sobre las situaciones actual y futura de nuestro país, me comunicó que tenía interés en continuar en el servicio público por su partido, Renovación Nacional. Dijo que, por una cuestión de lealtad, jamás iba a renunciar a dicha colectividad. Traté de convencerlo -y reitero su interés- de que postulara al cargo de Alcalde de la comuna de Quilpué, a la que tanto quería. Considerando su gran experiencia, me pareció que era el mejor candidato. Por ende, nos comprometimos a empezar a trabajar juntos para transmitir su disposición a las instancias pertinentes de nuestro partido.



Estimadas amigas, estimados amigos: la comuna de Quilpué, la provincia de Marga Marga, la región de Valparaíso y el país entero han perdido a un hombre público excepcional (caballeroso, carismático, alegre, de simpatía innata, deportista, muy respetuoso de sus semejantes, preocupado siempre de las inquietudes ciudadanas, inmensamente solidario), quien se encontraba aún en plena capacidad para seguir aportando al servicio público, que era su más caro anhelo.



Por ello, sin lugar a dudas, extrañaremos mucho a quien durante más de treinta años fue una de nuestras figuras más destacadas en el ámbito regional y constituye un ejemplo a imitar por las generaciones venideras.



Hace pocos días su familia cumplió un deseo que Arturo manifestó en vida: donar parte de su biblioteca personal a la Municipalidad de Villa Alemana, para que puedan disfrutarla los vecinos de esa comuna. La donación fue recibida con gran alegría por el Alcalde, don José Sabat, quien nos acompaña esta tarde.



Tengo la plena certeza de que la familia de Arturo Longton, que queda como depositaria del legado imperecedero que le dejó, lo resguardará íntegramente.



Arturo fue un hombre de trato fácil -en sus funerales hubo manifestaciones de dolor, de solidaridad hacia su familia, yo diría que de las más transversales que he visto- y querido por gente de distintas veredas. Porque esta apreciaba al hombre bueno; al hombre que hizo un ejemplo del servicio público: que no se sirvió, sino que sirvió profundamente hasta el último de sus días; al hombre de esfuerzo; al hombre que se construyó a sí mismo; al hombre que forjó también una familia con una fuerte vinculación por el servicio público. 



Hoy nos acompaña Amelia Herrera, con quien formó una pareja que durante mucho tiempo se dedicó, en cuerpo y alma, al servicio público (algunos períodos en la alcaldía; otros, en el Parlamento). Finalmente, demostraron que acá hay una familia con sangre de servicio público. Y no me cabe la menor duda de que Amelia, Andrés y Arturo van a seguir el mismo ejemplo.



Es un honor para este Senador hacerle un merecido homenaje a Arturo Longton en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, con diversos de los cuales compartió en la Cámara de Diputados y en otras instancias un largo camino: Andrés Allamand, Alberto Espina, José García, Baldo Prokurica, entre otros. Y, por supuesto, también en nombre de algunos con quienes también compartió, como Antonio Horvath.



En nombre de todos ellos le rendimos un cariñoso homenaje. 



El Presidente de Renovación Nacional testimonia el compromiso, junto con los Diputados de ese partido que nos acompañan, de hacer este reconocimiento a un hombre bueno, a un ejemplo que dignifica la función pública.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Querida familia de Arturo Longton Guerrero:



Arturo era un caballero, así que habría disculpado el olvido del Senador Chahuán, quien no me nombró recién. Y Arturo era un caballero como pocos, respecto a lo cual hay muchas anécdotas en la vida de quienes lo conocimos y nos relacionamos con él.



Quiero recordar algunas cosas de Arturo Longton Guerrero no desde el punto de vista del hombre público, sino del amigo, del compañero, del hombre con el que compartimos ideas liberales por las cuales luchamos durante numerosos años.



Señor Presidente, quizás los familiares de Arturo que se encuentran presentes en las tribunas no lo sepan, pero él escribió el prólogo de un libro hace muy poco tiempo. Me refiero al texto del ingeniero y filósofo Rodrigo Silva, quien forma parte de Amplitud, y que se titula Chile: de un país militar a un país emprendedor. Voy a pedir que les envíen una copia para que lo tengan, porque dicho trabajo lo describe muy bien en cuanto a su pensamiento, en cómo él, sobre la base de la historia de Chile, siempre mostró una faceta de ideas liberales.



Tengo muchas anécdotas junto con Arturo.



Recuerdo que con él y el Diputado Palma, y también con el Senador Horvath, que era Diputado en ese momento, votamos a favor de una fiscalización en contra de las isapres. Y fuimos los únicos que nos pronunciamos de esa forma en la bancada, hace ya bastantes años. 



Nos dedicaron una editorial muy dura en un diario y nos llamó el Presidente de la Asociación de Isapres de la época, don René Merino, para conversar respecto del tema. Fue así como nos reunimos con él, y la verdad es que fue increíble la forma en que Arturo defendió una vez más, como siempre lo hizo en todas las iniciativas (la de filiación, mediante la cual dimos derechos a los hijos no matrimoniales; la que dio lugar a la Ley de Divorcio; la relativa a la píldora del día después), las ideas de las libertades personales por sobre las dificultades que algunos siempre pusieron y que impedían sacar adelante esos temas.



Quiero recordar a Arturo no como a una persona que se va y que olvidaremos, sino como a una que nos deja algo. Trabajé intensamente para que fuera nuestro primer Gobernador de Marga Marga, y estoy feliz de haberlo hecho: ¡Me siento orgullosa por ello; por haber insistido para que fuera así, pues resultó un gran Gobernador!



Y les quiero decir a Amelia, a Andrés, a Arturo y a “Amelia chica”, como él la llamaba -está Beatriz también, su hermana. Imagino que Lucy no pudo venir desde Valdivia, lo mismo que Nora, su madre-, que él estaba muy orgulloso de su familia y de sus hijos: de “Amelia chica”, de Andrés (el abogado) y de Arturo también, por su trabajo en los medios de comunicación.



Y deseo señalarte a ti también, Mane, que te quería mucho. Y te dedico estas palabras. Porque creo que lo más importante que habla de cómo era Arturo no es solo la gente que lo quería, sino las personas que él quiso. Todas deben tener un lugar.



Hablé con el Gobernador de Marga Marga, don Gianni Rivera. Y, dado que queda un cupo en la Glosa de esa provincia, le presenté un proyecto para crear una plaza que lleve el nombre de Arturo Longton.



Nada lo podría representar mejor que un lugar tranquilo; apacible, donde la gente pudiera ir a leer, a conversar, a mirar, a relajarse, a cobijarse bajo la sombra de los árboles. Pienso que precisamente esas cualidades lo hicieron distinguirse como un ser humano excepcional para quienes tuvimos el privilegio de conocerlo más allá de la política.



Por tal razón, espero que ese tributo se pueda concretar en nuestra provincia de Marga Marga, para que sea más que un recuerdo, que un nombre en la hoja de un libro o parte de un Diario de Sesiones del Congreso Nacional, donde quedan registrados los discursos de los legisladores que han formado parte de la historia de nuestra república, para que perdure en las personas de la provincia, quienes lo tuvieron y seguiremos teniendo como nuestro Gobernador.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Honorables señores y señoras; estimados Arturo, Andrés y Amelia Longton Herrera; querida Amelia Herrera; familiares y amigos, que hoy nos acompañan:



Como Senador por la Quinta Región Cordillera y la provincia de Marga Marga, que comprende las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué, y en representación de la bancada de la Democracia Cristiana, rindo este sentido homenaje póstumo en memoria de Arturo Longton Guerrero, fallecido recientemente en Quilpué a los 67 años de edad.



Su deceso fue lamentado en el ámbito político nacional en forma transversal, porque la vida y la obra de Arturo así lo ameritan. Además, es una pérdida que se lamenta pues al tratarse de una persona joven, esperábamos más frutos de su labor intelectual y política incansable, avalada por sus grandes cualidades personales, que le permitieron contar siempre con el apoyo más amplio en nuestra Región y en el Parlamento.



Su pérdida fue tan rápida y repentina que aún nos sigue conmoviendo. Resulta difícil resignarse a ella, aunque para mí fue una gran alegría haber podido compartir parte de su vida y ser testigo de su solvencia política y de sus valores éticos y humanos.



Con Arturo, pese a que mirábamos la política desde ángulos distintos, me unía una amistad de muchos años, además de coincidir en la Cámara de Diputados en dos períodos, entre 1994 y 2002.



Tal vez algo que no es conocido en la propia Región y en la provincia es que, antes de desempeñarnos en el Parlamento, Arturo fue mi alumno en el magíster de Ciencias Políticas de la Universidad Católica, donde cursó varios ramos. Guardo muy buenos recuerdos de esa época, que demuestra, además, su interés permanente por la vida académica.



Arturo era de aquellos hombres cercanos, amables y cordiales en el trato. Una persona que anteponía el diálogo ante todo, y la gente lo reconocía. Así quedó demostrado en la masiva concurrencia en un domingo de lluvia a la parroquia Nuestra Señora del Rosario, en pleno corazón de Quilpué, para darle el último adiós a un gran hombre.



Resumir su vida no es tarea sencilla, y aquí ya se ha resaltado su trayectoria.



Tras desempeñarse como Alcalde de Quilpué, cargo que ejerció hasta 1987, fue elegido como parlamentario durante cuatro períodos por el distrito N° 12, que comprende la actual provincia de Marga Marga.



Arturo, innegablemente, desarrolló distintas labores en el quehacer público. Pero, sin duda, una de las tareas más importantes que llevó a cabo, conjuntamente con el también fallecido Diputado Juan Bustos, a quien todos recordamos, fue conseguir la creación de la provincia de Marga Marga, zona que con esmero y dedicación representaba en las diversas Comisiones que integró en la Cámara de Diputados.



En el año 2010 -como sabemos- el Presidente Sebastián Piñera lo nombró Gobernador de Marga Marga -qué designación tan merecida-, cargo que Arturo desempeñó con sabiduría para lograr su identidad como naciente provincia de la Región de Valparaíso y para seguir poniendo en el tapete las necesidades de sus habitantes.



Arturo siempre estuvo ligado al quehacer público en la Quinta Región y en la provincia de Marga Marga. Fue un ciudadano íntegro, profundamente comprometido con sus raíces en la zona, vínculos que lo acercaban tanto a Marga Marga.



Fue un hombre de una trayectoria política destacada que entregó su vida al servicio de sus ideales. Quiero recordar aquí la participación conjunta que nos cupo en la tramitación de la Ley de Matrimonio Civil, la cual estuvo marcada por el signo de la controversia durante casi una década. Ambos defendimos las cualidades de un Estado laico y la necesidad de legislar sobre la materia desde las distintas perspectivas filosóficas que representábamos.



Quienes tuvimos el privilegio de conocerlo, de respetarlo y de compartir con él jornadas de trabajo estamos seguros de que su existencia no ha terminado ni se ha extinguido con su partida. Es más, tengo la certeza de que su legado trascenderá y perdurará a través de sus hijos, de sus amigos y de todos quienes Arturo formó y amó.



La vida brinda oportunidades irrepetibles, y quizás no hayamos tenido la posibilidad de agradecerle cuando estaba vivo. De allí la justicia de este homenaje. En este momento y en este escenario se hace necesario expresar a Arturo y a su familia una palabra de gratitud por su dedicación a la Región, a la función parlamentaria y a la política, que vivió con vocación.



No es importante la edad a la que uno muere, sino la intensidad con que se vive la propia vida.



 Soy un convencido de que la trayectoria y el legado de Arturo Longton quedarán en la memoria durante años y décadas, y tengo la convicción de que debemos seguir el ejemplo de un hombre que sirvió a su país, a su Región y a su partido.



¡Buen viaje, Arturo!



Hoy te recordamos con cariño, y expresamos sentimientos de hondo pesar a tus seres queridos y a los familiares que te sobreviven, quienes siempre podrán contar con nosotros.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a su viuda María Amelia, a sus hijos Arturo, Amelia y Andrés; a su hermana Beatriz; al Alcalde José Sabat, y a todos los familiares y amigos que hoy están con nosotros.



Señoras Senadoras y Diputada y señores Senadores y Diputados que nos acompañan; señor Presidente de Renovación Nacional.



En nombre de los Senadores de la Unión Demócrata Independiente queremos rendir un merecido homenaje a quien fuera un gran Diputado, el señor Arturo Longton Guerrero.



Recordar a Arturo Longton es rememorar a uno de los personajes públicos más importantes de la Región de Valparaíso y, por qué no decirlo, de la política nacional en los últimos treinta años.



Tuve el privilegio de conocerlo cuando ambos nos desempeñábamos como Diputados. Él estuvo siempre e invariablemente vinculado a esta Región y fue un protagonista fundamental en la defensa de la presencia del Congreso Nacional aquí, en Valparaíso.



Toda su vida se desarrolló no solo en esta capital de la Quinta Región, sino en diversas comunas de ella. Y, con ocasión de su vocación de servidor público, tuvo la oportunidad de conocerlas con tal grado de profundidad que asumió con su gente un profundo compromiso de servicio.



Arturo Longton nació en Limache, cursó sus primeros estudios en Valparaíso y realizó los secundarios en Viña del Mar. Se formó en una casa de estudios superiores emblemática de este puerto, como lo es la Universidad Católica de Valparaíso -hoy Pontificia-, buque insignia de la docencia universitaria porteña, cuyo origen y desarrollo es completamente independiente de la Universidad Católica con sede en Santiago.



En la Quinta Región tuvo lugar, además, toda su trayectoria política y el desenvolvimiento de su vocación de servicio. Sus primeros acercamientos a la política y a lo público fueron como secretario y abogado del área de finanzas de la Municipalidad de Valparaíso, mientras se desempeñaba como Alcalde quien fuera también Diputado, don Francisco Bartolucci.



Corría el año 1983 cuando fue nominado Alcalde de la comuna de Quilpué, hoy cabeza de la reciente creada provincia de Marga Marga, con la cual Arturo estuvo política y afectivamente vinculado hasta el fin de sus días.



Cuatro años más tarde le fue encargada la alcaldía de Valparaíso, en la que se desempeñó con brillo hasta su postulación, apenas reiniciado el período democrático, a la Cámara de Diputados por el distrito que en ese momento componían las comunas de Quilpué, Limache, Olmué y Villa Alemana.



A partir de entonces desarrolló una brillante carrera como Diputado por cuatro períodos consecutivos, que concluyó el año 2005 con una compleja pero merecida candidatura senatorial por la Región de Coquimbo.



Siendo representante de la Cámara Baja, Arturo Longton integró numerosas Comisiones, en las que destacó por su lucha en favor de la regionalización (siempre estuvo preocupado del mundo regional, de darle importancia a las regiones en el contexto nacional), y, muy especialmente, por su férreo compromiso con la creación de la provincia de Marga Marga. 



Precisamente por tal compromiso irrenunciable por las comunas que representó como Diputado, el Presidente de la República Sebastián Piñera lo designó primer Gobernador de la reciente creada provincia.



Más allá de su extensa y exitosa carrera política y de su innegable y auténtico compromiso con la gente de su región, Arturo destacó por sus cualidades humanas. Era afable, apasionado por todo lo que hacía e irradiaba una simpatía que quienes tuvimos la oportunidad de conocerlo disfrutamos intensamente. Siempre tuvo una palabra amigable, sobre todo con el que más lo necesitaba.



En este momento en que recordamos y rendimos un justo homenaje a un hombre público ejemplar, vayan nuestros saludos nuevamente a su familia, representada aquí por María Amelia, quien fue Diputada por el mismo distrito que él; a sus hijos, María Amelia, Arturo y Andrés; y a su hermana Beatriz.



Señor Presidente, solo los hombres capaces de sembrar alegría en los corazones perpetúan su existencia en la memoria de otros hombres.



Arturo Longton Guerrero fue precisamente uno de esos hombres excepcionales en lo humano que permanecerá siempre en nuestra memoria y en nuestros corazones.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estimados colegas Senadores y Diputados que nos acompañan esta tarde, quiero entregar un saludo muy especial a la viuda, a los hijos y a la hermana de don Arturo Longton; a sus demás familiares, y al señor José Sabat, Alcalde de Villa Alemana.



Esta es una de esas instancias en que el Senado da testimonio, a pesar de las diferencias políticas entre nosotros, de los méritos que un político destacado ha alcanzado en su vida, después de haber pasado por el Congreso Nacional.



Rindo este homenaje en nombre de los Senadores del Partido por la Democracia.



Cuando nos enteramos de que se iba a hacer este reconocimiento, me apresuré a pedir en mi bancada el honor a intervenir en esta ocasión, puesto que, al igual que muchos de quienes estamos acá, tuve la oportunidad de relacionarme con Arturo en la Cámara de Diputados. Ahí pude compartir con él durante tres períodos (doce años), tiempo en el que lo conocí como persona, como parlamentario, como amigo. 



Luego valoré su desempeño como Gobernador.



Es difícil homenajear a quien reúne tantos méritos. No se trata de no hallar qué decir, sino de decidir desde qué ángulo hablar: ¿desde su condición de padre, de hermano, de hijo, de ciudadano, de Gobernador, de alumno, o desde la óptica de su trabajo parlamentario? Yo escogí esta última perspectiva para enfocar mis palabras, pero antes entregaré algunos datos biográficos.



Arturo Longton nació en la apacible ciudad de Limache el 25 de junio de 1948. Fue hijo de Arturo Longton y María Nora Guerrero.



Sus estudios primarios los realizó en el Colegio Salesiano de Valparaíso y los secundarios, en el Liceo N° 2 de Recreo, en Viña del Mar.


Finalizada su etapa escolar, cursó Licenciatura en Historia en la Universidad Católica de Valparaíso, sin concluirla. Después abrazó la carrera de Derecho en la Universidad de Chile y se tituló en 1974. Posteriormente, obtuvo el grado de Doctor en Derecho Histórico en la Universidad Complutense de Madrid.


Comenzó su actividad profesional como abogado procurador de Santiago y fiscal sumariante de la Corporación de la Reforma Agraria (CORA). 


Luego pasó a ocupar cargos importantes dentro del quehacer público en la Quinta Región (hoy Región de Valparaíso).



Fue secretario-abogado del Área de Administración y Finanzas de la Municipalidad de Valparaíso entre 1981 y 1983, cuando era Alcalde don Francisco Bartolucci Johnston. 


En 1983 fue Alcalde de Quilpué, responsabilidad que ejerció hasta 1987. Luego asumió la Alcaldía en Valparaíso, cargo que ocupó hasta 1988.



Fue un destacado militante de Renovación Nacional, partido al que perteneció hasta el día de su fallecimiento.


Sucesivamente, en diciembre de 1989, de 1993, de 1997 y de 2001, fue elegido Diputado por el Distrito Nº 12, compuesto por las comunas de Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué (Quinta Región). 


Integró diversas Comisiones en la Cámara Baja, entre las cuales resalto las siguientes: la de Régimen Interno y Administración; la de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social; la de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana (muchos recordamos su participación en el Parlamento Latinoamericano); la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Fue jefe de la bancada del Partido Renovación Nacional.



Asimismo, destacó como miembro y Presidente de la Comisión Especial que establece Beneficios para los Discapacitados. Esto nos da una idea de dónde estaban enfocadas las sensibilidades de Arturo.



Señor Presidente, vuelvo a lo que señalaba al inicio de mi intervención: es difícil rendir el presente homenaje, pero más difícil resulta decidir desde qué ángulo hacerlo. Yo he elegido el enfoque parlamentario, porque he revisado las mociones presentadas por Arturo Longton en la Cámara de Diputados. 



La mayoría de ellas le confiere el carácter de legislador visionario, porque varias de esas propuestas legislativas después se han convertido en ley o han sido materia de preocupación de varios gobiernos.



Durante su trabajo parlamentario, participó en proyectos tan emblemáticos como:



-El que modifica el artículo 25 del Código del Trabajo, en lo relativo a eliminar la imputación de los tiempos de espera a la jornada de trabajo de los conductores del transporte de carga.



-El que enmienda la Ley General de Telecomunicaciones para regular los tendidos de cables aéreos de suministro de señales y energía, reforma que ha dado origen a varias iniciativas en el Congreso en esa línea. Ojalá tengamos una legislación que limpie nuestras calles de tales elementos. Pero dejo constancia de que el proyecto inicial fue planteado por Arturo hace bastantes años. 


-El que otorga la calidad de entidad de derecho público a las instituciones religiosas constituidas conforme al decreto Nº 110, de 1979, del Ministerio de Justicia, que hoy es ley de la república. 


-El que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en materia de integración del Concejo Municipal. 


-El que reforma la ley Nº 20.032, con el objeto de exigir exámenes sicológicos a las personas que trabajan en centros del Servicio Nacional de Menores (SENAME) y en hogares de colaboradores acreditados. 


-Y el que establece que la prescripción en delitos sexuales contra menores se computará desde el día en que estos alcancen la mayoría de edad.



Arturo Longton fue autor de esas mociones, entre muchas otras. 



Una de las grandes iniciativas que presentó fue la que impulsó en el año 2003 con la finalidad de modificar el Código Sanitario, en lo relativo al aborto terapéutico.



Por otra parte, entre marzo de 2010 y noviembre de 2012, fue Gobernador de la provincia de Marga Marga, constituyéndose en el primero en ocupar ese puesto. 


Además, participó con gran entusiasmo en la última elección parlamentaria. Aun cuando no obtuvo el éxito, la población le ha reconocido su aporte y vocación de servicio público.



Señor Presidente, la muerte de Arturo Longton nos llena de un profundo dolor; su recuerdo nos inspira a seguir luchando por construir una patria mejor, y su testimonio de vida es una invitación permanente y abierta a hacer nuestro trabajo parlamentario cada día mejor y a actuar como hombres y mujeres de bien. 


Gracias por tu ejemplo de vida, estimado y recordado Diputado Arturo Longton.


Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, permítame saludar a mi estimada tía Amelia; a mis primos Arturo, María Amelia y Andrés; a la tía Beatriz, y a don Jorge Peric, tío de mucho tiempo, quien siempre estuvo acompañando a Arturo.



Disculpen que no me hallara presente cuando me correspondía hablar. Estaba tratando de comunicarme con mi abuela Nora en Valdivia, quien no pudo asistir al entierro de Arturo el día 3 de julio. A ella de seguro le habría gustado presenciar el homenaje que ahora rendimos en el Senado.



Arturo Longton era mi tío; hermano de mi madre, Lucy Longton.



De él aprendí muchas cosas, que contaré en esta ocasión, no como Senador, sino como sobrino.



Las vueltas de la vida: ahora despido a mi tío Arturo.



Deseo saludar igualmente a los familiares que nos acompañan y, también, al Alcalde de Villa Alemana, don José Sabat. 



Gracias por sus palabras sinceras, profundas y descarnadas el día del funeral. Cuando se habla con franqueza, no se ofende a nadie. Sus expresiones, señor Alcalde, nos interpretaron, al menos a mí y a mi madre.



A Arturo Longton lo conocí de pequeño como “el tío Arturo”. 



En esa época partió con Amelia a España. Contradicciones de la vida -lo dijo Marcelo Schilling en el homenaje en la Cámara de Diputados-: Amelia es hija de un socialista y se fue a España por amor a su esposo. Recuerdo cómo nos comunicábamos: dado que el teléfono aún no se masificaba, utilizábamos cintas y cartas para hablar con ese tío que se dedicaba a la política.



Los caminos nos condujeron por destinos distintos: yo, en el Partido Socialista; Arturo, en Renovación Nacional. 



Lo principal que aprendí de él fue la tolerancia, el respeto, la diversidad; saber confrontar ideas y no ser absolutista; tratar de persuadir al otro; ver la vida con alegría, gozarla; ser amigo de nuestros amigos y reconocer en el adversario político un amigo que también tiene ideas.



Luego vino la campaña parlamentaria del 89. Lo vi prometer cuando asumió en marzo del 90, con la recuperación de la democracia.



Ese día -¡las vueltas de la vida!- yo estaba afuera del Congreso, en la calle, repudiando al dictador, quien venía a entregar la banda al Presidente democrático, don Patricio Aylwin.



Otra vuelta de la vida: Arturo me acompañó cuando, en marzo del año pasado, prometí como Senador de la república. Mi invitado de honor fue el tío Arturo junto a mis padres y a mi familia (mi señora y mis hijos).



Él fue Diputado durante cuatro períodos, y mis colegas han recordado distintas experiencias parlamentarias. 



No me tocó compartir con él en ese plano, pero sí conocí su solidaridad, su entendimiento, su capacidad de reconocer virtudes en el adversario. 



En el año 1997 hizo dupla en su distrito con un gran socialista, Juan Bustos, quien, además, había sido amigo del padre de Amelia. Ambos parlamentarios colaboraron y disputaron en distintas iniciativas, y representaron a su zona -luego se convirtió en la provincia de Marga Marga- desde sus trincheras, pero siempre con un trato tolerante. Tal situación -me consta- continuó con Marcelo Schilling, su compañero en ese distrito hasta el último tiempo.



Posteriormente, Arturo fue Gobernador. ¡Vaya que quería a su provincia! ¡Vaya que la representó con fuerza, con las ideas que siempre lo inspiraron!



Quiero reconocer en él -tal vez a eso se debe la valoración transversal que todos han hecho tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado- su carácter liberal en el amplio sentido de la palabra.



Tal vez su paso y formación en España, en ese tiempo en que me contaba que vendía libros; que trabajó en una inmobiliaria; que hizo miles de cosas además de dedicarse al Derecho, mientras nacían sus hijos, lo llevó a entender la transición que ahí se vivía, la apertura luego de tantos años de oscurantismo.



Destaco también su posición marcadamente verde, en defensa del medio ambiente. Recuerdo que participó en la Bancada Verde junto con muchos de los colegas aquí presentes: Girardi, Navarro y otros.



Valoro, asimismo, su postura clara y precisa respecto del divorcio, no con dogmatismos ni con la visión cerril de alguna Derecha bastante ultramontana. 



La misma perspectiva tolerante asumió para entender que los hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio son iguales ante la ley, razón por la cual había que terminar con la odiosa distinción entre hijos legítimos e ilegítimos.



Pude compartir con Arturo esos planteamientos. Nos aproximaban absolutamente.



Igual cosa frente a su posición acerca del aborto. ¡Qué agradable sería escuchar de él palabras de tolerancia ante un derecho que esperamos que este Parlamento consagre para la sociedad, especialmente para las mujeres!



Su carácter de librepensador, sin lugar a dudas, lo llevaba a comprender mejor la sociedad.



Permítanme desear que mi abuela, María Nora, “Norita”, “la Nona”, vea a su hijo.



Estuve con mi abuela el día viernes en que falleció Arturo. No pudo viajar. Espero que para ella y para mi madre, este sea un justo reconocimiento a su hijo y hermano, respectivamente. Ojalá también lo sea para mis tíos y mi tía. 



Arturo, deseo que hacia donde vayas -no sé si hay cielo u otro lugar- encuentres un camino de paz. 



Finalmente, quiero recordar dos episodios en los cuales, al margen de las ideas y visiones distintas, mi tío estuvo presente.



En septiembre de 1984 fui detenido en Chillán. Mi madre, ante la angustia de no saber dónde estaba, recurrió a su hermano. Algo debe haber ayudado porque no padecí los estragos que sufrieron otros compañeros.



Y en 1986 de nuevo fui detenido, esta vez en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. Recuerdo que, luego de ocho días en la Primera Comisaría, llegó Arturo y nos indicó el requerimiento que teníamos del Ministerio del Interior. Estábamos en trincheras opuestas, pero ahí actuó el tolerante, el librepensador, el amigo de sus amigos: mi tío Arturo.



Descansa en paz donde estés, ya sea que hayas llegado a algún lugar o vayas en camino. 



De seguro te recordarán no solo tu provincia, sino también quienes se dedican a la política en Chile. Los que hacemos de esta actividad un oficio debemos entender que pensar diferente no tiene por qué llevarnos a ser adversarios.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A usted, Su Señoría.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, saludo a la familia de Arturo; en especial,  a sus hijos y a su sobrino Alfonso.



Todos quienes tuvimos la posibilidad de compartir con Arturo en la Cámara de Diputados durante años aprendimos a conocerlo y a quererlo.



Lamentablemente, no pude estar presente en el funeral. 



Cuando supe de la noticia, me generó sorpresa y me dio un poquito de rabia. Habíamos estado hace un tiempo conversando en Temuco y luego acá, en Valparaíso. 



Ante ello, uno dice: “Se mueren los buenos”.



Hago presente que, a pesar de las diferencias políticas con Arturo, siempre fue posible dialogar y discutir, aunque a veces fuera de modo severo. 



Pero no deja de sorprenderme el hecho de que las personas, aun cuando quieran disfrutar la vida, ¡se mueran!



A veces, ello sucede sorpresivamente. Y así ocurrió en este caso. Habíamos quedado en conversar sobre la política, el futuro. ¡Y no alcanzamos a hacerlo!



Cabe señalar que Arturo no solamente tenía amigos en la Derecha; contaba con hartos en la Izquierda también, por su capacidad de tolerancia, de comprender y ayudar a comprender. Me decía: “Mira, yo soy un momio liberal. Entonces, si quieres entender a la Derecha, conversemos más”.



Cuando estábamos en la Cámara Baja, diálogos con él sobre puntos divergentes sí me ayudaban a comprender una parte del espectro político con la cual teníamos diferencias. En esas circunstancias Arturo se convertía en un muy buen puente.



Formamos la Bancada Verde con el Senador Girardi en mi primer año como Diputado, en 1994. Y Arturo, liberal, nos aganchaba a todas: si había que ir a Arica para defender a la población de los polimetales, de la contaminación, ahí estábamos en los tribunales interponiendo una querella en contra de los contaminadores.



Cuando hablábamos de medioambiente y había que enfrentar a las empresas, Arturo decía: “Por esto me van a pegar, pero vale la pena,” -efectivamente, a veces lo apretaban- “porque creo firmemente en esto y, por último, mi elección la gané con los votos de la gente, y no creo que sea ni traición ni deslealtad hacer lo que uno considera necesario”.



Por tanto, estuvimos en varias batallas medioambientales, en muchos debates. Ahí queda de manifiesto lo que aquí se ha mencionado: había una gran percepción humana acerca de Arturo Longton. Para quienes estamos en la vereda de enfrente, o más bien en la Izquierda, era un grato honor disfrutar de su amistad, sabiendo que teníamos diferencias en lo político.



Como se ha señalado, estudió en la Universidad Católica de Valparaíso, fue gobernador y alcalde.



Bromeábamos muchas veces -aquí está Guido- diciéndole: “Mira, fuiste alcalde de Pinochet”. Y él respondía: “Sí, pero soy Diputado con los votos del pueblo”.



Había una diferencia marcada entre el inicio de la carrera y su continuidad.



Cuando decidimos formar la Bancada Verde, Arturo fue uno de los pocos que quisieron hacerlo, porque al lado de Girardi en verdad había un serio riesgo en lo político, y las cosas que haríamos siempre generarían más de algún disgusto. Además, con Longton como integrante, la Bancada Verde parecía de Oposición.



Muchos nos reprocharon en su oportunidad por qué estaba la Derecha ahí, y nosotros les contestábamos: “No está la Derecha, sino quienes queremos hacer algo por el medioambiente, y el color que nos une es el verde, no es ni el rojo, ni el blanco, ni el azul de RN”. ¡El color de la unidad era el verde!



Además, deseo contarles brevemente que una vez lo invité a la República Árabe Saharaui Democrática, allá en el Sáhara. Durante dos semanas estuvimos recorriendo el desierto del Sáhara con el Frente Polisario, el cual, por lo demás, es un frente revolucionario que mantiene el control de ciertos territorios en contra de Marruecos.



Estuvimos arriba de vehículos militares; hablamos con el Presidente de la República y con todos los ministros; dormimos en el suelo, y recorrimos las carpas beduinas en medio del Sáhara, donde uno anda en jeep nueve horas -uno puede cerrar los ojos mientras el vehículo avanza- y hay solo desierto y desierto.



Al día siguiente de nuestro arribo por primera vez (viajamos en dos ocasiones; la primera, con Arturo), llegamos a la cinco de la mañana a una carpa de beduinos, los cuales estaban con sus camellos, y los Ministros de Defensa y del Interior, que andaban con nosotros, hicieron levantarse a todo el mundo. Y en aproximadamente treinta minutos lo que había era una gran fogata al interior.



Habían llegado los invitados, así que todos salieron a recibirnos.



Estábamos en medio de la carpa, donde se cocinaba carne de camello, que además es exquisita (la probamos con Longton). Pero nos sentíamos, como buenos chilenos, un poco preocupados porque se había hecho levantar a toda la gente a las cinco de la mañana.



Las mujeres cocinaban, servían bebidas, té.



Observamos a un par de chicos de unos 9 o 10 años, a quienes les escuchamos pronunciar un par de palabras en español -lo saharauis tienen varios ministros que hablan español y árabe perfectamente-, y Arturo le pregunta a uno de ellos: “¿Y tú cómo te llamas?” Nos indica su nombre. Y yo le digo: “¿Conoces Chile?”. Para sorpresa mía y de Arturo, responde “sí”. Y Arturo le consulta: “¿Y qué conoces de Chile?”. El niño contesta: “A Salas”, ¡El Matador! “¿Y qué más sabes?”, le señalo. “También conozco a Zamorano”, me comenta.



¡Conocían a Salas y a Zamorano en el desierto del Sáhara…!



Fueron nueve horas de camino en jeep, y ahí estaban ellos, sin televisión, sin radio, dos niños saharauis cuya única referencia que tenían de Chile, o tal vez la más cercana, eran Salas y Zamorano.



Después conversamos más con ellos, porque hablaban español perfectamente, ya que todos los veranos se van de vacaciones invitados por diversas comunidades de España.



Quería contarles la anécdota, pues fue muy muy interesante. Se trata de esos viajes en que uno tiene la posibilidad de compartir, de conocerse más personalmente, no solo en el ámbito de la política.



Por cierto, eso reafirmó mucho más la profunda amistad, el cariño que tengo todavía por Arturo.



Deseo manifestarle a su familia que lamento profundamente no haber podido ir a despedirlo. Pero hoy día en este merecido homenaje se constata que hay hombres que han venido a la política desde la sencillez de lo cotidiano. Porque Arturo, si bien gustaba de hacer discursos, era bastante simple para decir las cosas, no era muy rebuscado.



Siento que su muerte, por un infarto al miocardio, es una lección para muchos que ya han pasado los 50, los 55 años y que creen que la vida es eterna. Es un llamado de atención a cuidarse más, a revisarse, a ir al médico, tal vez, si quieren seguir disfrutando de la vida. Porque lo que me quedó con la partida de Arturo fue la sensación de que, obviamente, la vida hay que vivirla en forma intensa y de que a los hombres buenos -como aquí se ha dicho- y a los buenos amigos -¡aunque sean de Derecha…!- hay que cuidarlos y visitarlos.



Quizás, nos quedó pendiente una conversación sobre política.



Él tenía la característica de formular críticas cuando hacíamos algo que creía indebido. Y como eso era más bien a menudo, se acercaba siempre en la Cámara de Diputados a aconsejarme sobre aquellas cosas que yo no debía realizar. Poco caso le hice, en realidad. Pero en general es bueno que alguien se acerque a uno y se lo diga desde la fraternidad de la amistad y no solo desde la política.



Así que para la familia, para Arturo, los mejores deseos.



Gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De esta forma, el Senado ha rendido homenaje al ex Diputado Arturo Longton Guerrero.



A toda su familia le manifestamos nuestro cariño, nuestro afecto y nuestra admiración por Arturo.



Muchas gracias por acompañarnos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

QUERELLA DE CÁMARA ALTA ANTE ATAQUE VIOLENTO Y LESIONES GRAVES CONTRA SENADOR SEÑOR ROSSI

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero informar a la Sala de lo siguiente.



Respecto de la situación vivida por el Senador señor Rossi, hago presente que analizamos hoy día ese tema con él en reunión de Comités -lo invité para que expusiera lo que le ocurrió- y propuse a los presentes -se acordó por unanimidad- querellarnos como Senado de la República en contra de las personas que ejercieron actos de violencia y le causaron lesiones graves a Su Señoría.



Deseo expresar, además, que acordamos que en todos los casos en que suceda algo similar nos querellaremos como Corporación. 



También emitimos una declaración pública sobre el particular -la hice personalmente en nombre de todos los Comités- en la cual repudiamos tales hechos de violencia y anunciamos la presentación de una querella en contra de quienes resulten responsables.

)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pido que recabe el asentimiento de la Sala a fin de establecer un nuevo plazo, hasta mañana, a las 12, para la formulación de indicaciones -el Ejecutivo ya las presentó ad referendum- al proyecto que crea 15 centros de formación técnica (CFT) estatales (boletín N° 9.766-04), que en estos momentos está en conocimiento de la Comisión de Hacienda. Y también solicito que las indicaciones que formulará el Ejecutivo sean analizadas en Comisiones unidas de Hacienda y de Educación (ya hablé con el Presidente de esta última instancia).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, pido que recabe la anuencia de la Sala al objeto de autorizar a la Comisión de Defensa Nacional para que discuta en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06), con el propósito de introducir mejoras que perfeccionen el articulado de la iniciativa.



Esta mañana sesionó el referido órgano técnico y con el Ministro de Defensa se llegó a ciertos acuerdos para avanzar en algunos puntos que, a nuestro entender, necesitan mayor precisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si les parece a los señores Senadores, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, pido que recabe la autorización de la Sala a fin de que se fije un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres (CITES), que se encuentra radicado en la Comisión de Agricultura, hasta el viernes 21 de agosto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hasta las 18, Su Señoría?

El señor HARBOE.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?



Acordado.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, hoy se dio cuenta de una moción de la Senadora Allende, del Senador Letelier y del suscrito en materia de degradación militar para quienes hayan sido condenados por crímenes contra los derechos humanos (boletín Nº 10.245-02). Se remitió a la Comisión de Defensa Nacional.



Considero importante que también se envíe a la Comisión de Constitución.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que después de la Comisión de Defensa pase a la de Constitución?



Acordado.


Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, pido que luego de las Comisiones ya descritas el proyecto se remita también a la Comisión de Derechos Humanos, pues creo importante analizarlo en dicha instancia.



Otra posibilidad sería constituir Comisiones unidas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Después de Defensa, podrían verlo en esa calidad las Comisiones de Constitución y de Derechos Humanos?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Me parece bien su propuesta, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solicito que el proyecto sobre modificación del SERNAC (boletín Nº 9.369-03), que hoy día se encuentra en la Comisión de Economía, luego pase a la Comisión de Constitución, toda vez que establece un conjunto de normas reglamentarias muy importantes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de hoy los siguientes proyectos de acuerdo:



a) El que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 23 de diciembre de 2014 (boletín Nº 10.025-10).



b) El que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 6 de enero de 2015 (boletín Nº 10.024-10).



c) El que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile el 23 de diciembre de 2014 (boletín Nº 10.026-10).



2.- Colocar en la tabla de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral, autorizando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para informar mediante un certificado.



3.- Citar a sesión especial para mañana, miércoles 12 de agosto, entre las 15:30 y las 16, para pronunciarse sobre el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar al señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo en el cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.



4.- Integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias producidas en el proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 9.770-23) con los Senadores miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, respecto a los Acuerdos de Comités, deseo solo plantear una preocupación.


Según entiendo, el señor Secretario ha dicho que se autoriza que el proyecto que establece la autonomía constitucional del Servicio Electoral sea visto mañana con un certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Sin embargo, todavía no vemos esa iniciativa en el mencionado órgano técnico.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En caso de que se alcance a despachar mañana…

El señor HARBOE.- Señor Presidente, no es que no la alcancemos a despachar. Solo se dio cuenta de ella en la Comisión, pero ni siquiera hemos comenzado su análisis. No conocemos el texto del proyecto.



El Gobierno anunció hoy que mañana se iba a ver en la sesión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, se nos informó que el proyecto está con “discusión inmediata”.



Se habló con el Presidente de la Comisión de Constitución, porque entiendo que se encuentra en tabla en dicha instancia un proyecto muy importante respecto de la violencia contra los menores, y nos señaló que se podría aprobar rápido la iniciativa sobre el SERVEL, pues se trata solo de la reforma constitucional.



A pesar de ello, el acuerdo será efectivo siempre y cuando la Comisión alcance a despacharlo, más allá de si cuenta con “discusión inmediata” y de los tiempos del órgano técnico.



En ese entendido se autorizaría a verlo en la tarde, con un certificado.



Si no alcanza a despacharse, obviamente no se verá mañana.



La Secretaría de la Comisión me ratifica que el proyecto de reforma constitucional estará mañana en la tabla del órgano técnico.



Quiero hacer presente lo siguiente.



Con la unanimidad de los Comités hemos planteado al Gobierno que hay tres iniciativas que deben ser aprobadas antes de octubre, para que en las próximas elecciones municipales podamos celebrar comicios con el nuevo sistema de financiamiento, con herramientas para el SERVEL.



Una de ellas es esta reforma constitucional, sin la cual no es posible ver las indicaciones al proyecto sobre financiamiento de las campañas, las que le entregan más atribuciones al SERVEL.



Por ello, hago presente la necesidad de despachar lo antes posible ese proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se le ha puesto “discusión inmediata” al proyecto del SERVEL, aun cuando hay quienes pensamos que si queremos fortalecerlo, deberíamos hacer una revisión institucional mucho más profunda, respecto de una contraloría electoral, de una institucionalidad diferente.



No sé si habrá posibilidad de que el Ejecutivo acepte indicaciones en una “discusión inmediata”. Si no, no tendremos oportunidad de participar en mejorar y fortalecer la iniciativa.



En mi opinión, es necesario disponer de un instrumento distinto al SERVEL, como una contraloría electoral, con facultades diferentes, dado que esta calidad de “servicio” lo hace siempre dependiente.



Soy partidario de que el Director del SERVEL -o contraloría electoral- sea nombrado bajo las mismas facultades que el Fiscal Nacional o que el Contralor General de la República.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, aunque se vea con “discusión inmediata”, Su Señoría tiene la facultad de presentar indicaciones en la misma sesión.



Sin perjuicio de ello, probablemente el proyecto que reciba más indicaciones respecto de las atribuciones del SERVEL es el de financiamiento de la política y las campañas, pues la iniciativa de la que estamos hablando es solo la reforma constitucional.



Únicamente le hago presente aquello.



Señores Senadores, pasando a otra materia, quiero recordar que vamos a partir con los proyectos de acuerdo relacionados con Argentina.



Hago presente que se agregó a la tabla el que dice relación con el paso Agua Negra. Como ex Diputado de la Cuarta Región, me siento muy contento de que se apruebe. Permítanme la licencia, pues hay varios parlamentarios de la Región.



Saludo al Ministro de Agricultura, don Carlos Furche; a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, y al Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, don Edgardo Riveros -ex colega Diputado-, quienes nos acompañan.



Se nos pidió que votáramos separadamente los tres primeros proyectos de acuerdo, que dicen relación con Argentina.



Pero les solicito que se realice una sola discusión.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

PROTOCOLOS COMPLEMENTARIOS A TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE CHILE Y ARGENTINA PARA PROYECTOS TÚNEL DE BAJA ALTURA-FERROCARRIL TRASANDINO CENTRAL; TÚNEL INTERNACIONAL PASO LAS LEÑAS y TÚNEL INTERNACIONAL PASO DE AGUA NEGRA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo acordado, el señor Secretario hará la relación de los tres proyectos de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, se encuentra el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



Su objetivo principal es avanzar y completar las funciones y objetivos de la Entidad Binacional para el Proyecto de dicho túnel.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Girardi y Pizarro.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.025-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 25ª, en 3 de junio de 2015.



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.



Hacienda: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En segundo término, se encuentra el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, que también tiene informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y “suma” urgencia.



El objetivo principal es constituir la Entidad Binacional Túnel Las Leñas.



La Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro. 



Por su parte, la Comisión de Hacienda lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.024-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 24ª, en 2 de junio de 2015.



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.



Hacienda: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En último término figura el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre Chile y Argentina relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, que fue conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y está calificado también de “suma” urgencia.



Su finalidad principal es avanzar y completar las funciones y objetivos de la Entidad Binacional para el Proyecto ya individualizado. 



La Comisión de Relaciones Exteriores lo discutió en general y en particular y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.



Por su parte, la Comisión de Hacienda lo aprobó en igual forma y por la misma unanimidad, con los votos de los Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.026-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 24ª, en 2 de junio de 2015.



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 41ª, en 11 de agosto de 2015.



Hacienda: sesión 41ª, en 11 de agosto de 2015.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Nada más, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Secretario.



Tiene la palabra en primer lugar el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Senador señor Francisco Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, hoy nos hallamos en un momento histórico, en términos de que estamos ad portas de aprobar tres protocolos de acuerdo de integración entre Chile y Argentina. 



Existe una creciente integración económica y de transporte, pues nos une con dicho país una de las fronteras más largas del mundo, con una barrera física natural: la cordillera de los Andes.



Hasta hace quince años solo se contaba con una conexión vial pavimentada. Hoy en día, con Argentina existen nueve.



Desde mediados del año 1990 la inversión en conectividad vial y mayor integración económica con el Mercosur ha sido permanente, aunque aún es muy baja.



Por ello, se trabaja en proyectos de caminos internacionales y pasos a fin de reducir cuellos de botella derivados del aumento de la demanda. Así, actualmente existen nuevos pasos prioritarios (13 más 13) y tres proyectos de túneles, en la idea de que inversiones descentralizadas fomenten el desarrollo económico descentralizado. 



El enfoque se dirige a lograr “un sistema fluido de integración física con el Mercosur” y ofrecer logística y servicios, lo que coincide con el avance en “Chile país puerto” y “Chile plataforma de transportes y servicios”, donde la regiones cumplen un rol fundamental. 

Proyecto Aconcagua



La concreción de este proyecto permitirá contar con infraestructura para manejar grandes volúmenes de carga (hasta 24 millones de toneladas anuales, en una primera etapa) y operable todo el año (1.600 metros de altura).



Principales beneficios: 



-Solución al potencial de saturación que tendría el paso Cristo Redentor desde mediados de la próxima década y evitar el cierre promedio de 22 días por año que sufre aquella vía.



-Desarrollo de una infraestructura complementaria que refuerce la integración con Argentina.



-Aumento del atractivo del eje para el comercio, industria y servicios, y desarrollo de ciudades y centros poblados, reforzando la idea del megapuerto de la Región de Valparaíso y del puente logístico Asia-Mercosur.



-Reducción de los costos de transporte para actividades económicas instaladas, principalmente en el eje Buenos Aires-Valparaíso. 



-Mayor demanda de servicios para los puertos de San Antonio y de Valparaíso, con desarrollo de servicios logístico y de carga. 



-Mayor desarrollo del turismo en Regiones Metropolitana, de Valparaíso, de O’Higgins y del Maule, y beneficios para los proveedores de servicios del sector. 

Avances en Proyecto Aconcagua


En declaración de mayo del 2014, las Presidentas de Chile y de Argentina se comprometieron a avanzar en el consenso binacional de observaciones al estudio básico presentado por el proponente (Corporación América). Las observaciones se entregaron en agosto de 2014.



Una vez que el proponente dé respuesta, se establece un proceso de análisis de diferentes organismos públicos para generar una propuesta de avance de la EBIFETRA.



De ahí la Entidad Binacional debe tomar decisiones y sugerir a las autoridades la forma de avanzar. 

Proyecto Las Leñas



Principales beneficios: 



-Reforzamiento de la integración con Argentina y el Mercosur.



-Aumento de atractivo del eje para comercio, industria y servicios, y desarrollo de ciudades y centros poblados, reforzando la idea del megapuerto de la Región de Valparaíso y del puente logístico Asia-Mercosur. 



-Reducción en 40 kilómetros del recorrido actual Santiago-Buenos Aires.



-Disminución de los costos de transporte para actividades económicas instaladas, principalmente en el eje Buenos Aires-San Luis-San Rafael-Rancagua-San Antonio. 



-Mejor desarrollo del comercio exterior con productos mineros, agropecuarios, forestales e industriales entre el Mercosur y la región central de Chile. 



-Mayor demanda de servicios de los puertos de San Antonio y de Valparaíso, con desarrollo de servicios logístico y de carga.



-Mayor desarrollo del turismo de las Regiones Metropolitana, Quinta, Sexta y Séptima, y beneficios para los proveedores de servicios del sector.



-Alternativa en caso de cierre del paso Cristo Redentor. 

Avances de Proyecto Las Leñas



El 30 de marzo del año 2015 finalizó el estudio de prefactibilidad del camino y del túnel Las Leñas, que dio rentabilidad positiva. 



En la reunión binacional de Ministros de Chile y de Argentina de fines de agosto del 2014 se acordó avanzar hacia la formación de una entidad binacional similar a las de EBITAN y EBIFETRA. Por tanto, se camina en la dirección correcta. 



El proyecto de Protocolo que instala la Entidad Binacional Las Leñas fue consensuado entre ambos países en enero del 2015 y se remitió en abril de ese año al Parlamento para su debate. También fue materia de discusión en el encuentro parlamentario chileno-argentino. 

Proyecto Agua Negra



Este Proyecto tiene los siguientes impactos positivos: 



-Refuerza la descentralización regional y la integración en un eje de 10 millones de habitantes. 



-Aumenta el atractivo del eje para comercio, industria y servicios, y el desarrollo de las ciudades y centros poblados, principalmente con Coquimbo-La Serena, San Juan, Córdoba y Rosario. 



-Incremento del turismo en el área y beneficios para los proveedores de servicios del sector. Mayor desarrollo de turismo sol y playa y astronómico; de deportes extremos, y paleontológico.



-Reducción del recorrido actual en 44 kilómetros y de los costos de transporte para actividades económicas instaladas, principalmente en el eje Córdoba-San Juan-Coquimbo-La Serena: cal, insumos mineros, comercio exterior de productos mineros; vinos, aceite de oliva; carnes, lácteos y otros productos agropecuarios; productos industriales desde Córdoba, etcétera.



-Mayor demanda de servicios del puerto de Coquimbo, del aeropuerto de San Juan y de la Región de Coquimbo.



-Aumento de las posibilidades de desarrollo de proyectos mineros binacionales.



-Nueva alternativa en caso de cierre del paso Cristo Redentor. 

Avances en Proyecto Agua Negra



En octubre del año 2009 las Presidentas de Chile y de Argentina aprueban el Tratado de Maipú y dos Protocolos Complementarios para constituir las entidades binacionales del Túnel Binacional Agua Negra (EBITAN) y del Ferrocarril Transandino (EBIFETRA).



En agosto de 2014, luego de dieciocho reuniones y a cinco años de la firma del Tratado de Maipú, la Entidad Binacional Túnel Internacional Paso de Agua Negra (EBITAN) acuerda el Protocolo II, para avanzar en el Proyecto. Argentina y Chile se comprometen a otorgar diversas atribuciones a la entidad, en las diferentes etapas del Proyecto. 



Los costos para la construcción e inspección del Proyecto serán financiados por cada una de las Partes, en la proporción correspondiente a su participación territorial en el trazado del túnel. Son alrededor de 1.413,6 millones de dólares, excluidos impuestos y asesorías técnicas. 



Los contratos de mantenimiento, administración y explotación del túnel serán financiados por cada una de las Partes, en la proporción correspondiente a su participación territorial en el trazado del túnel. 



Las Partes se obligan a construir, a su costo, todas las obras complementarias que no integran el Proyecto y que se encuentren en sus respectivos territorios. Dichas obras deberán estar concluidas antes de la puesta en servicio del túnel.



Señor Presidente, hoy estamos dando un paso decisivo.



La planificación de una política nacional portuaria implica, sin lugar a dudas, avanzar en los pasos fronterizos con Argentina o en los corredores binacionales.



Hay, por supuesto, una señal de preocupación, relacionada con el hecho de que hoy día China está avanzando en la construcción de un tren bioceánico que comience en Sao Paulo y termine en el Callao.



Si no somos capaces de adelantarnos, de establecer una política nacional portuaria, de generar corredores bioceánicos, existe el riesgo de que Valparaíso y San Antonio se transformen en verdaderos puertos de cabotaje.



Por eso, frente a la iniciativa de Perú en cuanto a fortalecer el puerto del Callao, por cierto que tenemos una responsabilidad en términos de retornar a los efectos de que la política nacional portuaria sea dirigida de nuevo desde el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, abandonando lo que ocurrió antaño, cuando el Sistema de Empresas Públicas (SEP) determinaba la política portuaria nacional.



En el comienzo del Gobierno del Presidente Piñera ¡había solo un funcionario!, en todo el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a cargo del área portuaria de nuestro país.



Durante esa Administración logramos avanzar, gracias al empuje de un grupo de parlamentarios, hacia la creación de una unidad de logísticas portuarias.



Pues bien, la generación de la política portuaria nacional ya está retornando a donde corresponde: al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para que este deje de ser el “Ministerio del Transantiago”.



Por eso, frente a esa inquietud es necesario, aparte dichos pasos fronterizos, que son un elemento decisivo para la integración con Argentina, para los corredores bioceánicos, que seamos capaces de concretar el anuncio que la Presidenta de la República realizó hace dos 21 de mayo -¡hace un año y seis meses!- en torno a una megainfraestructura portuaria en la Región de Valparaíso. Porque ni las autoridades del Ministerio de Transportes ni las autoridades regionales han sido capaces de recoger ese anuncio -repito que data desde hace un año y medio- y cristalizar la megainfraestructura portuaria que nuestro país necesita, con una acción compensatoria para el puerto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Su Señoría dispone de  un minuto adicional.

El señor CHAHUÁN.- Por eso es tan importante generar las condiciones para dar el paso decisivo hacia la integración con Argentina.



Hemos dicho que tenemos con esa nación una de las fronteras más largas del mundo.



¡Por supuesto que hay otros pasos fronterizos que siguen esperando!



¡Por supuesto que debemos ver con mucha preocupación, adelantándonos a los tiempos, lo que va a pasar en Argentina con el Proyecto Vaca Muerta, que es, a no dudarlo, una de las fuentes de hidrocarburos y de shale gas más importantes del mundo!



Ahí también, en lo futuro, será necesario estudiar con Argentina un nuevo paso fronterizo, que vaya asimismo en auxilio de la compleja provincia de Arauco.



Entonces, ¿por qué no pensar más adelante, además, en un nuevo paso fronterizo hacia un puerto de la comuna de Tirúa?



¡Tal es la visión geopolítica que le hace falta a nuestro país en materia de planificación estratégica! 



¡Por eso pedimos la aprobación de estos tres proyectos de acuerdo, que, sin lugar a dudas, darán un impulso sustantivo a la integración con la vecina Argentina!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, los proyectos de acuerdo que estamos aprobando -por cierto, contarán con mi votación favorable- son parte de la política exterior de Chile, que consiste básicamente en la realidad vecinal, en avanzar hacia la más plena integración con Argentina, con Bolivia y con Perú, a pesar de los problemas que conocemos y de los que puedan surgir en el camino.



Pero, sin duda alguna, si hay un país que reviste interés estratégico para Chile es Argentina, nación con la que tenemos más de cuatro mil kilómetros de frontera común; con la que nunca hemos sostenido un conflicto armado; con la cual nos une una vocación de integración en el Cono Sur; con la que tenemos relaciones bilaterales regidas en nuestra historia principalmente por dos hitos integradores: el Tratado de 1881 y el Tratado de Paz y Amistad de 1984.



Los tres Protocolos Complementarios que estamos aprobando hoy demuestran cómo un aspecto interesante, importante, definitivo -diría yo- en esa relación bilateral es justamente la integración en materia de infraestructura. Y no hay que perder de vista la dimensión regional o subregional. Me refiero a América del Sur, a la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional Suramericana (IIRSA), que tiene un diseño que va evolucionando en el tiempo y que nos señala cómo la infraestructura puede convertirse en un factor de integración entre nuestros países, en este caso con Argentina.



En Chile están ocurriendo cosas interesantes con la infraestructura.



Por ejemplo, hoy día se habla en lo interno de crear el Fondo de Infraestructura, con unos 20 mil millones de dólares. Hay un consejo público-privado que ha estado trabajando arduamente en la materia para ver cómo aprovechar el sistema de concesiones, que partió en el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin -era Ministro de Obras Públicas don Carlos Hurtado-, durante el cual se aprobó una ley decisiva para nuestro país, la que ha permitido complementar la inversión del erario en infraestructura con el sistema de concesiones, es decir, invitar al sector privado a participar en este esfuerzo.



Se han invertido en la materia más de 15 mil millones de dólares. Y el Fondo de Infraestructura, con miras a las concesiones que tendrán lugar a futuro, consideradas a valor presente, podría constituir un sistema de financiamiento permanente, al margen del Presupuesto de la Nación, para financiar grandes obras de infraestructura, por ejemplo en materia de embalses, de obras de acumulación de aguas, donde tenemos un déficit histórico muy significativo.



Señor Presidente, en la integración con Argentina, que logró signar doce pasos fronterizos durante el Gobierno del Presidente Lagos, e incluso antes y después -me tocó ser Ministro de Relaciones Exteriores en esa época y avanzar en la definición de ellos-, uno de los sueños era justamente progresar en lo concerniente a los túneles. 



En esa perspectiva se ubican el II Protocolo Complementario de 23 de diciembre de 2014 -se inserta en el último proyecto de acuerdo que relató el señor Secretario-, que contempla, entre otros hitos, el Túnel Internacional Paso de Agua Negra, con relación a la Región de Coquimbo y su integración con Argentina; el Túnel Internacional Paso Las Leñas, en la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, y también -aquí hablo como Senador de la Región de Valparaíso- el Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, que, con 24 millones de toneladas y 53 kilómetros de largo, se ha dado en llamar “Canal de Panamá del Sur”: más de 5 mil millones de dólares de inversión, según indican los preestudios.



Por lo tanto, me sumo con mucho entusiasmo a la aprobación de estos proyectos de acuerdo, los que contemplan, entre otros, el Túnel recién individualizado, que es de interés estratégico para nuestro país, y específicamente para la Región de Valparaíso (y Aconcagua).



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, no voy a describir completamente estos proyectos de acuerdo, porque ya lo ha hizo el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores. Quiero referirme fundamentalmente a lo que son los Protocolos en comento.



Estos Protocolos se caracterizan por ser complementarios al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre las Repúblicas de Chile y de Argentina.



Su objetivo es la búsqueda de un mejoramiento de la conectividad vial entre los dos países. Por eso, el martes 6 de enero de este año ambos Estados suscribieron los Protocolos en cuestión, que inician los estudios para la construcción del Túnel Internacional Paso Las Leñas, de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, a la que represento; del Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, y del Túnel Internacional Paso de Agua Negra, ubicado en la Cuarta Región.



De esa forma, los referidos Protocolos Complementarios implican comprometer a las Partes para dar prioridad, intensificando su análisis, al diseño, construcción y mantenimiento de las respectivas obras.



Además, se establecen mecanismos de trabajo para el estudio y la evaluación de los proyectos, lo que permitiría entregar a las Partes los elementos necesarios para decidir sobre la factibilidad y la conveniencia de llevar a cabo las obras pertinentes.



Específicamente, el Túnel Internacional Paso Las Leñas unirá a la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins con la provincia argentina de Mendoza. 



El referido túnel tendrá una longitud de 11,5 kilómetros y estará abierto, si se realiza la obra, los 365 días del año, a diferencia del paso Los Libertadores, lo que beneficiará a los puertos de Valparaíso y de San Antonio. Así, se facilitará el tránsito de mercancías, de carga y de personas, en general, entre los países del Cono Sur y el nuestro.



De acuerdo con lo expresado por el Gobierno -aprovecho la presencia del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante para recordarlo-, el Protocolo sobre el paso Las Leñas contempla obras muy importantes:



1.- Construcción y pavimentación de un camino internacional de casi 134 kilómetros entre El Sosneado, en Argentina, hasta el sector de las termas de Cauquenes, en la comuna de Machalí, donde se unirá con la ruta 5 Sur y el camino de la fruta, que esperamos que también sea una realidad lo antes posible.



2.- Construcción de un túnel a baja altura de 11,5 kilómetros. Su longitud en el sector chileno solo sería de 2,6 kilómetros, pues la mayor parte correspondería al lado trasandino.



3.- Construcción de un puerto seco, que es fundamental para el desarrollo de la integración.



4.- Mejoramiento de las rutas de conexión hacia los puertos de la Quinta Región de Valparaíso y hacia la Región Metropolitana de Santiago.



¿Qué significa lo anterior? ¿Cuáles son los principales beneficios de la ejecución del acuerdo?



-Se reforzará la integración con Argentina y el Mercosur.



-Disminuirá en 50 kilómetros el recorrido actual entre Santiago y Buenos Aires y en alrededor de 120 el existente entre los océanos Pacífico y Atlántico.



-Se reducirán los costos de transporte para las actividades económicas instaladas principalmente en el eje Buenos Aires-San Luis-San Rafael-Rancagua-San Antonio.



-Se mejorará el desarrollo del comercio exterior de los productos mineros, agropecuarios, forestales e industriales entre el Mercosur y la región central de Chile.



-Se incrementará la demanda de servicios de los puertos de San Antonio y de Valparaíso, con desarrollo de servicios logísticos y de carga.



-Se aportará al desarrollo del turismo de la Quinta, la Sexta y la Séptima Regiones y constituirá un beneficio para los proveedores de servicios del sector.



-Será una alternativa, como lo dije al inicio de la intervención, en caso de cierre o de saturación del paso Cristo Redentor, ya que mis Honorables colegas bien saben que la conectividad no es posible durante muchos días del año y que el transporte y el turismo se tienen que realizar, entonces, o por avión o por Puyehue.



-Es algo que forma parte del proceso de descentralización que requiere el país.



Para el desarrollo de la obra se constituirá la Entidad Binacional Túnel Las Leñas (EBILEÑAS), que deberá ejecutar todas las acciones necesarias para estudiar el proyecto y se encontrará bajo la conducción de un Consejo de Administración…



¿Me permite terminar la idea, señora Presidenta? ¿No son diez minutos para intervenir?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede concluir, Su Señoría.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Quiero valorar el trabajo unitario realizado en nuestra Región durante muchos años, porque creo que nos hallamos ante la verdadera alternativa para ser un corredor bioceánico, cuya proyección es distinta a la de ser un mero paso, como en general ocurre en la época estival.



Tengo mucha fe en la iniciativa, porque el gobierno regional puso los recursos para el estudio de prefactibilidad del túnel, antecedente que hoy día ya se encuentra en poder del Ejecutivo y de parlamentarios -el Senador señor Letelier estuvo presente en el momento en que lo recibimos-, y, por lo tanto, es fundamental un aprovechamiento que permita que la obra se materialice a la brevedad.



La Unión Demócrata Independiente votará a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, en América Latina se han pronunciado durante décadas discursos altisonantes sobre la integración. Algunos han hablado del “sueño bolivariano”, y le han puesto harta ideología. Otros soñaron cincuenta años atrás con el Pacto Andino, pensando que era un instrumento de complementación física, política y económica entre países. Ha habido diferentes mecanismos. Pero la experiencia práctica ha demostrado que la única posibilidad de lograr procesos de esa índole en lo político, cultural y social es con infraestructura para unir a los pueblos. Si no media una integración física, es imposible avanzar realmente en una mayor integración política, económica, social y cultural.



Chile, de los países de América del Sur, sin duda es el más aislado. La nuestra es una cultura “isleña” probablemente por razones geográficas: la cordillera, el desierto, el mar y el extremo sur. En ese contexto, adelantar en la perforación de la cadena montañosa constituye un requisito para la integración, pero hoy, en el siglo XXI, también es la condición sine qua non para obtener un segundo impulso de progreso como sociedad.



Nuestra única posibilidad de impulsar un proyecto de desarrollo nacional que vaya más allá de ser muy eficaces en la exportación de recursos naturales gracias a mano de obra barata, como dicen algunos -y no quiero ofender, sino constatarlo-, y de cambiar los ejes en la materia pasa por el cumplimiento de funciones distintas, para lo cual es condición que el país pueda brindar servicios a otros y agregar valor a ciertas cadenas de actividad humana.



El que Chile se transforme en el siglo XXI en la plataforma de América del Sur hacia el Pacífico requiere los túneles a baja altura, que son trascendentales. Y creo que tenemos que situar en ese contexto la aprobación de los protocolos. Más que la importancia que ello pueda revestir para una Región u otra, se trata de crear la infraestructura necesaria para que el país efectivamente proporcione servicios a otros con dicha finalidad y de sentar las bases para un modelo de desarrollo o una nueva etapa de desarrollo de nuestra economía.



Como Senador de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, me siento orgulloso de que se esté concretando el proyecto del túnel de baja altura de Las Leñas.



Quiero dejar constancia en la historia de la ley de mi agradecimiento y reconocimiento a los trabajadores del departamento de arquitectura de El Teniente, quienes formularon una proposición muy a principios de los años noventa. Por conocer la labor de hacer túneles en la División -se han construido más de dos mil kilómetros de ellos-, sabían que el tramo más angosto e idóneo para habilitar uno de baja altura que uniera a Chile y Argentina se halla en el sector de Las Leñas, en la Sexta Región. Son alrededor de once kilómetros y, como se ha descrito aquí, podrá estar abierto los doce meses del año.



Aplaudimos, sin duda, el avance del proyecto del túnel Paso de Agua Negra, que es el que ha progresado más y se encuentra en proceso de licitación, ya con el modelo de negocio definido. El segundo que se ejecutará es el túnel del Paso Las Leñas, por su magnitud, por sus complejidades. El del túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central será el tercero. Pero los tres son necesarios, y quienes no lo entienden y creen que hay una competencia de una Región con otra se equivocan. Chile requiere, para esta nueva etapa, muchas iniciativas semejantes.



Estoy muy contento de la constitución de la Entidad Binacional Túnel Las Leñas.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.
El señor LETELIER.- ¿Se puede abrir la votación?
El señor COLOMA.- Señora Presidenta, más allá de que se trate de tres proyectos de acuerdo diferentes, me parece bien que sean sometidos a una sola discusión.


Ahora, hago un llamado en general a los Comités, eso sí, para que no se disponga siempre el tratamiento de estos asuntos como si fueran de Fácil Despacho. Ello supone las intervenciones de dos personas, lo que es imposible en el caso de iniciativas de tal naturaleza. Así que formulo un planteamiento fraternal para que procedamos con la lógica adecuada.



No deseo realizar un enfoque desde el punto de vista de la conveniencia, porque es algo que podemos debatir hasta el último de nuestros días. Concuerdo en que necesitamos muchas vías de conexión y no solo concentrarnos en una o dos. Es preciso comprender que el mundo globalizado va a requerir decenas de elementos eficientes para que sea posible funcionar. Incidirá lo que pueda ocurrir con el Trasandino; estará el paso Las Leñas; se desarrollará el paso Vergara; se potenciará el paso Pehuenche. Seguiremos en un proceso que obviamente tiene que pasar por todo aquello que la cordillera permita en términos de integración, ya que provoca efectos económicos, pero también sociales, culturales. Es un mundo nuevo al que se ha de llegar de otra forma, particularmente en un país “isleño”, como el nuestro.



No quiero abordar esa concepción, entonces, sino solo hacer referencia a lo que dice relación con la Comisión de Hacienda.



Tenemos tres proyectos de acuerdo. El primero de ellos perfecciona la Entidad Binacional del Túnel Ferrocarril Trasandino Central (EBIFETRA) y el segundo crea la Entidad Binacional destinada a estudiar la conveniencia y forma de ejecución del Túnel Las Leñas (EBILEÑAS). Si Sus Señorías leen los informes financieros respectivos, ambos aún no suponen gastos fiscales. 



La situación es distinta con relación al tercero, que decide la construcción y forma de ejecución del Túnel de Agua Negra, bajo la conducción de la Entidad Binacional correspondiente (EBITAN), que ya había sido creada. Deseo dejar constancia de que ello fue objeto de una discusión bastante profunda en nuestro órgano técnico.



¿Por qué se suscitó el debate y se presentó una minuta complementaria del informe financiero, lo que estimo relevante?



En este último, junto con consignarse las características de la iniciativa, se establecía un costo aproximado de mil 413 millones de dólares, de los cuales a Chile le correspondían 523 millones 174 mil. En todo caso, la cifra iba a quedar definida en los distintos presupuestos del Ministerio de Obras Públicas.



Lo que me pareció -y varios Senadores de la Comisión de Hacienda concordaron en ello- es que no se puede hacer referencia a una cifra determinada sin conocerse la naturaleza de los estudios respectivos, o sea, sin saberse cómo se llegó a determinar y simplemente por la vía de instalarla. Y menos cabe decir que el financiamiento no involucra exigencias adicionales y será provisto anualmente en las propuestas de presupuesto de inversión de dicha Secretaría de Estado, sobre todo considerando que ya en el año en curso aparecían comprometidos gastos no incluidos en el presupuesto.



De ahí -para aquellos a quienes el asunto pueda interesar o para la historia de la ley: algún día a alguien podrá importarle- que junto al informe financiero haya una minuta complementaria del mismo Gobierno, en donde se hace claridad respecto de cómo debe entenderse la materialización del proyecto y se establece que no es posible determinar en esta instancia a cuánto puede ascender el costo, dado el carácter preliminar del proceso de ingeniería. Y simplemente se expresa -es lo que corresponde- que ello será expuesto y discutido “en las propuestas de presupuesto de inversión del Ministerio, en el marco de la Formulación del Presupuesto del Sector Público que se somete a la aprobación del H. Congreso Nacional” año tras año.



Deseo dejar constancia del punto, porque, al final, al ingresar la tercera de estas iniciativas -por eso tuvo una tramitación especial- con una estimación del costo y no existir una acreditación de cuánto representa, se podría generar un error muy importante, hacia arriba o hacia abajo, y comprometerse recursos fiscales sin contar exactamente con la información suficiente.



Valoramos, entonces, el surgimiento de la minuta complementaria, que determina cómo debe llegarse a una comprensión conforme a una lógica financiera. En este caso, el presupuesto va a ser señalado, año tras año, a través del Ministerio de Obras Públicas, cuando los estudios correspondientes -no sé cuándo podrán estar- efectivamente se encuentren realizados.



Estas son políticas de Estado. Se ha trabajado durante muchos años y muchos Gobiernos han estado involucrados. Los siguientes tendrán que seguir aplicando el mismo criterio. Pero, por lo menos desde un punto de vista financiero, es preciso tener cuidado de hacer las cosas de acuerdo con lo que realmente corresponde y no una estimación que después puede generar o cargas al Estado o dudas respecto de su compromiso, lo que resulta ajeno, a mi juicio, a nuestra labor.



Gracias.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, ¿se puede abrir la votación?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Será una sola para los tres proyectos.



Si le parece a la Sala, así se hará.



Acordado.



--(Durante la votación).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede intervenir la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, voy a votar a favor de las iniciativas, las que, sin duda, tal como lo han dicho los colegas que me han antecedido en el uso de la palabra, traerán un sinnúmero de ventajas. Básicamente, se apunta a lograr una mayor integración entre Argentina y Chile, a habilitar una alternativa al paso de Cristo Redentor y a generar una mayor demanda de los puertos de Valparaíso y de San Antonio, fundamentalmente.



Sin embargo, la Senadora que habla representa a la Región del Biobío, que registra graves problemas económicos, bolsones de pobreza, zonas catalogadas “de rezago” por la Administración y una enorme infraestructura portuaria -una de las más grandes del país-, con siete terminales. Y resulta que el Gobierno, en su minuto, planteó que una de las maneras de poder sacarla adelante era mejorar la integración potenciando el paso internacional Pichachén.



De hecho, nuestro Intendente lo anunció con bombos y platillos por la prensa local, puntualizando que será uno de los proyectos prioritarios y que, de esta manera, se van a generar todos los beneficios que los parlamentarios hemos escuchado.



No obstante, al consultarse al Ministerio de Obras Públicas cuándo ello se va a hacer efectivo, la respuesta que se obtiene es: “No existen plazos definidos para la implementación”.



Me alegro enormemente, entonces, que se esté avanzando a tranco firme en estos pasos fronterizos; pero me gustaría que ello también ocurriera en el caso de aquellos que favorecen a la Octava Región, porque, como dice el refrán popular, “obras son amores y no buenas razones”.



No requerimos titulares de prensa: necesitamos obras concretas para sacar a la zona de la pobreza; que se invierta, se hagan cosas y se avance en la dirección correcta.



Así que voy a votar a favor, como dije, y espero sinceramente que, en un futuro próximo, el Gobierno decida avanzar en el fomento del desarrollo de la Región del Biobío.



Gracias.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, la discusión de estas iniciativas ha generado un debate que va más allá de lo que tuvieron en vista los Comités, que determinaron que fueran tratadas como si fueran de Fácil Despacho en circunstancias de que, evidentemente, han dado lugar, lejos, a una suerte de locuacidad en todos y cada uno de nosotros, porque en verdad es muy importante establecer con la Administración actual todo un proceso claro de cómo se van a ir habilitando estos pasos fronterizos.



No hay duda de que la integración con Argentina es vital. Y nosotros celebramos, tal como decía la Senadora señora Van Rysselberghe, cuando el Gobierno anunció en mayo del año pasado la priorización de trece pasos, uno de los cuales fue el Pichachén, en la provincia de Biobío. Ello, producto más bien de una solicitud del lado argentino y de que aquí también se hacía referencia a la inversión petrolera y gasífera que se hará en la provincia de Neuquén, en el país vecino, y a la necesidad de llegar a los puertos de la Región del Biobío.



Por lo tanto, ver que se avanza en estos proyectos de acuerdo y no contar con información sobre los otros pasos fronterizos que han priorizado tanto Chile como Argentina torna indispensable requerir al Gobierno antecedentes a este respecto.



En verdad, además de la Cancillería, debiera estar presente en este debate el Ministerio de Obras Públicas, pues a través de las acciones que este desarrolle y de su presupuesto se dará luz verde a iniciativas de esta naturaleza.



La Cartera de Relaciones Exteriores ya jugó su rol; fijó la prioridad de Chile frente a Argentina. Firmó estos protocolos y generó este abanico de proyectos que avanzan en estas materias.



Por lo tanto, el Ministerio de Obras Públicas debe darnos a conocer la carta Gantt mediante la cual va a desarrollar todos y cada uno de los nuevos trece pasos fronterizos en la parte chilena.

 

Necesitamos conocer, más allá de los anuncios que hizo el Intendente en la Región, la realidad del paso Pichachén: cuándo se empezará el diseño; cuándo se efectuarán los estudios de factibilidad; en qué momento se tomará la resolución para comenzar su construcción a fin de unir Neuquén con los puertos del Biobío.



Eso obliga a una definición, la cual no se adopta y se alimenta hoy con el hecho de debatir en el Senado tres proyectos de acuerdo relacionados con parte de la integración con Argentina. Sin duda, los votaremos a favor, pero abren la necesidad de que el Gobierno fije claramente una pauta respecto de los otros pasos.



Porque evidentemente la integración con Argentina es importante a lo largo y ancho de nuestro territorio. Habrá lugares específicos más relevantes. A lo mejor son los mencionados en los proyectos de acuerdo que sometió a discusión parlamentaria el Ejecutivo, a través de la Cancillería, aquí presente. Pero no cabe duda de que toda nuestra relación con la provincia de Neuquén y todo el desarrollo gasífero y petrolero que va a haber en ella adquiere una prioridad que no podemos desconocer.



Eso torna imperioso, para el bien de Chile y el de nuestra Región, en particular de la provincia del Biobío, que el Ejecutivo determine con precisión los tiempos en los cuales concretará la decisión de llegar a un acuerdo con Argentina sobre el paso Pichachén.



Ese requerimiento lo hacemos en este momento, señora Presidenta.



En verdad, la Cancillería podrá disponer de esa información; pero quien tomará las decisiones en definitiva será el Ministerio de Obras Públicas. De tal modo que sería muy importante que dicha Cartera entregara esos antecedentes al Senado para que, al mismo tiempo que votamos favorablemente estos proyectos de acuerdo, tengamos la seguridad del plazo hacia adelante en que los referidos esfuerzos de integración se van a concretar.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, en verdad, cualquier proceso de integración con América Latina es positivo, particularmente con Argentina, que es nuestro país vecino al otro lado del macizo andino. Y este tipo de proyectos nos hace pensar en la necesidad de integrarnos.



Se están aprobando estos protocolos complementarios.



Yo quiero saber -se encuentra presente el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante- cuál es la certeza que tenemos de que los proyectos de que se trata se van a construir en el tiempo.



Todos esos esfuerzos requieren integración no solo con Argentina, sino también con el resto de América Latina.



El Alcalde de Iquique, Jorge Soria, ha planteado insistentemente la integración por medio de corredores bioceánicos desde Brasil, específicamente del estado de Mato Grosso, donde se encuentra la producción más grande de soya del mundo y que hoy se exporta por el Atlántico.



Él propone la formación de corredores bioceánicos. Y ha trabajado en esos proyectos por casi 50 años.



Los procesos de integración de América Latina, de América del Sur, se llevan a cabo mediante carreteras, túneles o vía marítima.



Señora Presidenta, por cierto, votaré a favor de estos proyectos de acuerdo. Pero también quiero decirle -por intermedio de la Mesa- al Ministro aquí presente que cuando aprobamos una materia debemos tener también un panorama respecto de las otras opciones.



En tal sentido, debo señalar que el puerto del Callao, de Perú, nos ha ganado la delantera, con una inversión de más de 5 mil millones de dólares, para recibir los mayores buques del mundo, que pertenecen a la Maersk (principal compañía de transporte marítimo). Al instalar allí esta opción, Perú nos está disputando el Pacífico, tal como los propios documentos de geopolítica y las autoridades de esa nación lo indican: “Hay que salirle al paso a Chile y conquistar, para distribuir desde el puerto del Callao hacia América del Sur toda la carga”.



Entonces, cuando se somete a discusión un proyecto de acuerdo que contempla un proyecto de integración como el Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, sin duda que lo aprobamos con entusiasmo.



Pero -reitero- se trata de la integración solo con Argentina.



Necesitamos una integración regional y, por cierto, los corredores bioceánicos desde Brasil, que han de pasar por la mejor opción para llegar al norte de Chile, que no tiene mayor altura, a un puerto que hoy se halla en etapa de diseño: existe una propuesta, hay financistas. Se trata de un puerto de marca mayor, que contempla un calado de ¡26 metros! de manera natural, como el que posee Iquique.



El resto de los puertos, incluso el que se acaba de licitar, tendrá 9.



Para las embarcaciones mayores, los buques postpanamax, se requiere un calado de 24 a 26 metros, que en Chile solo tiene Iquique.



Entonces, señora Presidenta, espero que al tiempo que aprobamos el referido proyecto de integración con Argentina, podamos brindar la atención necesaria a lo que está ocurriendo en materia portuaria.



Nuestro país tiene una carrera por la conquista del Pacífico, que hasta ahora nos adelanta por lejos Perú en torno a inversiones y a proyección.



Los buques postpanamax están llegando al puerto del Callao. Y nuestro país difícilmente podrá recibirlos si carece de puertos de calado profundo.



La integración terrestre, la integración marítima, la integración de las carreteras bioceánicas son necesarias. Y, en tal sentido, todo lo que parece un sueño comienza a ser realidad con la aprobación de estos Protocolos Complementarios al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre Chile y Argentina.



Se da, pues, un paso. Pero uno quisiera tener claro los plazos en que el Gobierno realizará esta inversión conjunta, de tal manera de contar con una política que ponga en perspectiva de mejor modo la integración con Argentina.



Podemos ir a la integración con Brasil a través de los corredores bioceánicos y desarrollar proyectos de inversión en nuestros puertos (no solo en Valparaíso y San Antonio), a fin de abrir también una puerta al mundo, al sur, al Pacífico, mediante proyectos de integración bioceánica.



Dejo planteada esa inquietud, señora Presidenta.



Voy a pedirle a la Comisión de Economía, que integro, que abra la discusión en materia portuaria en Chile, porque son desalentadoras las noticias que nos llegan en torno a las inversiones necesarias para contar con un puerto capaz de recibir a los buques postpanamax, que precisan un calado mucho mayor.



Voto a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

EL señor PIZARRO.- Señora Presidenta, quiero ratificar la importancia que tiene para el desarrollo de nuestro país y, sobre todo, de nuestras regiones, el proceso de integración física con Argentina, cuya idea y propuesta vienen de los tiempos del Presidente Frei Ruiz-Tagle, en que se planteó el establecimiento de una política que permitiera unir, con el mejoramiento de los pasos fronterizos, todas las regiones de Chile.



En el caso de la Región de Coquimbo, el proyecto más anhelado, a pesar de que había otras alternativas, siempre fue el paso de Agua Negra.



Con respecto a dicho paso, producto de la buena relación existente con el gobierno de la provincia de San Juan, fortalecida durante los últimos 12 a 14 años, se ha venido consolidando la opción real de construir un túnel internacional que posibilite un acceso permanente sin que se generen situaciones de corte en la cordillera. Claramente, esto constituye una alternativa al paso Los Libertadores sumamente importante.



Ello ha sido parte del compromiso de todos los gobiernos de los últimos 20 años, que han ido generando condiciones para que definitivamente podamos cumplir el sueño de tener un túnel que permita el desarrollo del turismo y del tráfico a través de un corredor bioceánico. Eso posibilitará el mejor aprovechamiento y la explotación completa del puerto de Coquimbo, el cual habrá de adecuarse en su infraestructura para estar en condiciones de trabajar con naves de mayor calado, tanto en importación como exportación.



Sin duda, la inversión es cuantiosa. El colega Andrés Zaldívar me hacía referencia a los costos económicos de esta iniciativa; pero estos son abordables. Además, cuando los países piensan y sueñan en grande llega un momento en que las cosas se pueden concretar. Y este es el primer paso que es factible concretar. De hecho, está listo para ser licitado, después de largos procesos de trabajo de la Comisión Binacional, de los gobiernos de la Cuarta Región y de San Juan, así como del compromiso de los gobiernos nacionales, tanto de Argentina como de Chile.



La idea es que el costo vaya en proporción al territorio que se cubre. En el caso de nuestro país, representa aproximadamente 28 por ciento de la construcción del túnel. Como el costo total del proyecto se estima en 1.400, 1.500 millones de dólares, el Estado chileno deberá asumir una inversión del orden de los 500 millones de dólares, la cual lógicamente se pagará en el futuro con el aprovechamiento de esta infraestructura.



Así que, señora Presidenta, estoy muy contento, después de una larga lucha, de poder aprobar estos Protocolos, que permiten la implementación del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre Chile y Argentina. No cabe duda de que el que contempla el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra constituirá una palanca de desarrollo sumamente importante para nuestra Región.



Voto a favor.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, ciertamente voy a concurrir a la aprobación de estos tres proyectos de acuerdo, que apuntan, básicamente, a la integración entre Chile y Argentina.



Me sumo a todo lo dicho acá. Quisiera, sí, agregar algunas reflexiones, porque surge a menudo la discusión sobre el costo de los distintos proyectos de integración.



En lo personal, tengo un vivo interés por los tres, pero creo que el más desafiante para nosotros -junto con el que le interesa al Senador Pizarro, el de Agua Negra-, el de más largo plazo -para no vender aire acá, aclaro que no se va a terminar de construir en los próximos diez, doce o quince años-, es el túnel de Baja Altura que unirá la Quinta Región y la provincia de Mendoza, en Argentina. 



Estamos hablando de 150 kilómetros de ferrovía y de un túnel de 52 kilómetros. Es una obra de infraestructura gigantesca, que se hará -se supone- con recursos privados, sin perjuicio de la eventualidad de que ambos Estados se constituyan en aval o den algún tipo de subsidio.



Dicho lo anterior, quiero señalar que la integración tiene distintas formas. La más obvia y evidente -nos dicen- es la económica. Hay integración de políticas sociales; hay integración energética. Pero la integración física es un requisito sine qua non. Y para eso se requiere, primero, voluntad de hacer las cosas, voluntad que no siempre ha estado porque afecta intereses e implica decisiones con costos alternativos: “Voy a invertir equis recursos en un paso; cuánto de eso es el equivalente en hospitales, en consultorios, en educación pública gratuita, etcétera”.



Sin embargo, hay un elemento que deseo destacar acá: hablar de rentabilidad económica no ha sido, no es y no puede ser determinante a la hora de decidir este tipo de inversiones en infraestructura.



Con ese criterio, el viaducto del Malleco no se habría construido en el siglo XIX, porque era una obra carísima, con rentabilidad social baja. ¿Qué necesidad había de unir con un viaducto gigantesco, muy costoso para la época, el Chile central y el Chile del sur? Pues bien, esa obra se realizó, y en buena hora.



Con ese mismo criterio, el túnel bajo el canal de la Mancha no existiría hoy. Es una obra de infraestructura gigantesca que conecta al Reino Unido con Europa y cuyo costo excede su rendimiento económico. Pero hay una visión de hacer las cosas, pues tienen otros sentidos que el meramente económico.



Voy más allá. Europa se une a partir de qué. Del acuerdo energético sobre el carbón. Pero al mismo tiempo efectúa una inversión grande en infraestructura, que cubre no solo a los países miembros de la comunidad, sino también a otros que no lo son, como Suiza, con obras tremendas.



Lo que quiero decir con aquello es que debemos pensar y soñar más en grande. Porque acá no hay únicamente una tarea nuestra, una decisión del Senado, sino además una cuestión de política exterior.



En la Sala veo a un ex Canciller, el Senador Ignacio Walker, y al Canciller subrogante, el señor Riveros. Y la pregunta es qué pasa con nosotros en materia de integración cuando, en su reciente visita a América Latina, la máxima autoridad china, durante su paso por Brasil, dice que va a invertir en este país 50 mil millones de dólares, de los cuales 10 mil millones estarán destinados en principio a un tren que unirá el Atlántico con el Pacífico, pasando por el Amazonas y la cordillera de los Andes. Pues bien: esa misma persona viene a Chile ¡y firmamos un acuerdo de doble tributación con China…!



Entonces, yo pregunto por qué no usar ese apalancamiento.



China quiere invertir en América Latina. ¡Si está interesada en nuestros commodities!



Entonces, seamos un poco más proactivos y veamos si tiene interés en ser parte del consorcio privado que pretende financiar el túnel de Baja Altura; o en ayudarnos a financiar el paso Las Leñas, o el de Agua Negra, que tanto quiere el Senador Pizarro. Pero no nos quedemos esperando decidirlo nosotros, pues hay capital para invertir en eso.



Además, lo del tren amazónico tiene una implicancia para nuestro país. Porque, como decía el Senador Navarro -es algo que hemos compartido mucho en distintas instancias-, no se trata de que el Perú nos va a ganar. Nosotros vamos a seguir exportando. La pregunta es quién se queda con el flete desde la zona central de Chile al resto del mundo o si vamos a hacer cabotaje con el Callao. 



¡Si vamos a seguir exportando! Pero hay un margen de la rentabilidad que vamos a perder.



Por eso, no nos hace bien tener esta mirada disgregada -existe en Chile desde hace treinta años- en cuanto a que el puerto de Valparaíso compite con el de San Antonio, el de San Antonio con el de Talcahuano y el de Talcahuano con los del norte. Hay que tener una mirada central.



Y ahí sí que me gusta el Estado.



A mí me gusta un Estado con esa mirada y no dejar la cuestión entregada al mercado, para que compitan dos directorios -nombrados además por el propio Estado, por el Gobierno de turno- que carecen de visión al respecto.



Señor Presidente -y con esto termino-, espero que comencemos este proceso con optimismo. Sé que están involucrados muchos recursos. Pero no es posible cumplir ningún sueño sin dar el primer paso. Y creo que hoy lo estamos dando modestamente, sin vender humo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, hemos escuchado una serie de intervenciones, y no cabe duda de que se van a acoger estos proyectos de acuerdo que aprueban protocolos complementarios al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, con miras a avanzar en la construcción de tres pasos internacionales, principalmente del Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Transandino Central.



Los Senadores de la Región del Biobío han reclamado la plataforma portuaria que existe en la zona. Los Senadores de la Quinta Región se han referido a los puertos de San Antonio y de Valparaíso. Y también se han hecho ver los beneficios del Túnel Internacional Paso de Agua Negra para el puerto de Coquimbo, en la Cuarta Región. 



Sin lugar a dudas, son enormes esfuerzos de integración con Argentina.



Lo que resulta paradojal -y qué bueno que esté presente el Canciller, aunque me hubiera gustado ver también a los Ministros de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones- es que si Chile no avanza de manera seria y precisa en tener una infraestructura de transportes, fundamentalmente ferroviaria, este tipo de integraciones serán absolutamente insuficientes.



Dicho sea de paso, después de casi cien años de la inauguración del Ferrocarril Transandino, que fue una obra pionera de integración, con un país más rico y una economía mucho más vigorosa seguimos con un paso absolutamente precario, que está cerrado gran parte del invierno producto de las nevazones, y ya no contamos con infraestructura ferroviaria. Y continuamos prisioneros del transporte terrestre, especialmente de camiones, a lo largo de nuestro territorio.



Y el Estado de Chile, así como realiza este esfuerzo binacional en el sentido de avanzar en la construcción de un túnel de Baja Altura, debiera tener la misma dedicación para recuperar el servicio ferroviario a lo largo del país, o al menos, la trocha desde Calera hacia el sur.



Hoy tenemos absolutamente desmantelado el sistema ferroviario. No hablo del de pasajeros, que ha sido arrasado por pésimas políticas y por verdaderos delincuentes que han estado al mando de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado...

El señor PROKURICA.- ¡Arenas!
El señor DE URRESTI.- No. Era un señor de otro apellido que nos motivó a crear una Comisión Investigadora y que terminó en los tribunales.



Claramente, hemos mantenido una política ferroviaria absolutamente inadmisible. No es aceptable el tráfico de mercaderías, en especial de contenedores, hacia un gran puerto en la zona central ni, para qué decir en la Región del Biobío, sin un sistema ferroviario.



No podemos recargar hoy las carreteras con más camiones. Eso es imposible.



Cualquier país desarrollado que se plantee como plataforma logística hacia el Pacífico para la carga chilena, que ya es bastante, y con este flujo de carga internacional, necesita disponer de un sistema ferroviario eficiente.



Pero ahora vemos que no existen esos esfuerzos.



¡Hay grandes inversiones en la prolongación de las líneas del Metro en Santiago!



¡Hay grandes esfuerzos en trenes de cercanía desde la Capital a Rancagua o a ciudades aledañas! 



Sin embargo, el eje vertebral del sistema ferroviario para transportar estos volúmenes de carga no ha sido abordado.



Por ello, pienso que es importante que el Canciller pueda darnos su opinión acerca de cómo se vinculan el desarrollo y la integración internacional con la infraestructura.



¡Por favor! ¡Con el sistema ferroviario que tenemos hoy, con las vías existentes es imposible! Y ese tráfico no puede ser traspasado a las carreteras, porque estas también se encuentran completamente colapsadas.



Por último, señor Presidente, además de mi reflexión, que es importante para que Chile aborde de manera total la integración internacional y el flujo de mercaderías, me parece imprescindible seguir avanzando en lo relativo a los pasos internacionales.



Con los últimos Protocolos de integración se incluyeron más pasos fronterizos, pero también es imperativo descentralizar y contar con mayor capacidad operativa.



Me refiero principalmente a los pasos de la Región que represento, la de Los Ríos -el Hua Hum y el Carirriñe-, que necesitan mayor inversión para complementar el tránsito de mercaderías y de personas...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto más.

El señor DE URRESTI.- Termino, señor Presidente, con una mirada de país.



No vamos a desarrollar nuestros territorios si no tenemos la infraestructura adecuada.



¡Santiago no es Chile! Las inversiones deben ser distribuidas equitativamente. Tiene que haber un polo importante en la Región del Biobío, con el complejo portuario que allí existe; en la región de Valparaíso y también en los distintos complejos portuarios de la zona sur.



Eso se consigue a través de la integración del sistema ferroviario.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Edgardo Riveros.



En todo caso, señor Ministro, debo recordarle que nos encontramos en votación y, por tanto, solamente le corresponde hacer uso de la palabra para rectificar la aseveración de un señor Senador.

El señor RIVEROS (Ministro de Relaciones Exteriores subrogante).- Señor Presidente, deseo hacerme cargo de algunas afirmaciones, partiendo de la base de que solo hemos escuchado intervenciones que valoran los Protocolos en comento, lo que augura que los tres proyectos de acuerdo concitarán un amplio respaldo y una votación coincidente con aquella voluntad.



El elemento central es que dos Estados -Chile y Argentina- muestran voluntad de integración y eso lo concretan en acuerdos que llevan a cabo aspectos medulares para desarrollar dicho objetivo mediante la integración física.



Tal integración entre ambos países es fundamental para enfrentar las condiciones naturales que, además de dar belleza y desarrollo, pueden constituir un obstáculo si no se hacen las obras necesarias para fortalecerla.



Por eso, estos tres túneles -dos carreteros y uno ferroviario- dan muestra de cómo va la línea de acción trazada por Chile y Argentina.



El Gobierno toma nota de las inquietudes aquí expresadas. No obstante, no es menos cierto que, si ha habido un avance notable en el país durante los últimos veinte o veinticinco años, ha sido el infraestructural.



La realidad de las carreteras existentes en Chile, con autopistas de dimensiones kilométricas que ni habíamos soñado en épocas anteriores, nos da la posibilidad cierta de que, dada la condición longitudinal de nuestro territorio, podamos abordar este proceso de integración y concretar lo que algunos señores Senadores han puntualizado.



Por otra parte, debo señalar que estos tres Protocolos, que forman parte de una integración entre Chile y Argentina con la voluntad específica de sus Gobiernos, de sus pueblos y también de sus regiones, no quedan allí. Estamos trabajando de manera seria y consistente en las carreteras y en los corredores bioceánicos.



Los corredores bioceánicos concitan la factibilidad de un trabajo convergente entre Brasil, Paraguay, Argentina y Chile, y ojalá que en un futuro próximo, de existir posibilidades reales de integración, Bolivia se sume a este esfuerzo y pueda también avanzar en esa línea.



Pero hoy se trabaja de manera decidida con Brasil, con Paraguay, con Argentina y con nuestro país para hacer realidad los corredores bioceánicos y para que el Atlántico y el Pacífico no se den la espalda, sino que trabajen de manera convergente en pos del desarrollo de nuestras naciones.



Señoras Senadoras y señores Senadores, no me queda más que agradecer las intervenciones que hemos escuchado y el respaldo con que estos tres Protocolos cuentan, porque de esa manera damos la señal de que este tema es de Estado, respecto al cual el Ejecutivo y el Parlamento se unen de manera real y convergente en un esfuerzo cuyo único propósito es brindar desarrollo y prosperidad a nuestros países.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, solo deseo afirmar que los tres proyectos de acuerdo se ven tremendamente interesantes y parece muy difícil que alguien se oponga a ellos. Al contrario. La integración física es esencial para la relación entre nuestros países, porque permite no solo mayor comercio, mayor turismo, sino también el desarrollo de industrias, servicios y un encuentro entre pueblos que comparten fronteras tan largas como las de Chile y Argentina.



También quiero recordar, con un sentido un poco más crítico -como acá se ha planteado-, que en la Región de Antofagasta tenemos dos pasos fronterizos: Jama y Sico. El primero se halla totalmente asfaltado hasta la frontera, cosa que también ocurre por el lado argentino.



Además, en el lado chileno contamos con el trazado de la empresa FERRONOR, que llega literalmente a la frontera y que debería conectar con Belgrano Cargas para recorrer, después de ponerse de acuerdo con las trochas, prácticamente todo el noroeste argentino. Eso facilitaría el proceso de integración y el comercio con Paraguay y Brasil, eventualmente.



Sin embargo, pese a la existencia de estas rutas desde el año 2005, no se ha avanzado mucho en el comercio entre ambas partes, de manera que la sola infraestructura no garantiza procesos de integración ni los lazos comerciales que se proponen como objetivo en los tres proyectos que agrupan sendos pasos fronterizos.



Al respecto, debo destacar que las barreras fitosanitarias que afectan, por ejemplo, a la zona norte e impiden el paso de productos argentinos provenientes de una abundante zona productora, cuyos alimentos y frutas tienen un mejor precio que en Chile, constituyen un obstáculo permanente.



Por otro lado, hemos tenido dificultades con la instalación de los puntos fronterizos que se encuentran a gran altura, toda vez que no cuentan con el suficiente equipamiento para garantizar una buena atención a los pasajeros que transportan los buses, los camiones y otros vehículos particulares que se dedican al turismo o al comercio.



También enfrentan complejidades prácticas, sobre todo en determinadas épocas del año (invierno), cuando las temperaturas descienden, la nieve cae o se ven afectados por el viento blanco u otros fenómenos.



Por lo tanto, además de hacer presente que la integración física no basta si no media la real voluntad de lograr una integración económica, social y política con los vecinos, también invito a las autoridades gubernamentales a aprovechar las ventajas tecnológicas que ya tiene la infraestructura de integración física y que, sin embargo, no ha representado todas las expectativas que la población de ambos lados se ha hecho, singularmente en el caso de la Región de Antofagasta, que perfectamente podría haberse convertido en uno de los grandes corredores bioceánicos respecto de los cuales se ha hablado por lo menos por década y media pero se ha avanzado muy poco en términos efectivos.



Así que yo pediría, además, que el señor Ministro se llevara nuestra preocupación para que todas estas cosas no quedaran en promesas, y se pudiera seguir avanzando en las oportunidades que existen sin quedarnos solo en el tema de la infraestructura.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, después de haber escuchado las intervenciones de todos los colegas y del Ministro subrogante, don Edgardo Riveros, no hay discusión respecto a que existe pleno apoyo y entusiasmo para que esto pueda llevarse a cabo mediante la aprobación de los proyectos de acuerdo que nos ocupan.



Eso sí, quiero hacer presente lo que sucede con el paso Pehuenche, que es el segundo cuyo camino fue pavimentado. En él se hizo una inversión importante: casi 200 millones de dólares; tiene menos altura que Los Libertadores; se presenta como paso alternativo que va a integrar la zona sur de la provincia de Mendoza y los sectores aledaños con la Región del Maule y el resto del país.



Sin embargo, debemos ser clarísimos: si se hacen las cosas, se tienen que hacer bien.



En el caso del paso Pehuenche, pasaron dos años sin que pudiera transitarse en invierno por él, a pesar del pavimento. Las avalanchas destruyeron parte de la señalética en el último año. Recién en este Gobierno se han establecido los campamentos necesarios para su funcionamiento y se ha comprado la maquinaria para mantenerlo abierto durante el período invernal, a fin de que incluso pueda ser alternativo al paso Los Libertadores.



Se ha construido una aduana provisoria, cuyo control de policía estará en el lado argentino, de acuerdo con los Protocolos firmados.



No obstante, quiero hacer presente lo siguiente (por eso decía que esto hay que hacerlo bien).



Es un paso de doble vía; es decir, tiene una vía simple por lado, pero en todas las partes ascendentes hay una sola. Por lo tanto, un camión podría paralizar el tráfico en forma indebida.



 Entonces, hay que diseñar estos pasos con racionalidad. Deben tener una tercera vía de desplazamiento, sobre todo en las partes ascendentes, para que puedan funcionar en buena forma.



Deben establecerse los elementos necesarios para que realmente los caminos estén abiertos y se puedan intervenir rápidamente cuando vengan las nevadas. Ello, a fin de que no suceda lo que pasó con el paso Pehuenche, que habiéndose terminado de pavimentar -aún no en el lado argentino- permanecía cerrado todo el invierno y solo se podía abrir cuando llegaba el mes de diciembre porque la naturaleza deshacía la nieve, pero no debido a una acción de nuestra parte.



Entonces, me alegro mucho de la firma de estos Protocolos y ojalá que en el caso del Pehuenche, como también en los otros pasos, que son muy necesarios para la integración con Argentina y para la economía de Chile, se construya con una perspectiva que realmente cumpla los objetivos buscados y que no hagamos una inversión para el trazado de un camino que carezca de las condiciones necesarias para cumplir su finalidad: integrar físicamente los dos territorios que se pretende unir. 



Por eso quería hacer mi exposición: a fin de dejar constancia de que, en el caso del paso Pehuenche, seguiré reclamando que ese proyecto tiene que completarse sobre la base de establecer los elementos necesarios para que tenga el tráfico y la mantención correspondientes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban en general y en particular los tres proyectos de acuerdo (25 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Coloma.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, tal como lo habíamos conversado, hay algunos proyectos de acuerdo que se presentaron para efectos de ser votados sobre tabla y que dicen relación con la modernización de la Cancillería. 



Son tres proyectos de acuerdo. Si es posible, solicito que se dé lugar a su votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votar los tres?

El señor CHAHUÁN.- Votemos en primer lugar los dos primeros, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario, dé lectura, por favor, a cada uno.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Todos los proyectos de acuerdo que han llegado a la Mesa tienen las firmas reglamentarias necesarias.



En el primero se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien instruir a las autoridades competentes al objeto de que en las instancias internacionales competentes el Estado de Chile entregue su total respaldo a la iniciativa del Estado de Japón que establece oficialmente el 5 de noviembre de cada año como el “Día Mundial del Tsunami”.



En el segundo se trasmite a Su Excelencia la Presidenta de la República el mayor interés por recibir un proyecto de modernización de la Cancillería y se solicita al señor Ministro de Hacienda que dote al Ministerio de Relaciones Exteriores de los fondos requeridos para ese fin.



En el tercero se pide a Su Excelencia la Presidenta de la República y, en lo pertinente, al Presidente de la Corte Suprema la adopción de las siguientes medidas:



“1.- Solicitar el pronunciamiento de todos los organismos de la administración pública del Estado, en especial las Fuerzas Armadas y las de orden y seguridad, a fin de entregar todos los antecedentes que puedan recabar para el esclarecimiento de todas las violaciones de los DDHH.



“2.- Solicitar envío de un proyecto de ley y/o patrocinio de mociones parlamentarias, que tengan por objeto recabar las informaciones y antecedentes relatados por las víctimas a los Derechos Humanos ante la Comisión Valech, previo consentimiento expreso de ellas, a fin que se entreguen dichas informaciones a los Tribunales de Justicia.



“3.- Asegurar y promover apoyo integral de tipo social, psicológico y jurídico especializado en temas de violaciones a los Derechos Humanos a las víctimas de la dictadura que lo requieran.



“4.- Establecer una política para aplicar sanciones accesorias de tipo administrativas a integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad que hayan sido condenados por crímenes de lesa humanidad. 



“Asimismo, impedir que implicados en violaciones de derechos humanos ocupen cargos públicos o desempeñen labores en entidades del Estado o administración pública. 



“5.- En materia educacional, solicitar el diseño, ejecución y promoción de un plan nacional de educación en derechos humanos, el cual debe tener la participación de todos los actores del quehacer nacional, en especial las Fuerzas armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones.



“6.- Solicitar al Poder Judicial, dentro de lo posible, el incremento del número de Ministros con dedicación exclusiva para atender los procesos judiciales referidos a Derechos Humanos.



“7.- Solicitar envío de proyectos de ley y/o patrocinio de mociones parlamentarias que tengan por objeto reformar la justicia militar, a fin de que la Fiscalía Militar no sea competente para conocer causas de Derechos Humanos; absolver por medio de amnistía a los condenados por consejos de guerra, tribunales militares o cortes de justicia a personas acusadas de actividades contra la dictadura y en general proyectos que tengan como materia la eliminación de todo pensamiento que haga apología a la violencia y al terrorismo del Estado.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si les parece, podemos dividir las votaciones.


Para los dos primeros proyectos de acuerdo se podría hacer una votación. Y para el tercero, otra. 



Senador señor Chahuán, usted había pedido que nos pronunciáramos en primer término sobre los dos primeros y después acerca del que se acaba de leer.


Entonces, votemos los dos primeros.

El señor LARRAÍN.- Todos por separado.

El señor MOREIRA.- Por separado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En consecuencia, ¿habría acuerdo para votarlos por separado?



Acordado.

RESPALDO A JAPÓN PARA ESTABLECIMIENTO DE 5 DE NOVIEMBRE COMO “DÍA MUNDIAL DEL TSUNAMI”. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Según lo determinado recién por la Sala, nos pronunciaremos sobre tres proyectos de acuerdo.



En primer lugar, figura el presentado por los Senadores señoras Muñoz y Van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar (Véase en los Anexos, documento 16).



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.825-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 41ª, en 11 de agosto de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito que persigue el proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien instruir a las autoridades competentes al objeto de que en las instancias internacionales competentes el Estado de Chile entregue su total respaldo a la iniciativa del Estado de Japón que establece oficialmente el 5 de noviembre de cada año como el “Día Mundial del Tsunami”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación. 


Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (21 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, estamos alterando el Orden del Día porque el Senador Chahuán solicitó autorización para votar ahora los dos proyectos de acuerdo relacionados con la Cancillería.



El acuerdo de la Sala, ante tal petición, fue en ese sentido.



Por lo tanto, el tercer proyecto de acuerdo a que se aludió deberá ser tratado en el momento en que corresponda. 



Insisto: el acuerdo de la Sala del que participé era para pronunciarse solo respecto de los proyectos atinentes a la modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Además, el tercer proyecto de acuerdo que se anunció aborda una materia que claramente genera controversia entre los Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Chahuán, le pido que, por favor, aclare su petición.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la solicitud era incorporar a la tabla los proyectos de acuerdo y votarlos.



Entiendo que había dos relacionados con la Cancillería. 



Usted mencionó un tercer proyecto. No tengo inconveniente en que esos tres proyectos se puedan votar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le agradezco que haya aclarado el punto, Su Señoría.



La petición fue votar los tres proyectos de acuerdo presentados, más allá de que uno se pronuncie a favor o en contra.



Por eso le solicité al propio peticionario que precisara la cuestión.



Hagamos una cosa, para que no tengamos problema: votemos el último proyecto de acuerdo mañana, después de la Cuenta.



¿Les parece?

El señor CHAHUÁN.- Sí.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, vamos a votar todos los proyectos de acuerdo ahora.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Por qué?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Porque esa fue la solicitud que hizo el Senador señor Chahuán.



Yo, de buena fe, por fair play, le estoy dando una alternativa, consistente en que se vote mañana el tercer proyecto de acuerdo.


Si les parece, lo votamos mañana, después de la Cuenta.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, vamos a votar los tres proyectos de acuerdo ahora.

SOLICITUD A EJECUTIVO DE ENVÍO DE INICIATIVA PARA MODERNIZACIÓN DE CANCILLERÍA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Este proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señoras Muñoz y Van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Guillier, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Zaldívar (Véase en los Anexos, documento 17). 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.826-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 41ª, en 11 de agosto de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es transmitir a Su Excelencia la Presidenta de la República el mayor interés del Senado por recibir un proyecto sobre modernización de la Cancillería y solicitar al señor Ministro de Hacienda que dote a dicha Cartera de los recursos necesarios para tal efecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (20 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.
El señor LAGOS.- Agregue mi voto, por favor, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y el mío también.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Lagos y Zaldívar.

PETICIÓN DE MEDIDAS PARA ESCLARECIMIENTO DE CRÍMENES COMETIDOS DURANTE DICTADURA MILITAR Y REFORZAMIENTO DE REPARACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Este proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar (Véase en los Anexos, documento 18). 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.824-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 41ª, en 11 de agosto de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El tercer proyecto de acuerdo ya fue leído. Es de considerable extensión. ¿Quieren que se lea de nuevo?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí. No lo conozco.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así se hará.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República y al Presidente de la Corte Suprema, en lo pertinente, la adopción de diversas medidas que permitan el real y cabal esclarecimiento de todos los crímenes ocurridos durante la dictadura militar y reforzar la reparación a las víctimas de violaciones a los derechos humanos. 



Según indica la parte resolutiva del proyecto, las medidas requeridas son las siguientes:


“1.- Solicitar el pronunciamiento de todos los organismos de la administración pública del Estado, en especial las Fuerzas Armadas y las de orden y seguridad, a fin de entregar todos los antecedentes que puedan recabar para el esclarecimiento de todas las violaciones de los DDHH.



“2.- Solicitar envío de un proyecto de ley y/o patrocinio de mociones parlamentarias, que tengan por objeto recabar las informaciones y antecedentes relatados por las víctimas a los Derechos Humanos ante la Comisión Valech, previo consentimiento expreso de ellas, a fin que se entreguen dichas informaciones a los Tribunales de Justicia.



“3.- Asegurar y promover apoyo integral de tipo social, psicológico y jurídico especializado en temas de violaciones a los Derechos Humanos a las víctimas de la dictadura que lo requieran.



“4.- Establecer una política para aplicar sanciones accesorias de tipo administrativas a integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad que hayan sido condenados por crímenes de lesa humanidad. 



“Asimismo, impedir que implicados en violaciones de derechos humanos ocupen cargos públicos o desempeñen labores en entidades del Estado o administración pública. 



“5.- En materia educacional, solicitar el diseño, ejecución y promoción de un plan nacional de educación en derechos humanos, el cual debe tener la participación de todos los actores del quehacer nacional, en especial las Fuerzas armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones.



“6.- Solicitar al Poder Judicial, dentro de lo posible, el incremento del número de Ministros con dedicación exclusiva para atender los procesos judiciales referidos a Derechos Humanos.



“7.- Solicitar envío de proyectos de ley y/o patrocinio de mociones parlamentarias que tengan por objeto reformar la justicia militar, a fin de que la Fiscalía Militar no sea competente para conocer causas de Derechos Humanos; absolver por medio de amnistía a los condenados por consejos de guerra, tribunales militares o cortes de justicia a personas acusadas de actividades contra la dictadura y en general proyectos que tengan como materia la eliminación de todo pensamiento que haga apología a la violencia y al terrorismo del Estado.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos a favor y 7 en contra). 


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Navarro, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.  



Votaron por la negativa la señora Van Rysselberghe y los señores Coloma, García, García-Huidobro, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.
ESTABLECIMIENTO DE TRAMITACIÓN DIGITAL DE PROCEDIMIENTOS JUDICIALES
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.514-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín):


En primer trámite, sesión 40ª, en 19 de agosto de 2014.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 84ª, en 13 de enero de 2015.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015.



Discusión:



Sesión 94ª, en 3 de marzo de 2015 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La idea de legislar fue aprobada en sesión de 3 de marzo de este año.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objetos de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acogidas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o se pida votación separada.



De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los párrafos primero, segundo y cuarto de la letra c) del artículo 2º, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, deben ser aprobadas con 18 votos favorables, por ser normas de quórum calificado.



Por su parte, la modificación referida al párrafo tercero del mismo literal c) fue acordada por mayoría, y se pondrá en discusión y votación oportunamente.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que transcribe, en la tercera columna, las enmiendas introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, en la cuarta, el texto que quedaría si estas se aprobaran.



De consiguiente, en este proyecto corresponde hacer dos votaciones: la relativa a todas las modificaciones unánimes, entre las cuales están las normas de quórum, y la referente a la disposición que fue acordada por mayoría.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti, Presidente de la Comisión de Constitución.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, esta iniciativa, como se recordará, se originó en una moción de los cinco integrantes del órgano técnico mencionado, Senadores señores Araya, Espina, Larraín, Harboe y quien habla.



Su objetivo central es modernizar nuestro ordenamiento procesal civil implementando la tramitación digital en todos los procedimientos judiciales.


Esta propuesta se basó en la progresiva tendencia que se observa en el mundo en cuanto a la digitalización de los sistemas judiciales, que deja atrás el registro físico en papel, pasando a un medio computacional que asegura la fidelidad, preservación, reproducción y total integridad de los correspondientes procesos.



A la vez, el nuevo sistema otorga a la ciudadanía una mayor facilidad para acceder a la justicia, lo que favorece una reducción de costos tanto para el Poder Judicial como para las partes y la aplicación de un mejorado sistema de notificaciones.


Para dicho Poder del Estado este asunto no es nuevo, puesto que a la fecha ha dictado un conjunto de auto acordados relativos a la tramitación digital y cuenta con todas las herramientas tecnológicas necesarias para ponerla en práctica. 



Solo faltaba, en consecuencia, una iniciativa legal que le diera validez.


El texto despachado por la Comisión, después de haber realizado la discusión en particular, viene a complementar el proyecto aprobado en general, pues a las modificaciones procedimentales que sus dos artículos permanentes introducían a los Códigos de Procedimiento Civil y Orgánico de Tribunales, agregó un ARTÍCULO PRIMERO permanente, nuevo, que contempla una Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales. 


Dicha normativa fijará aspectos generales, tales como el ámbito de aplicación del nuevo sistema; el respaldo y la conservación de las resoluciones y actuaciones; la firma electrónica; el patrocinio y poder electrónicos; las formas de notificación; los exhortos, entre otros puntos.


Igualmente, se determinan los principios a los que se sujetará la tramitación digital, uno de los cuales es el de publicidad, asunto que dio lugar a un extenso debate, por cuanto la Comisión procuró alcanzar el debido equilibrio entre dicho principio y las reglas aplicables en materia de protección de los datos que tienen el carácter de personales y sensibles.


En definitiva, la redacción acordada dispone que se entenderá que, en virtud del señalado principio, los actos de los tribunales son públicos y, en consecuencia, los sistemas informáticos que se utilicen para el registro de los procedimientos judiciales garantizarán el pleno acceso de todas las personas a la carpeta electrónica en condiciones de igualdad, salvo las excepciones que la propia ley establezca. 


No obstante, se precisó que las demandas, las presentaciones relativas a medidas cautelares y otras materias cuya eficacia requiera reserva serán accesibles únicamente al solicitante, mientras no se haya notificado la resolución recaída en cada una de ellas.


 Asimismo, se prohíbe el tratamiento masivo de los datos personales contenidos en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial, sin autorización previa, y se dispone que las infracciones a lo anterior serán sancionadas conforme a la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


A la vez, se faculta a la Corte Suprema para que regule mediante un auto acordado la búsqueda de causas en el sistema de tramitación electrónica del Poder Judicial.


Enseguida, como se ha dicho, los otros dos artículos permanentes del proyecto introducen los ajustes técnicos que los dos Códigos ya señalados requieren para implementar adecuadamente el sistema de tramitación digital.



Finalmente, se incorporan tres disposiciones transitorias, que regulan la entrada en vigor de esta futura ley.



El referido proceso se desarrollará en forma gradual. Se fija un plazo de seis meses en el caso de los tribunales de los territorios jurisdiccionales de determinadas Cortes de Apelaciones, y de un año en los demás casos, que corresponden a las áreas del territorio en que existe una mayor recarga de trabajo. 


Se precisa, eso sí, que dicho sistema se aplicará a las causas que se inicien con posterioridad a su entrada en vigencia.


Debo señalar, señor Presidente, que durante toda esta tramitación contamos con la colaboración directa y permanente de la Cartera de Justicia, a través de la Ministra Javiera Blanco, y de la Excelentísima Corte Suprema, la cual evacuó los informes escritos que se le solicitaron sobre distintos puntos. Esta última institución estuvo representada en nuestras sesiones por su Presidente, por el Ministro Milton Juica y por profesionales de la Dirección de Estudios y del Departamento de Informática. 


Ello nos permitió analizar con minuciosidad cada uno de los ajustes que el proyecto propone y disponer de todos los elementos de juicio que fuimos necesitando para adoptar los respectivos acuerdos.


También cabe hacer notar que, salvo el caso de uno de los párrafos de la norma que consagra el ya explicado principio de publicidad, que fue aprobado con la abstención del Senador señor Espina, todas las demás disposiciones contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión.


Pensamos que la discusión en particular posibilitó perfeccionar significativamente la iniciativa en el órgano técnico, por lo que esperamos que la Sala dé su aprobación a las enmiendas que estamos proponiendo en nuestro segundo informe.


Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, vamos a proceder a votar -la señora Ministra también lo ha sugerido- las enmiendas acordadas por unanimidad en la Comisión, algunas de las cuales requieren quórum especial de aprobación.

El señor LARRAÍN.- Votemos todo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es que hay una modificación aprobada por mayoría, y esta será votada en un segundo momento, salvo que todos se pronuncien a favor. Pero no sé si existe tal voluntad.

El señor DE URRESTI.- ¡Sí!

El señor LARRAÍN.- Hagamos una sola votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Hay acuerdo para proceder en tal sentido?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor ARAYA.- De acuerdo.



--Así se acuerda.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación todas las enmiendas unánimes y la modificación aprobada por mayoría.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, tal como lo hicimos presente en la discusión de la idea de legislar, el proyecto surge de diversas conversaciones que hubo entre los miembros de la Comisión de Constitución y el Presidente de la Corte Suprema sobre la necesidad de perfeccionar los procedimientos civiles, al menos en lo que dice relación con su forma de tramitación.


En ese sentido, la iniciativa surge como una propuesta de dicho órgano técnico para modernizar el sistema de justicia civil, frente a la paralización que, por distintos motivos, ha sufrido el proyecto que establece el nuevo Código Procesal Civil.


Cabe destacar que durante la discusión en particular escuchamos  en la Comisión a diversos actores involucrados en el sistema de administración de justicia -entre otros, a los representantes de la Asociación Nacional de Receptores Judiciales-, a fin de perfeccionar el modelo actual como una antesala a la modificación procesal civil. 


En esa materia la Corte Suprema ha sido un gran colaborador para asegurar la factibilidad técnica y operacional de esta futura ley, considerando la cantidad significativa de ajustes que deberán hacerse. Por lo mismo, en la Comisión se contó con el apoyo del equipo informático del Máximo Tribunal.



Si bien la iniciativa en su origen surgió como una mera modificación al Código de Procedimiento Civil, durante su tramitación presentamos una indicación sustitutiva para establecer la Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales, además de introducir las enmiendas respectivas a los Códigos de Procedimiento Civil y Orgánico de Tribunales.


De esta forma se asegura un mayor grado de precisión técnica y se regula de manera más acabada ciertos aspectos de aplicación general, dejando los elementos más específicos vinculados al soporte tecnológico concreto a la regulación que deberá efectuar la Corte Suprema mediante un auto acordado. 



Tal decisión se tomó con el objeto de fijar un marco para que el Máximo Tribunal pudiera actualizar sus softwares y el soporte técnico necesario sin la necesidad de modificaciones legales.



Un tema importante y bastante discutido en la Comisión fue el que dice relación con la privacidad de los datos personales, sobre todo en lo relativo a la publicación de las sentencias y al llamado “Dicom judicial”. Esto, a raíz del principio de publicidad contenido en el proyecto, y que es la regla general en materia de actuación de nuestros tribunales de justicia.



Hay que destacar que en la actualidad ya muchos de los procedimientos se han digitalizado, tanto en el derecho comparado como en nuestro sistema, lo que ha llevado a la Corte Suprema a dictar diversos autos acordados sobre esta materia.



Por lo tanto, la reforma que hoy proponemos aprobar a la Sala del Senado no corresponde a una medida que se vaya a aplicar de golpe, sino que ha venido acompañada de un proceso de acostumbramiento por parte de los distintos entes involucrados en el sistema de administración de justicia desde hace bastante tiempo.



Prueba de ello es que algunos tribunales civiles tienen hoy día planes piloto de tramitación digital cuyo soporte legal son los autos acordados que ha dictado la Corte Suprema. Y la iniciativa en análisis viene a recoger los distintos criterios que se fijaron en ellos.



Por todo lo expuesto, hago un llamado a la Sala para aprobar en particular el proyecto, a fin de abaratar los costos de litigación; mejorar el acceso a los expedientes, tanto para los abogados como para las partes; permitir dar mayor celeridad a las actuaciones y, de paso, contribuir a una mayor sustentabilidad medioambiental.



En síntesis, queremos mejorar y actualizar nuestra legislación procesal civil a los efectos de homologarla a estándares más modernos, lo que sirve de antesala para la ansiada reforma procesal civil.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, ¡la brevedad es la mejor arma de la persuasión...!



La señora Ministra nos ha convencido de que hay que votar que sí en el caso del proyecto que nos ocupa.

El señor PROKURICA.- ¡Insuperable...!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Queda clara su aproximación al tema...!



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- ¡En el caso precedente, considero que es la belleza, y no la brevedad, la mejor arma de la persuasión...!

El señor MOREIRA.- Y la inteligencia.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como se ha dicho, la reforma en análisis busca poner término a esos viejos expedientes físicos, a esos mamotretos que se cosían con hilo y aguja y que uno, cuando era procurador, veía con espanto.



Para algunos, ello fue suficientemente convincente como para ahuyentarnos de ejercer la profesión por lo menos en ese ámbito.



En verdad, ese elemento simbólico hace de eje de la presente propuesta, que busca finalmente instalar el expediente digital, el cual hará la diferencia sustancial con lo que ha sido hasta hoy día la tramitación judicial.



De hecho, ya los tribunales lo han ido implementando gradualmente en todas sus actuaciones en el ámbito procesal civil.



Creo que con la reforma que hemos presentado -liderada por el Senador Araya- se logra resolver debidamente la materia que nos ocupa.



Hemos recibido muchas observaciones del Ejecutivo, y también de los tribunales, lo que nos permite pensar que la iniciativa será la coronación de un proceso muy importante y el inicio de una nueva etapa en el ámbito judicial.



El expediente digital asegura fidelidad, ayuda a la preservación, beneficia la reproducción y, por lo tanto, permite el intercambio entre las partes con una mayor facilidad a como lo hacía antes el expediente físico.



Es también un sistema conciliable con el Sistema Integrado de Información Judicial, lo que permite la interacción de todos los servicios vinculados con los procesos judiciales, no solo los pertenecientes al Poder Judicial. También participan instituciones como el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública, Gendarmería, SENAME, Carabineros, Policía de Investigaciones, etcétera.



Al final, una apertura de los procesos de tal naturaleza permitirá el mejor acceso a la justicia; producirá el abaratamiento de costos; evitará la pérdida y el deterioro de los expedientes físicos, entre otros aspectos. 



El proyecto en análisis, con buen criterio, se hace cargo de una realidad: el formato electrónico es más seguro, menos costoso de conservar, menos propenso a sufrir alteraciones y modificaciones, y ya se ha abierto camino entre los operadores del derecho en los tribunales de justicia, entre los cuales hoy existe ya una cultura de consulta de actuaciones y resoluciones judiciales que explica que la iniciativa en estudio solo pueda tener éxito.



Pienso que el paso que se está dando es muy relevante. La adopción con naturalidad de los avances tecnológicos, de Internet y de otras formas expeditas de comunicación hace posible que con la iniciativa en examen nuestros procesos judiciales se actualicen de manera bastante contundente.



Nos parece muy valiosa la forma como la Corte Suprema acogió este proceso: participó activamente en su deliberación, y junto con la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de los receptores, que son los grandes usuarios del sistema, el proyecto fue asumiendo cada vez una mejor fisonomía y abriéndose un camino más satisfactorio.



Por las consideraciones expuestas, señor Presidente, apoyamos muy decididamente la iniciativa que nos ocupa, y esperamos que cuente con la unanimidad de la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, primero que nada, felicito a los autores de este proyecto de ley: Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Hernán Larraín, porque uno de los temas que nadie ha mencionado es que mediante el mecanismo propuesto, que, en todo caso, ya existe en otras áreas del Poder Judicial, se acerca el sistema judicial a la gente.



Lo digo porque en Chile todavía tenemos mucha ruralidad y aún bastantes diligencias deben hacerse en la Corte de Apelaciones respectiva. Por lo tanto, las notificaciones por el estado diario o por otras vías a veces obligan a un litigante a contar con un abogado en el tribunal y otro en la Corte de Apelaciones pertinente, que se asientan en las ciudades cabeceras de regiones.



Pero, además de eso, durante las últimas décadas países como Brasil, Costa Rica, Hungría, Paraguay, Portugal y Suiza han introducido avances significativos en el ámbito que nos ocupa para elevar los niveles de acceso a la justicia y mejorar los índices de calidad y celeridad en la solución de los conflictos de relevancia jurídica.



Al mismo tiempo, durante los últimos 15 años el Poder Judicial de nuestro país ha modernizado todas sus plataformas y servicios, encontrándose hoy a la vanguardia entre los diferentes poderes judiciales de Iberoamérica y también entre los organismos públicos nacionales, en materia de acceso y disponibilidad de la información.



En tal sentido, señor Presidente, hoy día existen una serie de herramientas de tramitación electrónica que el Poder Judicial ya utiliza. Por ejemplo: el expediente electrónico; los sistemas de grabación de audiencias orales; las plantillas de resoluciones y formularios inteligentes; la firma electrónica avanzada; el sistema de ingreso de demandas y escritos vía web, y la interoperabilidad.



A mi juicio, el proyecto en análisis cumple con el objetivo que se persigue al establecer un nuevo sistema de tramitación digital de los procedimientos judiciales para un área donde no existía.



Para tales efectos, el texto despachado en el segundo informe agrega, a las enmiendas que el Senado aprobara en general a los Códigos de Procedimiento Civil y Orgánico de Tribunales, un ARTÍCULO PRIMERO, nuevo, que consagra una Ley General sobre Tramitación Electrónica de los Procedimientos Judiciales, y contempla también tres disposiciones transitorias para establecer una fórmula gradual de entrada en vigencia del nuevo sistema. Esto último, como una forma de aprender también de los errores que hemos cometido en otras materias. La gradualidad, como se ha dicho, forma parte de la implementación de un sistema que resulte mejor.



Señor Presidente, el proyecto busca sustituir el soporte en el que se sustenta y registra el procedimiento judicial sin alterar ninguna de las actuaciones que son propias de la tramitación civil. Es decir, no viene a modificar o sustituir el procedimiento, sino únicamente el soporte en que se sustenta y registra, el que será ahora digital.



En tal sentido, creo que la digitalización del sistema contenida en la iniciativa termina por sumar definitivamente a nuestra justicia al cambio tecnológico.



Además de lo anterior, siento que se le ahorra tiempo al usuario, haciendo más ágiles, más cercanos y más transparentes los procesos judiciales para la ciudadanía, al desmaterializar el expediente físico y sustituirlo por una carpeta electrónica conformada por todos los actos del proceso.



Considero que damos un paso muy importante en materia de justicia. Y por eso aprovecho de felicitar a los autores del proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Nos sumamos a las felicitaciones al Senador señor Araya y a todos los autores de la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, esta es una buena noticia para el Poder Judicial. Así lo señaló el Presidente de la Corte Suprema, don Sergio Muñoz, quien concurrió a la Comisión de Constitución: modernización.



Pero el Ministro Sergio Muñoz hace cuatro observaciones que hay que tener presentes, porque yo creo que este es el inicio de un proceso de modernización.



Así, él señala que es necesario aprovechar este proceso para lo siguiente.



En primer lugar, permitir la conformación del patrocinio y poder por medios electrónicos y sin comprometer la fidelidad en la identidad de los comparecientes.



En segundo término, reconocer una notificación más expedita por medios electrónicos.



En tercer lugar, asegurar un registro más fidedigno de las actuaciones de los receptores a través de fotografías georreferenciadas.



Y en cuarto término, posibilitar una comunicación electrónica más expedita con otros tribunales e instituciones públicas, sin perjuicio del uso de otros medios de comunicación idóneos y eficaces en caso de faltar los sistemas tecnológicos en algunos de los tribunales o instituciones involucrados.



Este proceso, que es brutal, será aplicado siguiendo un término que está muy de moda: de forma “gradual”. Y eso me parece adecuado, porque esta medida significará un impacto en los funcionarios del Poder Judicial. Imagino que se destinarán los recursos suficientes para que reciban una capacitación apropiada, en un proceso progresivo de adopción de este mecanismo digital.



Según señaló el Presidente del Máximo Tribunal, el uso de la firma electrónica avanzada por parte del juez hará innecesaria la autorización o firma de un ministro de fe, lo que significará liberar al secretario del tribunal de buena parte de su carga de trabajo.



Don Álvaro Flores, Presidente de la Asociación Nacional de Magistrados, manifestó algo que también hay que tener presente: el diagnóstico respecto de esta iniciativa es positivo -la mayoría de los Senadores concordamos en ello-, pues importa solo ventajas para la tramitación judicial. Y añade que la única aprensión que podría plantearse es que será la primera vez que se aplique masivamente un procedimiento tecnológico a juicios “no reformados”, los que están a una distancia sideral de los que han sido “reformados”. Y esa es una materia por considerar.



Del mismo modo, el nuevo sistema permitirá ahorro de tiempo. Lo señala claramente el informe. Por ejemplo, una demanda ingresa a distribución en la Corte de Apelaciones respectiva y demora dos a tres días en llegar al tribunal. A dicho tercer día debe agregarse un día más de trabajo administrativo interno. A lo anterior tienen que adicionarse tres días para que los abogados concurran a autorizar los poderes. Posteriormente, la resolución que se dicta ha de ser firmada por el secretario, coserse al expediente -este es un término que quedará fuera definitivamente- y pasar al mesón.



El proceso completo puede extenderse entre siete y diez días. La tramitación digital lo reducirá a la mitad del tiempo.



Señor Presidente, voy a votar a favor.



Por último, quiero hacer una observación.



Este será un proceso revolucionario en el Poder Judicial. Y así como hoy uno de los principales problemas de estos gruesos cartapacios de expedientes es su pérdida, se requerirá una política muy importante en materia de seguridad digital, cibernética. Tal como hoy se pierden los expedientes o en algunos tribunales se quemaban, deberemos estar pendientes de los hackers y de los virus. Esta información tan importante -y puede haber casos muy muy relevantes- tendrá que ser protegida de los ataques de los hackers y de los virus que puedan borrarla.



En definitiva, la nueva tecnología trae también nuevos desafíos. Así como los tribunales salvaguardan los expedientes bajo siete llaves, aquí se precisará una política de seguridad digital muy importante.



Yo espero que el Poder Judicial la pueda desarrollar, toda vez que el propio Poder Legislativo no lo ha logrado.



Hace unos años traje a los campeones mundiales de hackers desde Suecia: en dos minutos habían entrado en nuestro sistema. Incluso fueron a la PDI.



O sea, la vulnerabilidad de los sistemas informáticos del Congreso Nacional está abierta. Tenemos escasa seguridad digital. Así se lo hemos planteado al Senado y a la Cámara de Diputados reiteradas veces respecto de la información sensible, de los correos electrónicos de los parlamentarios.



Por lo tanto, le hago presente a la Ministra de Justicia que espero que el Poder Judicial cuente con los recursos, porque hay que capacitar a los funcionarios, darles un tiempo de adaptación. Esto puede ser incluso un poquito traumático, aun cuando sea un proceso progresivo. Y se deben tomar todas las prevenciones en materia de defensa y seguridad digital, porque se podrá acceder desde cualquier lugar del mundo. No solo hay que protegerlo de aquellos que antes se llevaban los expedientes del tribunal. Contaremos con un sistema interconectado que deberá ser protegido de ataques cibernéticos procedentes de cualquier parte del mundo.



Voto a favor, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (24 votos a favor), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Nos sumamos a las felicitaciones y al homenaje de los Senadores señores Moreira y Larraín a la señora Ministra. Ellos fueron muy explícitos en las razones, así que no es necesario que yo siga entrando en detalle. Muchas felicitaciones, señora Ministra.



Por haberse cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, requiriéndole información sobre RECURSOS INVERTIDOS ENTRE 2014 Y 2015 EN CONTRATACIÓN DE CAMIONES ALJIBES PARA ABASTECIMIENTO DE AGUA EN LOCALIDADES DE REGIONES DEL BIOBÍO, DE LA ARAUCANÍA, DE LOS RÍOS Y DE LOS LAGOS AFECTADAS POR SEQUÍA.



A la señora Ministra de Salud, para que remita antecedentes con respecto a TASAS NACIONAL Y REGIONAL DE NIÑOS NACIDOS VIVOS ANTES DE 37 SEMANAS DE GESTACIÓN.



Al señor Ministro de Energía, pidiéndole información concerniente a PROYECTO “PROMOVIENDO EL DESARROLLO DE LA ENERGÍA A BIOGÁS EN PEQUEÑAS Y MEDIANAS AGROINDUSTRIAS SELECCIONADAS”, EN SECTOR LECHERO DE REGIONES DE LOS RÍOS Y DE LOS LAGOS.



A los señores Director Nacional de Vialidad y Presidente de EFE, solicitándoles antecedentes acerca de MEDIDAS TENDIENTES A SUBSANAR PROBLEMAS DE PASO BAJO NIVEL FERROVIARIO EN SECTOR RAPACO, COMUNA DE LA UNIÓN.



Al señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal, pidiéndole información relativa a RESULTADOS DE CONSULTA INDÍGENA DE 2012, ESPECIALMENTE EN COMUNIDADES DE REGIONES DEL BIOBÍO, DE LA ARAUCANÍA, DE LOS RÍOS Y DE LOS LAGOS, CON RESPECTO A PRÓRROGA DE DECRETO LEY N° 701.



Al señor Intendente Regional de Los Ríos, solicitándole antecedentes frente a PREOCUPACIÓN DE PESCADORES ARTESANALES POR INGRESO DE PROYECTO DE CULTIVO DE SALMÓNIDOS A SERVICIO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.



Al señor Superintendente de Salud, pidiéndole información relativa a FISCALIZACIÓN A CLÍNICAS PRIVADAS Y REGULACIÓN DE SUS ARANCELES.


Y al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, requiriéndole antecedentes acerca de CONVENIOS SUSCRITOS ENTRE ASOCIACIÓN CHILENA DE MUNICIPALIDADES Y SOCIEDAD CHILENA DEL DERECHO DE AUTOR.



Del señor GARCÍA:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Agricultura de La Araucanía, exponiéndole IMPERIOSA NECESIDAD DE ASFALTADO DE RUTA GORBEA-LOS GALPONES.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Educación, haciéndole planteamientos en materia de CAMBIO DE NIVELES DE EDUCACIÓN BÁSICA REGULAR; de CENTROS DE FORMACIÓN TÉCNICA REGIONALES; de PROGRAMAS EN ENERGÍAS RENOVABLES NO CONVENCIONALES, y de EDUCACIÓN SUPERIOR EN REGIÓN DE AISÉN.


Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Educación, pidiéndole informar sobre ÍNDICES DE COMPRENSIÓN LECTORA EN NIÑOS, PLANES Y PROGRAMAS DE FOMENTO LECTOR EN APLICACIÓN, Y RECURSOS INVERTIDOS AL RESPECTO.



A la señora Ministra de Salud, para que remita antecedentes relativos a PROGRAMAS DE PREVENCIÓN DE ZOONOSIS VIGENTES PARA REGIÓN DEL BIOBÍO.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole enviar copia de CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE EFE Y EMPRESA PORTUARIA TALCAHUANO-SAN VICENTE y consultándole por NÚMERO TOTAL DE TELÉFONOS FIJOS Y CELULARES OPERATIVOS EN CHILE y por PORCENTAJES DE PREPAGO Y PLAN, SEGMENTADO EN PERSONAS NATURALES Y JURÍDICAS.



Al señor Ministro de Energía, para que informe respecto de MONTO TOTAL DE APORTE ESTATAL A ENAP Y PLAN DETALLADO DE CAPITALIZACIÓN DE ESTA EMPRESA.



A la señora Contralora General de la República (s), pidiéndole remitir RESOLUCIÓN APROBATORIA DE ARRIENDO DE ESTADIO ATLÉTICO MILITAR DE CONCEPCIÓN POR PARTE DE EJÉRCITO DE CHILE A UNIVERSIDAD DEL DESARROLLO.



Al Ministro de la Corte Suprema señor Lamberto Cisternas, preguntándole, a propósito de dichos que vertió en diario El Sur, sobre EJES PRINCIPALES DE REFORMA A CÓDIGO PENAL Y RAZONES DE ENMIENDAS.



Al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, consultándole acerca de MOTIVOS DE AUDITORÍAS A INTERTEK CALEB BRETT CHILE S.A. Y RESOLUCIONES PERTINENTES.



Al señor Director del Servicio Nacional del Consumidor, inquiriéndole en cuanto a PRESENCIA COMUNAL DEL SERNAC, DENUNCIAS EN ÚLTIMOS DIEZ AÑOS Y NÚMERO DE SANCIONES EN IGUAL PERÍODO.



Al señor Director del Instituto de Salud Pública, solicitándole informe sobre PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA DE ISP PARA 2015-2018, OBJETIVOS CUMPLIDOS Y POR CUMPLIR Y REGISTROS E INSPECCIONES A PRODUCTOS IMPORTADOS CADA AÑO.



Al señor Intendente de la Octava Región, formulándole interrogantes sobre METODOLOGÍAS PARA ESTRATEGIA DE DESARROLLO EN DISCUSIÓN EN CONSEJO DEL BIOBÍO Y GRADO DE PARTICIPACIÓN COMUNITARIA EN SU ELABORACIÓN.



Al señor Alcalde de Concepción, solicitándole INFORMACIÓN EN MATERIA DE BASUREROS DE CALZADA EN LA REFERIDA COMUNA.



A los municipios de la Región del Biobío, requiriéndoles ANTECEDENTES COMPLETOS ACERCA DE LICITACIONES DE SERVICIOS DE ASEO Y ORNATO EN SUS COMUNAS.



Al señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, solicitándole ESTADÍSTICA DESCRIPTIVA SOBRE PESCA ILEGAL EN CHILE EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS E INFORMACIÓN ACERCA DE MEDIDAS PARA SU COMBATE.



Al señor Director del Servicio de Evaluación Ambiental de la Quinta Región, pidiéndole remitir EVALUACIÓN DE ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTO “CENTRO DE MANEJO AMBIENTAL CARTAGENA SUSTENTABLE”.


De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, a fin de exponer SITUACIÓN DE SEÑORA FANNY SAN MARTÍN ÁLVAREZ.



A la señora Ministra de Educación, para consultar FECHA DE DICTACIÓN DE REGLAMENTOS DE ADMISIÓN Y DE FINES EDUCATIVOS DE ARTÍCULO 3°, NUEVO, DE DFL 2, DE 1988.



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole CONSTRUCCIÓN DE MIRADORES EN MEJORAMIENTO DE RUTA 203-201 CH SECTOR PANGUIPULLI-COÑARIPE II y solicitándole antecedentes de PROYECTO DE ASFALTADO DE CAMINO ITROPULLI-SAN PEDRO, REGIÓN DE LOS RÍOS.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que se informe con relación a RECHAZO DE POSTULACIONES DE COMITÉ DE VIVIENDA MI CASA, LOCALIDAD DE IGNAO, COMUNA DE LAGO RANCO.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:35.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
1
OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS MEDIANTE EL CUAL REMITE NÓMINA DE  SEÑORES DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE SE FORMARÁ RESPECTO DEL PROYECTO DE LEY QUE ADAPTA NORMAS LABORALES AL ÁMBITO DEL TURISMO

(8.770-23)

Oficio Nº 12.027 

VALPARAÍSO, 5 de agosto de 2015

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha rechazado las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que adapta normas laborales al ámbito del turismo, correspondiente al boletín N°8770-23. 

 En razón de lo anterior, acordó que los Diputados que se indican a continuación concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- don Osvaldo Andrade Lara.

- don José Manuel Edwards Silva.

- don Patricio Melero Abaroa.

- don René Saffirio Espinoza.

- don Joaquín Tuma Zedán. 

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº155/SEC/15, de 7 de julio de 2015. 
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2
PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.422, ESTABLECIENDO QUE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR DEBEN CONTAR CON UN SISTEMA DE ADMISIÓN, PERMANENCIA Y PROGRESO, PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(8.742-31)


Oficio Nº 12.030


VALPARAÍSO, 5 de agosto de 2015


Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°20.422, estableciendo que las instituciones de educación superior deben contar con un sistema de admisión, permanencia y progreso, para personas con discapacidad, correspondiente al boletín N°8742-31, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 39 de la ley N°20.422, sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, por el siguiente:
“Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de ingreso, permanencia, progreso y egreso para las personas en situación de discapacidad, para lo cual proveerán los servicios de apoyo necesarios y los ajustes razonables, incluyendo la debida habilitación de su cuerpo académico y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza con el objeto de que las personas en situación de discapacidad puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales en conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3
PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PUBLICIDAD DE LOS ALIMENTOS

(8.026-11)


Oficio Nº 12.030


VALPARAÍSO, 5 de agosto de 2015


Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°20.422, estableciendo que las instituciones de educación superior deben contar con un sistema de admisión, permanencia y progreso, para personas con discapacidad, correspondiente al boletín N°8742-31, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 39 de la ley N°20.422, sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, por el siguiente:
“Las instituciones de educación superior dispondrán de un sistema especial de ingreso, permanencia, progreso y egreso para las personas en situación de discapacidad, para lo cual proveerán los servicios de apoyo necesarios y los ajustes razonables, incluyendo la debida habilitación de su cuerpo académico y adaptarán los materiales de estudio y medios de enseñanza con el objeto de que las personas en situación de discapacidad puedan cursar las diferentes carreras técnicas o profesionales en conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA UNIÓN EUROPEA QUE CREA UN MARCO PARA LA PARTICIPACIÓN DE LA REPÚBLICA DE CHILE EN LAS OPERACIONES DE GESTIÓN DE CRISIS DE LA UNIÓN EUROPEA, SUSCRITO EN BRUSELAS, BÉLGICA, 
EL 30 DE ENERO DE 2014

(9.967-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 4 de marzo de 2015.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de junio de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Ministro, señor Heraldo Muñoz; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el encargado de Organismos Económicos Internacionales de la Dirección de Política Multilateral, señor Antonio Bayas; el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Julio Bravo, y el Asesor del Ministro, señor Hassan Zeran.





También concurrió en representación del Ministerio de Defensa Nacional: el Especialista en Tratados y Acuerdos Internacionales de la Subsecretaría de Defensa, señor Valentín Segura.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM





Hacemos presente que, en opinión de la Comisión, el artículo 4 del Convenio, debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República, ya que establece la obligación de garantizar la protección de la información que reciba un Estado contratante.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




d) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




2.- Mensaje de S.E. la Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que la Unión Europea y Chile mantienen una excelente y profunda relación bilateral que se remonta a 1967, cuando se instaló en Santiago la primera Delegación de la Comisión Europea en América Latina.





Expresa que el Acuerdo de Asociación entre la Comunidad Europea, y sus Estados miembros, y la República de Chile, suscrito el 18 de noviembre de 2002, vino a establecer nuevos objetivos e intenciones de las Partes, que incorporaron otros aspectos políticos, económicos, financieros y de cooperación, en una amplia gama de materias, con objetivos y mecanismos para asegurar el cumplimiento de los compromisos.





El Mensaje indica que, en septiembre de 2002, Chile y la Unión Europea firmaron un Acuerdo de Cooperación en Ciencia y Tecnología y, en junio de 2005, la Unión Europea adoptó un Acuerdo Horizontal con Chile en materia de transporte aéreo.





Agrega que, igualmente, nuestro país actualmente participa con un contingente nacional (Ejército) en la Fuerza Europea (EUFOR), como parte de la denominada “Operación Althea”, en Bosnia y Herzegovina. Precisa que EUFOR es la sucesora legal de la Fuerza de Estabilización de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (SFOR), que operó hasta el año 2005, fecha en que traspasó su responsabilidad a la Unión Europea, organismo que la mantiene hasta la fecha.





Cabe destacar que el nombramiento del personal civil que participará en una determinada operación civil de gestión de crisis, se rige por la Ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo. Asimismo, nuestro país deberá nombrar una autoridad de contacto que represente al personal nacional en la misión.





En lo relativo a las operaciones militares de gestión de crisis, al igual que en el caso de las operaciones civiles, nuestro país deberá considerar que la comisión de servicios se pueda extender en el tiempo. Del mismo modo, tendrá la obligación de velar porque sus fuerzas y personal militar desempeñen su misión en el marco del correspondiente Plan de Operación, teniendo presente únicamente los intereses de la operación.





Debe destacarse que nuestro país mantendrá, en toda circunstancia, el derecho soberano de retirarse de la operación cuando así lo estime pertinente, en conformidad con los objetivos de su política exterior y de defensa, así como de sus intereses comprometidos en la misión.





Por último, el Ejecutivo destaca que, en este contexto, teniendo presente la experiencia de nuestro país como participante en múltiples operaciones de paz, y la densidad de los instrumentos bilaterales que califican a Chile como un importante socio de la Unión Europea, ésta propuso la firma del Acuerdo Marco para la participación de Chile en sus operaciones de gestión de crisis.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 2 de abril de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 21 de abril de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 18 de junio de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 91 votos a favor y 2 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- El instrumento internacional consta de un Preámbulo y 16 artículos, que se reseñan a continuación.





En el Preámbulo, se señalan los propósitos que animaron a las Partes a suscribir el Acuerdo.





El artículo 1 trata las decisiones relativas a la participación. Señala que una vez que la Unión Europea haya adoptado la decisión de invitar a Chile a participar en una operación de gestión de crisis, junto con la invitación, enviará la información pertinente sobre los costos comunes de la operación y el estatuto de la misión o de las fuerzas, si correspondiere, con el objeto de ayudar a nuestro país a formular la oferta.





Si Chile decide participar, deberá informar a la Unión Europea sobre la contribución que propone aportar, la cual será evaluada por la misma en consulta con nuestro país. La decisión final de la Unión Europea será comunicada a Chile por escrito, por la vía diplomática.





Luego, el artículo 2 señala que nuestro país se asociará a la decisión por la que el Consejo de la Unión Europea acuerde realizar una operación de gestión de crisis, y a cualquier otra que prorrogue una operación en la que nuestro país participe. Sin embargo, lo anterior no obsta que Chile retire su participación en conformidad con los objetivos de su política exterior y de defensa, así como de sus intereses, entre los que se cuenta su visión respecto de las necesidades de una determinada operación.





El artículo 3 regula el Estatuto del personal y de las fuerzas. Al respecto, indica que el personal chileno, tanto civil como militar, estará siempre bajo la jurisdicción de Chile. Por ello, nuestro país tiene la obligación de responder a toda reclamación relacionada con la participación en la respetiva operación, que afecte a un miembro de su personal civil o militar.





Sin perjuicio de ello, este personal se regirá por los acuerdos que sobre el particular se hayan celebrado entre la Unión Europea y él o los Estados en que se realice la operación; o por los acuerdos suscritos por la misión de la cual formará parte. Igualmente, en el caso del personal adscrito a los cuarteles generales o que se desempeñen fuera de los Estados en que se efectúa la misión, este se regirá por arreglos suscritos entre los respectivos elementos de mando y nuestro país.





En el caso de fuerzas nacionales que operen a bordo de una nave o aeronave de un Estado miembro de la Unión Europea, el Estado propietario ejercerá su jurisdicción, acorde con cualquier acuerdo sobre la materia que existiere a la fecha de la operación.





Finalmente, las Partes acuerdan renunciar a presentar reclamaciones recíprocas, siempre que sus respectivas legislaciones lo permitan, por lesiones o fallecimientos de su personal o por daños o pérdidas, cuando estas se produzcan en el transcurso de una operación, salvo en casos de negligencia o de conducta dolosa.





A su vez, el artículo 4 dispone que el tratamiento de la información clasificada de la Unión Europea, se efectuará acorde a las normas de su Consejo y a las directrices que emitieren las autoridades competentes, tales como el Comandante de la Operación de la Unión Europea, cuando se trate de una operación militar de gestión de crisis, o del Jefe de la misión de la Unión Europea, cuando se trate de una operación civil de gestión de crisis.





Adicionalmente, la Unión Europea garantizará que la información clasificada de Chile estará protegida por las normas de seguridad de la Unión Europea.





El artículo 5 establece que en lo relacionado con las operaciones civiles gestión de crisis, nuestro país deberá velar por que el personal que envíe a participar, se desempeñe considerando que la comisión podría extender su lapso de ejecución.





Igualmente, el personal que participe en estas operaciones podrá ser sometido a reconocimiento médico y se le deben proporcionar las vacunas adecuadas, certificando su aptitud para el servicio.





Por su parte, el artículo 6 norma la cadena de mando en las operaciones civiles. Al respecto, señala que el personal participante ejercerá sus funciones teniendo presentes únicamente los intereses de la operación.





En todo caso, este personal seguirá dependiendo directamente de la autoridad de contacto nacional nombrada por nuestro país, quién ejercerá el control disciplinario sobre el mismo. Esta autoridad solo traspasará el control operativo y funcional al Jefe Operativo de la Misión, quién asumirá la responsabilidad de ejercer el mando y control de la operación civil en el teatro de operaciones. Lo anterior, de acuerdo con el ámbito que se haya definido para la contribución de Chile en un acuerdo específico suscrito para dicha operación particular.





El artículo 7 dispone que en las operaciones civiles de gestión de crisis, nuestro país tendrá la obligación de asumir la totalidad de los costos ligados a su participación en la operación, debidamente aceptada, salvo en lo que se refiere a los costos de funcionamiento, los cuales son provistos por otros mecanismos. Asimismo, Chile deberá conceder las indemnizaciones correspondientes en caso de fallecimientos, lesiones, daños o perjuicios a personas físicas o jurídicas de él o los Estados en que se realice la operación, cumpliendo lo estipulado en el acuerdo sobre el estatuto de la misión aplicable a la situación específica.





A continuación, el artículo 8 señala la contribución al presupuesto operativo de las operaciones civiles. El numeral 4 consigna un procedimiento para que Chile, en forma excepcional, no concurra en el gasto derivado del aporte a los costos comunes.





El artículo 9 regula la participación en la operación de gestión militar de crisis en la Unión Europea.





Por su parte, el artículo 10 establece, en lo relativo a las operaciones militares de gestión de crisis, que todas las fuerzas chilenas estarán al mando de sus propias autoridades nacionales. Estas solo traspasarán el control operacional y táctico, reteniendo el mando operacional.

Chile deberá designar a un Alto Representante Militar o “ARM” (Jefe de Contingente Nacional), quién representará al contingente nacional ante el Comandante de la Fuerza de la Unión Europea.





El artículo 11 aborda los aspectos financieros de la operación de gestión militar. Al respecto, indican que Chile asumirá la responsabilidad de contribuir a los costos comunes de las operaciones, entendidos estos como aquellos que se financian en forma prorrateada entre los países participantes y que no incluyen los costos nacionales (equipamiento individual, sueldos, gratificaciones, seguros, traslados). Salvo si los costos son de financiamiento común.





A su vez, el artículo 12, sobre contribución al financiamiento de las operaciones civiles y militares de gestión de crisis, dispone que Chile asumirá la responsabilidad de contribuir a los costos comunes de las operaciones civiles y militares, entendidos estos como aquellos que se financian en forma prorrateada entre los países participantes y que no incluyen los costos nacionales (equipamiento individual, sueldos, gratificaciones, seguros, traslados). Los costos comunes financian elementos propios de los cuarteles generales y representaciones, así como logística general.





La contribución financiera específica será calculada sobre la base de cualquiera de las siguientes fórmulas:





a) Sobre la base de una prorrata de la parte de la renta nacional bruta de Chile, respecto del total de las rentas nacionales brutas de todos los Estados que contribuyen a los costos comunes de la respectiva operación.





b) Sobre la base de una prorrata de la parte del personal de Chile que participa en la respectiva operación, respecto del total del personal europeo que participa en la misma.





Se establece, además, un mecanismo en donde la Unión Europea puede eximir a nuestro país de estos pagos, en las siguientes circunstancias:





a) Cuando la Unión Europea determine que la participación nacional constituye una contribución significativa que es esencial para dicha operación. A la fecha, esta es la modalidad que se aplica a nuestra participación en Bosnia y Herzegovina.





b) Cuando la renta nacional bruta per cápita de Chile no supere a la de ningún Estado de la Unión Europea.





El artículo 13 regula las disposiciones de aplicación del Acuerdo. Al respecto, señala que toda disposición técnica y administrativa necesaria para la aplicación del Acuerdo, deberá ser acordada entre la Unión Europea y las autoridades competentes de nuestro país.





Luego, el artículo 14 establece que en caso que una de las Partes no dé cumplimiento a las obligaciones contraídas en virtud del Acuerdo, la contraparte tendrá derecho a poner término al mismo mediante una notificación enviada a la otra Parte con al menos seis meses de anticipación.





El artículo 15 regula la solución de controversias. Indica que las controversias relativas a la interpretación o aplicación del Acuerdo, serán resueltas entre las Partes por la vía diplomática.





Por último, el artículo 16 dispone que el Acuerdo entrará en vigor el primer día del primer mes siguiente a la fecha en que las Partes se hayan notificado mutuamente, por la vía diplomática, que han cumplido los procedimientos internos necesarios para dar vigencia al Acuerdo.





Del mismo modo, las Partes podrán reunirse periódicamente para evaluar el funcionamiento del Acuerdo, el que podrá modificarse, mediante acuerdo por escrito entre las Partes. Las modificaciones entrarán en vigor de la misma manera que el Acuerdo.





Finalmente, el Acuerdo podrá ser denunciado por cualquiera de las Partes, mediante notificación escrita a la otra. Dicha denuncia surtirá efecto a los seis meses, contados desde la recepción por la vía diplomática de la notificación señalada.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Ministro de Relaciones Exteriores, señor Heraldo Muñoz, señaló que el Tratado entre Chile y la Unión Europea que crea un marco para la participación de nuestro país en las operaciones de gestión de crisis de la Unión se inserta dentro del Acuerdo de Asociación suscrito el año 2002, y que tiene tres grandes componentes: diálogo político; cooperación y económico-comercial.





Agregó que ha sido un Acuerdo muy exitoso, porque ha otorgado ventajas para nuestro país, especialmente comerciales. Añadió que actualmente está en vías de modernización, tanto en el pilar de diálogo político como en el de cooperación. En cuanto al pilar económico- comercial, informó que se ha llegado a un acuerdo para comenzar las negociaciones, motivo por el cual en abril del presente se reunió en Bruselas con la Alta Comisionada de Política Exterior de la Unión.





Respecto al pilar político, indicó que Europa ve a Chile como un aliado, razón por la cual propuso este Acuerdo marco para la gestión de crisis, de modo que nuestro país pueda participar en operaciones de la Unión Europea. Precisó que el Gobierno pasado decidió suscribir este instrumento el 30 de enero de 2014 para, justamente, profundizar esta materia con la Unión Europea.





Recordó que existe una experiencia de cooperación en esta materia, pues nuestro país ya participa de una operación de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, lugar donde existe una dotación de 15 efectivos militares.





Destacó que este Acuerdo tendrá un efecto en las futuras participaciones, por lo tanto Chile puede retirar sus tropas cuando estime conveniente, de conformidad con los objetivos de nuestra política exterior. Además, el personal chileno va a estar siempre bajo la jurisdicción de nuestro país, traspasando solo el control operativo y táctico en las operaciones que Chile decida participar. Puntualizó que, de esta forma, se respeta la autonomía tanto de la Unión Europea como de nuestro país.





Asimismo, advirtió que obliga a mantener discreción respecto de la información clasificada. Además, expresó que las obligaciones financieras de nuestro país contribuirán a los costos comunes de las operaciones civiles y todos los costos ligados a la participación debidamente aceptada por Chile, excepto en ciertas circunstancias a determinar.





Manifestó que este Acuerdo fortalecerá nuestra capacidad para desarrollar acciones humanitarias en el extranjero; fomentará el desarrollo del componente civil en las operaciones futuras; profundizará la cooperación, que ya es excelente con la Unión Europea, debido a que ellos nos ven como aliados, como socios, en materia de seguridad e intereses estratégicos.





Por último, señaló que es una oportunidad para alcanzar mejores niveles de aprendizaje y de mayor intercambio de experiencia entre nuestras fuerzas armadas y nuestros civiles con el personal de la Unión Europea, lo cual nos dará más prestigio y experiencia en estas materias.





A continuación, el Honorable Senador señor Pizarro consultó acerca del financiamiento de las operaciones. Agregó que, según lo que entiende, este es un sistema distinto al que opera con Naciones Unidas y se supone que Chile tiene que hacerse cargo de todo el costo financiero, salvo cuando se pueda eximir por las circunstancias de que la Unión Europea determine que la participación de Chile es significativa y que, por lo tanto, lo puede financiar o la debe financiar, que es lo que se está aplicando ahora en Bosnia y Herzegovina.





También preguntó por la renta nacional bruta per cápita de Chile en relación a los Estados de la Unión Europea, toda vez que con el ingreso de los países de la Europa central se habría producido un cambio.





El Ministro de Relaciones Exteriores, señor Muñoz señaló que habría que ver cada uno de los países miembros plenos de la Unión Europea. Indicó que no tiene a mano la información per cápita, pero señaló que Chile todavía está por debajo de Portugal que es uno de los más bajos ingresos.





Indicó que lo importante es que las contribuciones financieras tendrían que ser determinadas de común acuerdo entre Chile y la Unión Europea. Añadió que eso es fundamental, ya que nos da la flexibilidad para participar en una operación, de acuerdo a la carga financiera que el país esté dispuesto a hacer. Indicó que, en aquellos casos donde el interés de la Unión Europea sea mayor, la parte europea se hará cargo de los costos. Acotó que, en todo caso, será una cuestión a precisar puntualmente.





Explicó que es un sistema distinto al de Naciones Unidas, que tiene un tipo de financiamiento de operaciones de paz muy complejo donde, a modo de ejemplo, las tropas de infantería tienen una devolución bastante menor que otros componentes militares. Añadió que existen dotaciones que reciben el 100% de devolución, por ejemplo, las unidades especializadas, como fue la unidad aerotransportada médica que Chile tuvo en el Congo el año 2003, de 9 enfermeros, donde existió una reposición total del costo, en contraste con otros destacamentos militares donde existe un sistema de financiamiento total o parcial.





Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán preguntó si en el marco de este Acuerdo se está pensando en alguna operación en particular.





El Ministro de Relaciones Exteriores señor Muñoz respondió que en estos momentos no se pensaba en ninguna operación en especial. Reiteró que primero es necesario acordar este Convenio, sólo después se entrará a conversar con la Unión Europea sobre operaciones específicas.





Subrayó que las operaciones tienen un componente humanitario. Destacó que ahí es donde Chile quiere involucrarse, operaciones de paz que, además, tengan un componente civil.





Explicó que estas dos dimensiones están mucho más marcadas en el caso de la Unión Europea que en el caso de Naciones Unidas. Añadió que las operaciones de paz de esta última organización son predominantemente militares.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier indicó que es de tremendo interés para el país que el Acuerdo Marco con la Unión Europea se modernice. Manifestó que es necesario aprobarlo para consolidar las tres áreas que se han trabajado.





Solicitó se informe cómo se hace el seguimiento para hacer la evaluación del diálogo político con la Unión Europea, porque hay tópicos y temas de debate muy importantes como la dimensión comercial y el tema de migración. 





En relación con los acuerdos económicos comerciales, señaló que es interesante reflexionar hacia dónde queremos ir en este nuevo paso, porque tenemos mucho campo abierto pero también sería de interés porque hemos tenido algunos fenómenos de traba migratoria con algunos de los miembros de la Unión Europea.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de julio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 14 de julio de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario

5
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA UNIÓN EUROPEA QUE CREA UN MARCO PARA LA PARTICIPACIÓN DE LA REPÚBLICA DE CHILE EN LAS OPERACIONES DE GESTIÓN DE CRISIS DE LA UNIÓN EUROPEA, SUSCRITO EN BRUSELAS, BÉLGICA, EL 30 DE ENERO DE 2014

(9.967-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, Ministro Consejero, señor Julio Bravo, y el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. 

Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

                                       El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente en su informe, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez. 
La Sala del Senado, en sesión de 30 de junio de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en su informe por la Comisión de Relaciones Exteriores.


- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Normar la participación de Chile en las operaciones de gestión de crisis de la Unión Europea.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


De conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció sobre el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014.”.


El Subsecretario de Hacienda, señor Edgardo Riveros expuso que el Acuerdo entre Chile y la Unión Europea que crea una vía para la participación de nuestro país en las operaciones de Gestión de Crisis en la Unión Europea, suscrito el 18 de noviembre de 2002, establece objetivos e intenciones de las partes que incorporan aspectos políticos, económicos, financieros y de cooperación, en una amplia gama de materias, con objetivos y mecanismos para asegurar el cumplimiento de los compromisos.

En la actualidad, se explayó, Chile participa con un contingente de 15 efectivos del Ejército en la Fuerza Europea “EUFOR” como parte de la Operación “ALTHEA”, en Bosnia y Herzegovina. EUFOR, indicó, es la sucesora legal de la Fuerza de Estabilización de la OTAN “SFOR” que operó hasta el año 2005, fecha en que traspasó su responsabilidad a la Unión Europea (UE), organismo que la mantiene hasta la fecha.

Por lo anterior, y derivado de la experiencia adquirida como participante en múltiples operaciones de paz y de la densidad de instrumentos bilaterales que califican a Chile como un importante socio de la UE, ésta propuso a nuestro país la firma del Acuerdo Marco para la Participación de Chile en Operaciones de Gestión de Crisis de la UE, el cual fue suscrito en Bruselas el 30 de enero del 2014. Con ello, Chile se convirtió en el primer país latinoamericano en firmar un acuerdo de este tipo con la UE.

Hizo presente que la vigencia de este instrumento permitiría a nuestro país participar y contribuir en las operaciones de gestión de crisis a que sea invitado por la UE, en cada una de las cuales  deberán establecerse previamente las condiciones de la participación nacional. Se trata, en consecuencia, de un acuerdo marco que tendrá efectos futuros, por lo que no afectará la participación de Chile en las operaciones de gestión de crisis que actualmente lleva a cabo la UE. 

Consignó que el convenio no obliga al pago de contribuciones financieras o similares compromisos asociados. Sin embargo, una vez decidida la participación de Chile en una Operación, nuestro país asumirá la totalidad de los costos, salvo que éstos sean objeto de financiamiento común. 

Otros aspectos centrales del proyecto en estudio,  profundizó, guardan relación con los siguientes aspectos:

- Chile podrá retirar sus tropas cuando lo estime conveniente, en conformidad con los objetivos de su política exterior. 

- El personal chileno se regirá siempre por la jurisdicción de nuestro país, traspasando sólo el control operacional y táctico.  

- Permitirá a Chile decidir caso a caso si contribuye a las operaciones de gestión de crisis a las cuales sea invitado por la UE. Ello refleja que el acuerdo se encuentra en un marco que respeta la autonomía tanto de la UE como la de Chile. 

- Chile se obliga a mantener discreción con respecto a la información clasificada y responder a toda reclamación relacionada con la participación en estas operaciones que afecte a algún miembro de su personal civil o militar.

- Con respecto a las obligaciones financieras, Chile tiene la responsabilidad de contribuir a los costos comunes de la operación civil y todos los costos ligados a la participación debidamente aceptada, excepto en ciertas circunstancias determinadas por la UE.

Enseguida, el señor Subsecretario hizo hincapié en otras consideraciones que deben tenerse en cuenta. 

El Acuerdo, en efecto, fortalecerá la capacidad de nuestro país para desarrollar acciones humanitarias en el extranjero y fomentar el desarrollo del componente civil en operaciones futuras de construcción de la paz, en tanto complemento y equilibrio necesario al desarrollo que ha tenido Chile con la participación militar en operaciones de paz.

Propiciará, asimismo, la profundización de la cooperación con la UE en el ámbito de los intereses estratégicos y de seguridad, con lo cual la relación con esa organización adquiere mayor densidad política e integralidad. En este contexto, el Acuerdo contribuirá sustantivamente en el esfuerzo por establecer un cuarto pilar en la relación Chile–Unión Europea, sobre Defensa y Seguridad.

Por otra parte, la invitación extendida a Chile constituye una oportunidad de aprendizaje e intercambio de experiencias entre nuestras Fuerzas Armadas y civiles con el personal de la UE que no debe ser desaprovechada, pues otorgará gran prestigio a nuestro país y permitirá demostrar, una vez más, nuestro compromiso con la democracia y la resolución pacífica de conflictos. 

De acuerdo con lo expuesto, añadió, se hará necesaria la promulgación de legislación pertinente para la estructuración normativa y operativa de los cuadros civiles  que participarán en operaciones de gestión de crisis y construcción de la paz.

Finalmente, consignó que el respectivo informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos señala que el presente Acuerdo Marco no obliga al pago de contribuciones financieras, por lo que no implica un mayor gasto fiscal.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si el proyecto de acuerdo supone alguna innovación sobre el tratamiento normativo a la autorización de tropas nacionales en el extranjero, y si existe algún otro país latinoamericano que tenga algún acuerdo similar con la UE.

El señor Subsecretario expresó que no habrá ninguna variación sobre el particular, de manera que cualquier tropa nacional que salga al exterior debe contar con la aprobación del Senado.

El Director de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Julio Bravo, acotó que el acuerdo en estudio constituye una invitación a la participación de civiles (policías, jueces, fiscales, expertos electorales) en operaciones de paz. Para ello la Cancillería, en conjunto con los ministerios del Interior  y de Defensa Nacional, se encuentra actualmente organizando un seminario, con apoyo de la UE, orientado a contribuir a la estructuración de un sistema en el que cuadros civiles chilenos puedan postular a participar en operaciones civiles de dicha unión de países.  


Indicó, por otra parte, que Chile fue el primer país en negociar un acuerdo de esta índole con la UE. En el intertanto, sin embargo, Colombia negoció y a estas alturas ya ratificó el mismo tipo de instrumento, al punto que se encuentra participando en una de estas operaciones.

Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 10 de marzo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El objeto del presente proyecto es crear un Acuerdo Marco sobre la posible participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, instrumento que permite a la República de Chile, participar y contribuir solo si así lo decide caso a caso, en las operaciones de gestión de crisis que sea invitado por la Unión Europea y en las que para cada una de ellas, deberá establecerse previamente las condiciones de participación de nuestro país.

Este Acuerdo Marco tendrá un efecto futuro, no afectando la participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis que actualmente efectúa la Unión Europea.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

El presente Acuerdo Marco no obliga al pago de contribuciones financieras, por tanto, la aprobación del referido Acuerdo no implica mayor gasto fiscal.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto  de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 5 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
6
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO, Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN WASHINGTON EL 4 DE FEBRERO DE 2010, Y LAS NOTAS INTERCAMBIADAS, EN IGUAL FECHA Y LUGAR, RELATIVAS A DICHO CONVENIO

(9.258-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, de fecha 18 de diciembre de 2013.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de septiembre de 2014, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso; de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, el Asesor Económico del Departamento América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor Legal del Depto. de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo, señor Óscar Douglas, y el Asesor, señor Patricio Balmaceda.





Del Servicio de Impuestos Internos: el Subdirector Normativo, señor Juan Alberto Rojas, y la Asesora del Departamento de Normas Internacionales, señora Carolina Araneda.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

NORMAS DE QUÓRUM





Hacemos presente que, en opinión de la Comisión, el artículo 27, párrafos 2 y 3, del Convenio y el numeral 20 del Protocolo, deben aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República. Ello, porque el artículo 27 del Convenio establece la obligación de mantener en secreto la información que reciba un Estado contratante, y el numeral 20 del Protocolo restringe la entrega de información sobre operaciones en cuentas bancarias.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Decreto ley Nº 824, sobre impuesto a la renta, del 31 de diciembre de 1974.





b) Ley N° 20.780, que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Convenio es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Colombia, Corea del Sur, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Francia, Irlanda, Malasia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido y Suecia. Añade que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.





Agrega que los objetivos perseguidos por el Tratado, son los siguientes:





1. Eliminar la doble imposición internacional a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes;





2. Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes;





3. Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta;





4. Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes y proceder al intercambio de información entre ellas;





5. Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y





6. Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.





El Ejecutivo señala que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional. Por una parte, porque permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por la otra, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región. Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Estados Unidos.





Indica el Mensaje que, si bien, la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, los que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.





En segundo término, agrega que hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.





Este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio que los afecten.





Su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble imposición internacional, para ello establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas o de patrimonio.





Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Hace presente el Mensaje que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.





En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 23, que regula los “Métodos para Evitar la Doble Imposición”.





El Ejecutivo expresa que para Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





En cuanto al tratamiento específico de las rentas y del patrimonio, el Mensaje detalla las formas en que se hará.





Sobre las rentas inmobiliarias, señala que las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien.





El número 9 del Protocolo entrega la opción a los residentes de un Estado que se encuentren sujetos a imposición en el otro Estado sobre las rentas de bienes inmuebles situados en él a ser gravado sobre una base neta. Dicha opción será obligatoria para el año tributario en que se ejerza y para todos los años tributarios siguientes, salvo que la autoridad competente del Estado Contratante donde estén situados los bienes inmuebles acuerde darla por terminada.





En relación a las utilidades empresariales, detalla que los beneficios de una empresa de un Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, las utilidades de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.





En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendiendo una razonable asignación de los gastos de dirección y generales de administración, los gastos de investigación y desarrollo, los intereses y otros gastos incurridos para la realización de los fines de la empresa considerada en su conjunto (o bien, la parte de ésta que comprende al establecimiento permanente), tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentra el establecimiento permanente como en otra parte.





Destaca el Ejecutivo que el Convenio incluye dentro del concepto de establecimiento permanente los siguientes casos:





a) una instalación utilizada para la exploración terrestre de recursos naturales sólo si su duración o la actividad continúa por más de tres meses;





b) un sitio de construcción o proyecto de instalación y las actividades de supervisión relacionadas con ellos, o una plataforma de perforación o nave utilizada para la exploración de recursos naturales no mencionada en el subpárrafo a), sólo si su duración o la actividad continúa por más de seis meses, y





c) una empresa que presta servicios en el otro Estado Contratante, por un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses y tales servicios son prestados a través de una o más personas naturales que están presentes y prestan tales servicios en ese otro Estado.





El Convenio contempla una regla especial con relación a los pagos por primas de seguros a aseguradoras extranjeras. En tal caso se establece que Estados Unidos podrá aplicar su impuesto indirecto sobre primas de seguros y Chile podrá, asimismo, seguir gravando tales pagos, pero el impuesto, en ambos casos, no podrá exceder de 2 por ciento del importe bruto de las primas en caso de pólizas de reaseguros y de 5 por ciento del importe bruto de las primas en el caso de cualquier otro tipo de pólizas de seguro.




Sobre transporte internacional, señala que las utilidades procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravadas en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques o aeronaves.





En cuanto a empresas asociadas, cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje las utilidades reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes. Además, establece que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará un ajuste del monto del impuesto que ha percibido sobre la renta obtenida por la otra empresa, siempre que esté de acuerdo con el ajuste efectuado por el primer Estado.





El Mensaje indica que los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, el impuesto no podrá exceder del 5 por ciento del importe bruto de los dividendos si el beneficiario efectivo es una sociedad que posea directamente a lo menos el 10 por ciento de las acciones con derecho a voto de la sociedad que paga los dividendos; y 15 por ciento del importe bruto en todos los demás casos.





El número 12 del Protocolo del Convenio dispone que, dado el sistema de impuesto a la renta integrado en dos niveles en Chile, tales límites no afectarán la aplicación del impuesto adicional en el país, en la medida que, de acuerdo a la legislación interna de Chile que fija tal sistema, el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible en la determinación del impuesto adicional a pagar. La misma regla se aplica respecto de la distribución de utilidades desde un establecimiento permanente que una sociedad residente de Estados Unidos tiene en Chile. 

No obstante lo anterior, si en Chile el sistema es modificado y el impuesto de primera categoría deja de ser totalmente acreditable en la determinación del monto de impuesto adicional a ser pagado, las disposiciones que limitan la tasa sobre dividendos serán aplicables por Chile. De igual forma, los límites también se aplicarán si el impuesto adicional exigido en Chile excediese de 35 por ciento, sin embargo en tal caso, el impuesto así exigido no excederá en ambos Estados contratantes del 15 por ciento del monto bruto de los dividendos.





El Convenio, asimismo, regula un beneficio en favor de los fondos de pensiones chilenos que invierten en Estados Unidos, estableciendo que los dividendos de los cuales tales fondos son beneficiarios efectivos no serán gravados en Estados Unidos.





Con relación al Estatuto de la Inversión Extranjera, el número 13 del Protocolo, busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del Decreto Ley N° 600, Estatuto de la Inversión Extranjera. Para ello, señala expresamente que las disposiciones del artículo 10 no se aplicarán respecto de distribución o dividendos cuando la inversión esté sujeta a un contrato de inversión extranjera de acuerdo al Estatuto de Inversión Extranjera, y aún cuando este fuere modificado sin alterar su principio general.





Los intereses, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:





a) 4 por ciento de su importe bruto cuando el beneficiario efectivo de los intereses es un banco; una compañía de seguros; una empresa que substancialmente obtiene sus rentas brutas producto de llevar a cabo activa y regularmente actividades comerciales de crédito o financieras con partes no relacionadas, cuando la empresa no esté relacionada con el deudor del interés; una empresa que vende maquinaria y equipo, cuando el interés es pagado en conexión con la venta a crédito de tal maquinaria o equipo; o cualquier otra empresa, en la medida que en los tres años tributarios anteriores al año tributario en el cual el interés es pagado, genera más del 50 por ciento de sus pasivos de la emisión de bonos en los mercados financieros o de la captación de depósitos a interés, y más del 50 por ciento de los activos de la empresa consistan en créditos a personas que no se encuentran relacionadas con el residente de acuerdo a lo establecido en los sub párrafos (a) o (b) del párrafo 1 del Artículo 9 (Empresas Asociadas);





b) 10 por ciento en todos los demás casos. En el párrafo 3 del artículo 11 se establece que durante los primeros 5 años de vigencia del Convenio se aplicará una tasa de 15 por ciento en lugar de la tasa de 10 por ciento establecida en la letra b) del párrafo 2 del artículo 11.





En el párrafo 4 del artículo 11 se incorpora una regla antiabuso por medio de la cual se establece que en el caso de que el pago de un interés sea parte de un acuerdo representativo de un crédito back to back, el Estado de fuente de la renta podrá gravar el importe bruto de la renta pero con un límite del 10 por ciento.





Asimismo, sobre las regalías, señala que pueden ser gravadas en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlas por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de las regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de 2 por ciento para el caso de pagos por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos excluyendo las naves, aeronaves o contenedores comprendidos en el artículo sobre transporte internacional y 10 por ciento en los demás casos contemplados en la definición de regalías.





En el número 15 del Protocolo se indica que, con el fin de determinar si algunos programas computacionales califican dentro de la definición de regalías, los comentarios al Modelo OCDE que tratan sobre la materia serán tomados en consideración.





En cuanto a las ganancias de capital, indica que si un residente de un Estado Contratante obtiene ganancias de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, ellas pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie. Para los efectos de gravar estos bienes, se establece que la expresión “bienes raíces” incluye los bienes inmuebles mencionados en el artículo 6 y la participación en bienes raíces, según se define en el Convenio. En el caso de Estados Unidos, el Convenio se remite a la definición contenida en la sección 897 del Código de Rentas Internas de ese país; y en el caso de Chile, el Convenio establece que se considerará dentro de la expresión “bienes raíces” a una participación equivalente en bienes raíces situados en Chile, incluyendo acciones u otros derechos cuyo valor directa o indirectamente provenga, a lo menos en un 50 por ciento, de bienes raíces situados en el país.





Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin límites, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija.

Respecto de las ganancias de capital derivadas de la enajenación de naves y aeronaves, o contenedores explotados o utilizados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de esos bienes, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde resida el enajenante.





En cuanto a las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos o participaciones representativas del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, el Convenio establece que se pueden gravar en este último Estado, pero el impuesto así exigido no podrá exceder del 16 por ciento del monto de la ganancia.





Sin embargo, no habrá tal limitación para someter a imposición dichas ganancias si el enajenante ha poseído en cualquier  momento dentro del período de doce meses precedente a la enajenación, directa o indirectamente, acciones consistentes en un 50 por ciento o más del capital de la sociedad que se enajena; o en el caso de enajenación de otros derechos que representen el capital de una sociedad, el enajenante ha poseído en cualquier momento, dentro del período de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, derechos consistentes en un 20 por ciento o más del capital de esa sociedad.





Respecto de lo señalado en el párrafo precedente, cabe señalar que el número 16 del Protocolo establece que la tasa del impuesto adicional aplicada por Chile no excederá de 35 por ciento. La misma disposición establece que si de acuerdo a la legislación interna de Chile el impuesto de primera categoría excediese de 30 por ciento, las ganancias de capital por la enajenación de acciones u otros derechos o participaciones representativas del capital de una sociedad, solo quedarán afectas a impuesto en el país de residencia del perceptor de la ganancia.





No obstante lo anterior, el artículo sobre ganancia de capital establece las siguientes excepciones al tratamiento tributario antes señalado:





a) Las ganancias de capital obtenidas por un fondo de pensiones que es residente de un Estado Contratante provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad que es residente del otro Estado Contratante, solo pueden someterse a imposición en el Estado de residencia del Fondo.





b) Las ganancias de capital obtenidas por un fondo mutuo u otro inversionista institucional residente en un Estado Contratante, provenientes de la enajenación de acciones de una sociedad residente del otro Estado Contratante, con presencia bursátil en una bolsa de valores reconocida ubicada en ese otro Estado Contratante, solo pueden someterse a imposición en el Estado donde reside el enajenante. En el número 17 del Protocolo se precisa que las expresiones “fondo mutuo” e “inversionista institucional” no incluyen a un inversionista de un Estado Contratante que directa o indirectamente posea 10 por ciento o más de las acciones u otros derechos que representan el capital o utilidades de una sociedad residente del otro Estado Contratante.





c) Las ganancias obtenidas por un residente de un Estado Contratante, por la enajenación de acciones de una sociedad residente del otro Estado Contratante, con presencia bursátil en una bolsa de valores reconocida, ubicada en ese otro Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en el Estado donde reside el enajenante si se cumplen los siguientes requisitos:





i. Si las acciones son vendidas en una bolsa de valores reconocida en el otro Estado Contratante o en un proceso de oferta pública de adquisición de acciones, legalmente regulado y,





ii. Siempre que tales acciones hayan sido previamente adquiridas: en una bolsa de valores reconocida en ese otro Estado Contratante; en un proceso de oferta pública de adquisición de acciones legalmente regulado; en una colocación de acciones de primera emisión, con motivo de la constitución de la sociedad o de un aumento de capital posterior, o en un canje de bonos convertibles en acciones.





Las ganancias derivadas de la enajenación de cualquier otro bien distinto de los mencionados en los párrafos anteriores, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida el enajenante.





Finalmente, se contempla una norma especial que resuelve la situación particular que se presenta con la legislación de Estados Unidos. Esta norma señala que si una persona natural, al dejar de ser residente en un Estado Contratante, es tratada por la legislación tributaria de ese Estado como si hubiese enajenado un bien a su valor justo de mercado y, por esta razón, es sometida a imposición en ese Estado, dicha persona podrá elegir ser tratada para fines impositivos en el otro Estado Contratante como si, inmediatamente antes de que dejara de ser residente del primer Estado, hubiera enajenado y recomprado los bienes por un monto equivalente a su valor justo de mercado en ese momento. Se precisa en todo caso, que la persona natural no podrá efectuar dicha elección respecto de bienes situados en ese otro Estado Contratante.





En relación a los servicios personales independientes, señala que las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales u otras actividades de carácter independiente que presta un residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante. Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, en los siguientes casos:





a) cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija de la que disponga regularmente para el desempeño de sus actividades, pero sólo respecto de la parte de la renta que sea atribuible a tal base fija y que sea obtenida por la prestación de servicios, realizada en cualquier Estado menos en su Estado de residencia; o





b) cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses que comience o termine durante el año tributario considerado. En este caso ese otro Estado sólo podrá someter a imposición la parte de la renta que sea obtenida por los servicios desarrollados en ese otro Estado. Las Notas intercambiadas por las Partes al suscribir el Acuerdo y Protocolo señalan que la expresión “desarrollados en ese otro Estado” no significa “recibidos en ese otro Estado”.
Para los efectos de la determinación de la renta afecta a impuesto de estos contribuyentes, el Convenio se remite a los principios que rigen para determinar la renta de las actividades empresariales, en la medida que se cumplan los respectivos requisitos administrativos.





Sobre las rentas de un empleo, indica que los sueldos, salarios y otras remuneraciones provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, el Estado de residencia tendrá derechos exclusivos para aplicar impuestos cuando el perceptor de las remuneraciones permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días (en cualquier período de doce meses que comience o termine en el año tributario de ese otro Estado), las remuneraciones se pagan por o en nombre de un empleador que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado.





En relación a las participaciones de directores, artistas y deportistas, funciones públicas y estudiantes, el Mensaje indica que las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados.





De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. No obstante lo anterior, las cantidades percibidas por el artista o deportista no podrán ser gravadas en el Estado donde éstas son realizadas, cuando el monto de los ingresos brutos obtenidos por el artista o el deportista, incluidos los gastos que se le reembolsan o que se soportan por su cuenta, no excedan en el año tributario considerado de cinco mil dólares estadounidenses o su equivalente en pesos chilenos.





Enseguida, los sueldos, salarios y otras remuneraciones, excluidas las pensiones, pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado o a esa subdivisión o autoridad, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado. Sin embargo, dichos sueldos, salarios y otras remuneraciones pueden someterse a imposición sólo en el otro Estado Contratante si los servicios se prestan en ese Estado y la persona natural es un residente de ese Estado que es nacional de ese Estado; o no ha adquirido la condición de residente de ese Estado solamente para prestar los servicios.





Finalmente, las cantidades que reciba para cubrir sus gastos un estudiante, aprendiz o una persona en práctica que sea o haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratante, residente del otro Estado Contratante, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado. La exención no  puede exceder de dos años, contados desde la fecha en que el aprendiz o persona en práctica haya arribado al Estado Contratante mencionado en primer lugar.





Pensiones, Seguridad Social, Alimentos y Manutención de Menores. El artículo que se refiere a esta materia distingue entre pensiones privadas, pensiones pagadas con fondos públicos y pensiones provenientes de la seguridad social o de una legislación similar de un Estado Contratante. En el mismo artículo se aborda el tratamiento tributario de las contribuciones a planes de pensiones extranjeros y los pagos por alimentos y manutención de menores.





Respecto de las pensiones privadas, se establece que pueden someterse a imposición en ambos Estados. Sin embargo, el Estado del que procedan las pensiones, no puede aplicar un impuesto que exceda del 15 por ciento del importe bruto de las pensiones. Sin embargo, si el pago proviene de un plan establecido en un Estado Contratante, exento de impuesto a la renta en ese Estado y que opera para otorgar pensiones o beneficios de retiro, el monto de esos pagos que estaría excluido de la renta imponible en ese Estado si el perceptor del pago fuese un residente de ese Estado, estará exento de tributación en el otro Estado.





En el caso de pensiones pagadas con fondos públicos de un Estado Contratante o de una subdivisión política o autoridad local del mismo, a una persona natural respecto de servicios prestados a ese Estado o subdivisión política o autoridad local, en el ejercicio de funciones de carácter gubernamental, quedan sujetas a impuesto únicamente en ese Estado, excepto cuando la persona natural es residente y nacional del otro Estado Contratante, en cuyo caso la pensión se someterá a imposición únicamente en tal Estado.





Los pagos efectuados de acuerdo a las disposiciones de seguridad social o de una legislación similar de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante o a un ciudadano de los Estados Unidos, se someten a imposición únicamente en el Estado desde donde proceden. En la norma se precisa que los pagos efectuados de acuerdo a las disposiciones de seguridad social o de una legislación similar de un Estado Contratante, incluyen los pagos provenientes de un plan de pensiones o de un fondo creado de acuerdo al sistema de seguridad social de ese Estado Contratante.





En el número 18 del Protocolo se señala que en el caso de Chile el sistema de seguridad social es cualquier plan de pensiones o fondo administrado por el "Instituto de Previsional Social" (anteriormente “Instituto de Normalización Previsional”) y el sistema de seguridad social creado por el D.L. 3500.





Las contribuciones previsionales pagadas por o por cuenta de una persona natural que es residente de un Estado Contratante o que está presente temporalmente en ese Estado, a un plan de pensiones establecido en el otro Estado Contratante, se tratarán en el Estado mencionado en primer lugar, cumplidas ciertas condiciones, en la misma forma que una contribución a un sistema de pensiones reconocido para fines impositivos en ese Estado.





Los pagos por alimentos y manutención de menores efectuados por un residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, se eximen de impuesto en ambos Estados; sin embargo, si el pagador tiene derecho a deducirlos de su renta imponible, dichos pagos solo pueden someterse a imposición en el Estado en que reside el beneficiario de los mismos.





En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Así, si provienen del otro Estado Contratante, ya sea Chile o Estados Unidos según el caso, ambos Estados tienen derecho a gravarlas de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el preceptor de la renta.





Por último, el Convenio regula expresamente la imposición del patrimonio, que en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente o de una base fija que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.





Respecto de naves, aeronaves y contenedores explotadas en tráfico internacional y de bienes muebles afectos a la explotación de tales naves o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en el Estado de la residencia.





Además, el Mensaje señala que para evitar la doble imposición, el Convenio establece que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante, en la forma que se indica a continuación:





a) En Chile, la doble imposición se elimina en conformidad con las disposiciones y limitaciones de la legislación de nuestro país, contenida en los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta (aun cuando fuere eventualmente modificada sin alterar su principio general).





De acuerdo a lo dispuesto en el Convenio, cuando un residente de Chile obtenga rentas que, de acuerdo a las disposiciones del Convenio, puedan someterse a imposición en los Estados Unidos, Chile permitirá acreditar contra el impuesto a la renta chileno aplicado sobre esas rentas, el impuesto estadounidense pagado de acuerdo con la legislación de los Estados Unidos y en conformidad con el Convenio. La deducción se aplica a todas las rentas tratadas en el Convenio.





b) En Estados Unidos, la doble imposición se elimina de acuerdo con las disposiciones y limitaciones de la legislación de ese país (aun cuando fuere eventualmente modificada sin alterar su principio general). En conformidad a lo dispuesto en el Convenio, los Estados Unidos permitirá a sus residentes o ciudadanos acreditar contra el impuesto sobre la renta estadounidense los impuestos pagados en Chile en la forma que se indica a continuación:





i. el impuesto sobre la renta pagado o devengado en Chile por cuenta del ciudadano o residente;





ii. en el caso de una sociedad estadounidense que posea a lo menos el 10 por ciento de las acciones con derecho a voto de una sociedad residente en Chile y respecto de la cual recibe dividendos, el impuesto sobre la renta pagado o devengado en Chile, por o a cuenta de quien efectúa el pago, sobre las utilidades con respecto a las cuales se pagan los dividendos.





También se aborda también la situación de los ciudadanos estadounidenses residentes en Chile, que por su condición de tales están sujetos a tributación por su renta mundial en ambos Estados, de acuerdo a la cláusula de salvaguardia del número 4 del Protocolo. En estos casos se establece que el crédito que Chile debe dar a esos residentes es solo por el monto del impuesto que se puede aplicar de acuerdo al Convenio, excluyendo el mayor impuesto que paga ese residente chileno en Estados Unidos por su condición de ciudadano de ese país.





Respecto de las rentas obtenidas por un residente de un Estado Contratante o el patrimonio que éste posea, exentas de imposición en ese Estado por aplicación de alguna disposición del Convenio, el artículo establece que el Estado de residencia podrá tener en cuenta las rentas o el patrimonio exentos a efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio de dicha persona.





A continuación, el Mensaje detalla una serie de disposiciones especiales.





1. Limitación de beneficios.





El artículo 24 del Convenio contiene un conjunto de disposiciones que buscan impedir que residentes de terceros Estados, que no son parte del Convenio, se beneficien de las reducciones de tasas y exenciones que éste contempla. Para ello, el Convenio indica, en los cinco primeros párrafos de este artículo, quiénes califican para beneficiarse del Convenio y en el sexto, define términos y expresiones que se utilizan en el artículo.





2. Principio de no discriminación.





El Convenio reconoce el principio de no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no sean sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que aquel que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones. En seguida, el Convenio regula la manera en que el principio de no discriminación beneficia a los establecimientos permanentes y filiales, así como la forma en que se aplica también respecto de la deducción de los gastos pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante.





Se establece que el principio de no discriminación se aplica no solo respecto de los impuestos comprendidos en el Convenio y que se enumeran en el artículo 2, sino que se aplica respecto de todos los impuestos establecidos por un Estado Contratante o una subdivisión política o autoridad local del mismo. En el caso de impuestos no comprendidos en el Convenio, se precisa que las disposiciones del artículo no se aplicarán a ninguna de las leyes tributarias de un Estado Contratante que se encuentran vigentes a la fecha de suscripción del Convenio.





3. Procedimiento amistoso.





Se dispone, asimismo, que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones.





4. Intercambio de información.





A fin de hacer posible la aplicación del Convenio y de la legislación tributaria interna de ambos Estados Contratantes, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes de ambos Estados. El presente Convenio incorpora el estándar actual de OCDE sobre intercambio de información entre autoridades tributarias, que incluye el intercambio de información bancaria.





El número 20 del Protocolo establece que, no obstante las disposiciones sobre entrada en vigor del Convenio, la información bancaria cubierta en Chile por disposiciones de secreto o reserva bancaria sólo se encontrará disponible respecto de transacciones de cuentas bancarias llevadas a cabo a partir del 1 de enero de 2010.





5. Miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.





El Convenio no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas o representaciones consulares.





Seguidamente, el Mensaje describe las normas sobre entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio. Señala que el Convenio está sujeto a ratificación de acuerdo a los procedimientos exigidos en ambos países y entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de recepción de la última de dichas notificaciones.





Además, establece que sus disposiciones regirán, en el caso de impuestos de retención en la fuente, por montos pagados o abonados en o después del primer día del mes subsiguiente a la fecha en que el Convenio entre en vigor; y con respecto de otros impuestos, por períodos tributarios que comiencen en o después del 1° de enero del año calendario inmediatamente siguiente a la fecha en la cual el Convenio entre en vigor. Se clarifica que las disposiciones sobre intercambio de información tendrán efecto desde la fecha de entrada en vigor del Convenio, no obstante el período tributario al cual la información se refiera.





Agrega que el Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática.





En cuanto al Protocolo del Convenio, que forma parte integrante del mismo, el Ejecutivo señala que regula situaciones de carácter general o específico.





El número 3 del Protocolo señala que las disposiciones del artículo XVII del Acuerdo General sobre Comercio y Servicios sobre trato nacional no serán aplicables a una medida impositiva. Asimismo, se establece que para los fines del párrafo 3 del artículo XXII (Consulta) del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, los Estados Contratantes acuerdan que cualquier duda sobre la interpretación o aplicación de este Convenio y, en particular, sobre si una medida impositiva está dentro del ámbito del Convenio, será determinada exclusivamente de acuerdo con las disposiciones del artículo 26 (Procedimiento de Acuerdo Mutuo).





El número 21 del Protocolo establece que las disposiciones del Convenio no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero Ley N° 18.657)), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile.





El número 22 del Protocolo establece una norma de carácter general, por medio de la cual, las partes se comprometen a evaluar, después de transcurridos cinco años de la entrada en vigor del Convenio, sus términos, operación y aplicación. Asimismo, se indica que a petición de los Estados Unidos y en el caso de que Chile concluya un Convenio para evitar la doble imposición con un tercer Estado, que establezca tasas menores sobre intereses o regalías o que contenga términos que limiten al Estado de la fuente gravar en el caso de ganancias de capital, las partes se consultarán con el fin de reevaluar el balance en los beneficios del Convenio.





Finalmente, hace presente el Mensaje que las Partes intercambiaron Notas, las cuales confirman ciertos entendimientos respecto de normas específicas del Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 4 de marzo de 2014, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 1 de julio de 2014 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. A su vez, la Comisión de Hacienda trató la iniciativa en sesiones realizadas los días 22 de julio y 5 de agosto de 2014, y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el Convenio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 2 de octubre de 2014, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 64 votos a favor, 3 en contra y 3 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- El Convenio consta de un Preámbulo, 30 artículos y un Protocolo.





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención que buscan con la suscripción del Convenio.





El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio.





En tanto que el artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo. Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta o al patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente similar que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se hace presente que este Convenio no se aplica a impuestos indirectos y aranceles, con la salvedad que en el caso de Estados Unidos, se incluyen expresamente los impuestos indirectos federales establecidos respecto de las primas de seguros pagadas a aseguradoras extranjeras y de las fundaciones privadas.





El artículo 3 trata de las definiciones generales del Convenio; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente; y el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.





El tratamiento de las rentas y del patrimonio se regula entre los artículos 6 al 22. El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a las utilidades empresariales; el artículo 8 contempla las utilidades procedentes del transporte internacional; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 regula la situación de los dividendos; el artículo 11 regula la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; el artículo 13 regula la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.





Por su parte, el artículo 14 regula el tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes, mientras que el artículo 15 contempla el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 cuida la forma en que se gravan las participaciones de directores y otros pagos similares; el artículo 17 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y aprendices y, por último, el artículo 21 es una disposición residual que comprende a otras rentas no reguladas anteriormente.





La imposición del patrimonio está contenida en el artículo 22. El artículo 23 norma los métodos para evitar la doble imposición.





El Convenio contiene cinco artículos que tratan sobre “Disposiciones especiales”. El artículo 24 contempla normas de limitación de beneficios; el artículo 25 establece el principio de no discriminación; el artículo 26 regula el procedimiento de acuerdo mutuo; el artículo 27 alude al intercambio de información, y el artículo 28 norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.





Por último, el artículo 29 establece la entrada en vigor del Convenio, y el artículo 30 regula la denuncia del mismo.





El Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo, y en el que se abordan situaciones generales y especiales.





Además, las Partes intercambiaron además Notas que recogen el entendimiento que al momento de la conclusión del Convenio tienen.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





Al dar inicio al debate del presente proyecto de acuerdo, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, explicó que los objetivos primordiales del convenio suscrito son promover una mayor cooperación económica entre Chile y Estados Unidos, mediante la reducción de las barreras fiscales causadas por la doble tributación y las rentas recibidas por residentes de los Estados contratantes; incrementar la inversión extranjera directa en Chile; impulsar las exportaciones de servicios; facilitar la transferencia de tecnología, y mejorar la integridad del sistema tributario, proporcionando el marco a través del cual las administraciones tributarias de ambos países pueden prevenir la evasión fiscal internacional.





En tanto, agregó que, entre los principales beneficios del acuerdo internacional, se cuentan la facilitación de la entrada de un mayor flujo de capitales, lo que conlleva a una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente de aquellas que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, dado la menor carga impositiva que les afectaría. De igual modo, añadió que permite posicionar a Chile como una plataforma de negocios para empresas extranjeras que deseen operar en otros países de la región. Finalmente, indicó que constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en el país, toda vez que verá incrementados los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en los Estados Unidos.





A continuación, intervino el Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Alberto Rojas, quien señaló que el Convenio en discusión no difiere, en lo sustancial, con los diversos acuerdos sobre la materia que Chile ha negociado y aprobado con otras naciones. Precisó que incluso, desde una perspectiva más técnica, se puede señalar que el texto propuesto mejora varios aspectos de este tipo de tratados, lo que se traducirá en mayores beneficios para la economía local.





Entre esas mejoras, continuó, se cuenta la posibilidad de fiscalizar de forma integral el sistema tributario internacional y el perfeccionamiento del intercambio de información.





Asimismo, en lo que se refiere a beneficios directos, explicó que se liberan de impuesto de retención en Estados Unidos los niveles de ganancia de capital que obtengan fondos de pensiones nacionales por la inversión que hagan en papeles emitidos por sociedades constituidas y radicadas en ese país, situación que, según tiene entendido, se logra negociar por primera vez en este tipo de convenios.





Por otro lado, manifestó que, en relación al flujo de inversiones de Estados Unidos hacia Chile, se establece una rebaja del impuesto de retención a los dividendos que se pagan –que, en general, se sitúan entre un 5% y un 15%, dependiendo de la participación en el capital que tenga el accionista que recibe estos flujos- que hace que el crédito que Chile debe darle a quienes invierten en Estados Unidos también sea menor, lo que redunda en un alivio de la caja fiscal en ese aspecto.





En resumen, expresó que los tres aspectos antes señalados son, en su opinión, los que merecen mayor atención y, sobre todo, el hecho de que no habrá impuesto de retención a los pagos de dividendos de las ganancias de capital que generen los fondos de pensiones en Estados Unidos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier requirió mayores datos sobre el impacto que generará el Convenio ante el hecho de que varias de las empresas dueñas de los fondos de pensiones de Chile son norteamericanas.





En segundo lugar, y en el entendido de lo que se pretende es evitar la doble tributación, manifestó tener dudas ante la solicitud de datos que pueda realizar el Internal Revenue Service (IRS) norteamericano. En este sentido, expresó que existe una práctica que afecta a personas residentes y que poseen doble nacionalidad –respecto de la cual desconoce su fuente legal- que se presenta cuando ellas pretenden adquirir o contratar algún instrumento bancario en Chile, puesto que se les pide que suscriban un documento para que el banco respectivo entregue información al ente impositivo de Estados Unidos. Al respecto, consultó cuál es la norma que permitiría dicha actividad.





En otro aspecto, pidió aclarar qué pasa si el capital se encuentra en todo o en parte en un tercer país, toda vez que, de forma creciente, hay cada vez más norteamericanos residentes en Chile.





El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Juan Alberto Rojas, contestó que no posee información sobre la inversión de los fondos de pensiones en Estados Unidos.





Respecto de la exigencia de los bancos de que se permita la entrega de datos al IRS, sostuvo que la fuente normativa proviene de un convenio multilateral que se conoce bajo la sigla de FATCA (Foreign Account Tax Compliance Act). Añadió que aparece como un acuerdo de voluntades, por el cual un nacional norteamericano que realiza una transacción bancaria en Chile autoriza al banco para entregar dicha información a Estados Unidos.





Ante dicho comentario, el Honorable Senador señor Letelier preguntó qué ocurre en el caso de que la persona que haga la transacción posea doble nacionalidad.





El señor Rojas explicó que estos convenios discurren más sobre la doble residencia que acerca de la doble nacionalidad, lo que significa que hay una serie de reglas que van discriminando una y otra situación. Añadió que cuando los preceptos de doble residencia que están estipuladas no solucionen el tema, el contribuyente específico que tiene el problema de doble residencia no va a poder acogerse a los beneficios del convenio.





A su vez, el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, aclaró que es posible que una persona posea más de una nacionalidad, lo cual es una situación de bastante ocurrencia en la actualidad. En ese sentido, expresó que si un chileno tiene doble nacionalidad y reside en Chile, se regirá por la ley nacional.





Seguidamente, el Honorable Senador señor García-Huidobro preguntó qué diferencia existe entre el convenio sometido al conocimiento de la Comisión y los que ha firmado el país con otras naciones. Al mismo tiempo, advirtió que en Chile no hay impuesto sobre el patrimonio. Por ello, consultó a qué se refiere el Convenio cuando habla de tal gravamen.





El señor Rojas explicó que la doble tributación en general no se elimina con este tipo de convenios, sólo se atenúa. Añadió que la conjugación de los principios de la fuente de origen con el de residencia generan los problemas de doble tributación.





Indicó que si una persona reside en Chile, independientemente de su nacionalidad, su renta puede ser gravada sin tener en consideración dónde las gane. Por ejemplo, residiendo en el país podría recibir dividendos de la compra de acciones de empresas norteamericanas y, por el contrario, si Estados Unidos aceptara el principio de la fuente –que no lo aplica- también podría ser gravado.





Explicó que esos dos principios colisionan provocando la doble tributación, lo que generalmente ocurre en países donde la inversión está localizada y focalizada en actividades primarias y extractivas, como los latinoamericanos o los subdesarrollados. Por otro lado, indicó que están los servicios tecnológicos o de transferencias que normalmente fluyen de los países más desarrollados, los que además hacen las inversiones, porque son los grandes exportadores de capital dentro de la economía mundial.





Manifestó que se atenúa la doble tributación por las transferencias tecnológicas que se presentan cuando una empresa residente en Chile paga una regalía a una empresa norteamericana. Esa transferencia tecnológica que, en principio, estaría afecta a un 30% de impuesto adicional –para la fuente pagadora- se reduce en términos generales a un 10%. Destacó que eso, desde el punto de vista teórico, facilita la transferencia de conocimiento y tecnología hacia Chile.





En otro aspecto, agregó que cuando un profesional chileno presta un servicio en Estados Unidos debería pagar impuestos en ese país por las rentas que obtenga. No obstante, de acuerdo al Convenio en discusión, y a los otros que se han suscrito bajo el modelo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), en general el profesional que obtiene una renta por una prestación de servicios en el otro Estado contratante no tributa si la actividad que debe desarrollar no le significa una estadía superior a 180 días.





En lo que atañe a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor García-Huidobro, acotó que, básicamente, el convenio con Estados Unidos tiene el mismo contenido que los acuerdos que ya están vigentes y que han sido fruto de negociaciones llevadas a cabo en los últimos 20 años, siguiendo en parte el modelo de la OCDE. Sin perjuicio de ello, precisó que posee normas más estrictas, por ejemplo, en lo referido al tratamiento de transferencias de precios.





Asimismo, expresó que dentro de las obligaciones de transferencia de información, para evitar malos usos derivados de la utilización de jurisdicciones tributarias distintas, se permite no sólo solicitar al Estado contraparte que entregue información tributaria, sino también aquella de tipo bancario.





Por otra parte, destacó que el Convenio permitirá liberar del impuesto de retención de Estados Unidos a la rentabilidad que obtengan los fondos de pensiones, ya sea por los dividendos obtenidos por la inversión en acciones o por las ganancias de capital provenientes de la enajenación de ellas.





En cuanto a la situación del impuesto al patrimonio, contestó que se aplican dichas normas cuando existe el referido gravamen en alguno de los Estados signatarios, en este caso, sólo correspondería a Estados Unidos.





El Honorable Senador señor García-Huidobro preguntó si el tratado se hacer cargo de la posibilidad de que existan preceptos diferentes en materia tributaria en el país norteamericano, dado su carácter federal.





El señor Rojas respondió que el convenio trata la situación de los impuestos federales y no el impuesto de cada Estado.





A continuación, el Honorable Senador señor Letelier reiteró su inquietud por el impacto del convenio en los negocios de las empresas norteamericanas que han adquirido los fondos de pensiones del país.





El señor Rojas sostuvo que, más allá de cómo estructuren su negocio los fondos de pensiones –con capitales extranjeros o nacionales-, en su carácter de administradoras de recursos de terceros, ellas sólo deberían tener como ingreso el monto de la comisión que cobran por esa labor y, por lo tanto, toda la administración, ya sea a través de inversión en acciones, títulos de deuda o enajenaciones de esos mismos títulos, no deberían de ninguna manera transferirse del patrimonio del fondo de pensiones al patrimonio de la sociedad administradora.





La Asesora del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Carolina Araneda, agregó que, si no se trata de casos de exención, esa retención alcanza actualmente a un 30%, cifra que disminuiría a un rango de 5% a 10% dependiendo del nivel de participación. En ese caso Estados Unidos estaría renunciando a su potestad tributaria, a fin de evitar la doble tributación, entregándosela a Chile.





Por último, el Honorable Senador señor Letelier solicitó tener mayor información acerca de los datos bancarios chilenos que pueda pedir Estados Unidos en base al FATCA, y que afectan a los ciudadanos chilenos con doble nacionalidad.





El Asesor Económico del Departamento América del Norte, Central y Caribe de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, señor Mario Lavín, planteó que el FATCA se implementó mediante un acuerdo intergubernamental suscrito entre el Ministro de Hacienda y su contraparte de Estados Unidos a comienzos de año.





El Director Jurídico de la Cancillería, señor Troncoso, se comprometió a entregar la información requerida, aunque precisó que ella no incide en el mérito del tratado puesto en conocimiento de la Comisión.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por 4 votos a favor y 1 abstención. Votaron afirmativamente los Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos y Letelier. Se abstuvo, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las Notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, relativas a dicho Convenio.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 18 de noviembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 18 de noviembre de 2014.

 (Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
7
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO, Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN WASHINGTON EL 4 DE FEBRERO DE 2010, Y LAS NOTAS INTERCAMBIADAS, EN IGUAL FECHA Y LUGAR, RELATIVAS A DICHO CONVENIO

(9.258-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Julio Bravo, y el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

La Sala del Senado, en sesión de 30 de septiembre de 2014, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Evitar la doble imposición internacional entre ambos países y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


El artículo único del proyecto de acuerdo es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébanse el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las Notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, relativas a dicho Convenio.”.

El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, efectuó una exposición del siguiente tenor: 

- El Convenio fue suscrito el 4 de febrero de 2010, en Washington.

- El objetivo principal de este Convenio es evitar la doble imposición internacional. Para ello, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria de gravar los distintos tipos de rentas o de patrimonio.

- Otros objetivos perseguidos por el Acuerdo:

· Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes;

· Otorgar estabilidad y certeza a los contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta;

· Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados y proceder al intercambio de información entre ellas;

· Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten o desarrollan actividades en el otro Estado Contratante, de ser objeto de discriminaciones tributarias, y 

· Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

- Los principales beneficios de este tipo de convenios son:

1. Promover una mayor cooperación económica entre Chile y Estados Unidos mediante la reducción de las barreras fiscales causadas por la doble tributación de las rentas obtenidas por los residentes de los Estados Contratantes.

2. Incrementar la inversión extranjera directa en Chile.

3. Impulsar las exportaciones de servicios y facilitar la transferencia de tecnología.

4. Mejorar la integridad del sistema tributario, proporcionando el marco a través del cual las administraciones tributarias de Chile y Estados Unidos pueden prevenir la evasión fiscal internacional.

- El informe financiero señala que la aplicación de las normas del Convenio implicará una menor recaudación de US$129.197.000 hasta el quinto año, y de US$131.746.000 a partir del sexto año, lo que sería largamente compensado -como señala el propio Servicio de Impuestos Internos- con los beneficios de este tipo de instrumentos en cuanto constituyen un claro incentivo a la inversión.

La Jefa del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Liselott Kana, señaló que la tramitación del Convenio se ha demorado en Estados Unidos de América, país que desde hace 7 años no aprueba ningún tratado para evitar la doble tributación, encontrándose un total de 8 pendientes de aprobación en el Congreso.

Añadió que en la tramitación del Congreso de los Estados Unidos basta que un integrante de la correspondiente Comisión se oponga a un tratado para que su aprobación se vea retrasada fuertemente.

El Asesor de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Javier Alarcón, expresó que el ingreso del Convenio al Congreso de los Estados Unidos se produjo el 17 de mayo de 2012 y el último trámite que se ha verificado a su interior es de 26 de febrero de 2014.

Agregó que, el 10 de julio de 2015, cuando se reúnen las comisiones de administración del tratado de libre comercio con Estados Unidos de América, se trató el tema de la aprobación del Convenio y el Ejecutivo hizo ver su preocupación por la lenta tramitación del mismo.

El Honorable Senador señor García preguntó, a raíz de la aprobación de la reforma tributaria, por la situación de desmedro que se produce, con ocasión de estos convenios para evitar la doble tributación, dado que los contribuyentes extranjeros en Chile quedan con una tasa final máxima de 35% y los contribuyentes chilenos con una tasa final máxima superior al 44%.  

Por otro lado, observó que la inversión chilena en Estados Unidos –que podría beneficiarse con la aprobación del Convenio- alcanza montos relevantes, superiores a US$6.000 millones.

El señor Alarcón aportó los siguientes datos económicos de la relación comercial de Chile con Estados Unidos: 

- Es el segundo socio comercial de nuestro país y representa un 15,8% del total (período 2003-2014); 

- El intercambio comercial creció a una tasa promedio del 12,3% anual; 

- Estados Unidos es el mayor inversionista extranjero en Chile, por lo que el Convenio permitirá la llegada de más capitales provenientes de ese país. Desde el año 1974 al año 2013, Estados Unidos representa para Chile un 25,76% de las inversiones extranjeras directas, y el 36% de dicha inversión se ha verificado en los 12 años de vigencia del tratado de libre comercio entre ambos países.

La señora Kana sostuvo que la diferencia de trato respecto de distintos tipos de contribuyentes, se origina en el sistema tributario a aplicar y no por la existencia de convenios para evitar la doble imposición.

En el caso de Chile, acotó, el sistema integrado que se aplica actualmente, implica un trato más “benevolente” con el contribuyente, y al ser el único país que aplica un sistema de este tipo, se ha comenzado a incorporar una cláusula en los convenios –que ahora se denomina “Cláusula Chilena”- para aplicar el impuesto adicional a los contribuyentes no residentes en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible mediante el sistema de créditos.

Explicó que, lo anteriormente expuesto, significa que con el sistema vigente previo a la aprobación de la reforma tributaria, los convenios para evitar doble tributación no implicaban ninguna ventaja para los contribuyentes extranjeros, porque nuestro sistema tributario funcionaba del mismo modo con y sin tratado sobre la materia.

Sin embargo, las contrapartes de Chile, que cuentan con sistemas tributarios clásicos (gravando primero la renta de la empresa y, en forma separada, la renta del no residente), al celebrarse los citados convenios debían bajar el impuesto que se aplica a los chilenos cuando se distribuye la utilidad de la empresa.

Ahora, agregó, con el sistema que se implementará a partir de la reforma tributaria, existirán dos modalidades, ocurriendo, en el caso del sistema semi-integrado, que el 65% de lo que se pague por concepto de impuesto a la renta de primera categoría servirá de crédito contra el impuesto final. La particularidad es que con los convenios para evitar doble tributación, el crédito por el impuesto a la renta pagado de primera categoría debe ser de un 100% y no de un 65%.

Concluyó afirmando que la discriminación se da respecto de contribuyentes no residentes de países que no cuentan con convenios para evitar doble tributación, respecto de aquellos contribuyentes no residentes de países que sí cuentan con convenios de ese tipo, y no en relación con contribuyentes residentes en Chile. Añadió que la discriminación es la misma en el caso inverso, en que si Chile cuenta con un convenio, los contribuyentes no residentes en el otro país recibirán un trato más favorable que si no cuentan con el respectivo convenio.

El Honorable Senador señor García planteó que, a pesar de la explicación entregada, sigue viéndose que el inversionista residente pagara un impuesto final más alto –en el sistema semi-integrado- que el inversionista no residente en el país que cuente con un convenio para evitar la doble imposición.

El Honorable Senador señor Lagos reflexionó que, mientras existió el mecanismo del decreto ley N° 600, Estatuto de Inversión Extranjera -que permitía otorgar una invariabilidad tributaria-, también se verificaba una forma de discriminación contra el inversionista nacional que no contaba con esa posibilidad.

El Subsecretario, señor Riveros, expresó que la inversión chilena en Estados Unidos de América llega a US$7.285 millones y representa el 7,8% del total de lo que invierten empresas chilenas en el extranjero.

La señora Kana manifestó que lo expresado por el Honorable Senador señor García es correcto, no obstante, reiteró que esa situación se produce, no como consecuencia del Convenio para evitar doble imposición, sino como consecuencia de la reforma tributaria y el nuevo sistema que se implementará.
El Honorable Senador señor García expresó tener claro que el problema no lo crean los convenios internacionales como el que discuten ahora, pero, a partir de la reforma tributaria, se generó un problema que obligó a otorgar 100% de crédito por el impuesto pagado de primera categoría a contribuyentes residentes en países con convenios sobre doble tributación, como modo de no afectar lo estipulado en convenios celebrados por nuestro país.

Agregó que se trata de un problema de política tributaria que debe ser abordado a fondo y con mayor extensión.

Asimismo, comentó que se está produciendo una controversia jurídica relevante, debido a que existen países que no cuentan con convenio sobre doble tributación con Chile, pero cuentan con acuerdos de promoción y protección de la inversión, por lo que se está sosteniendo que el crédito de 100% por el impuesto pagado debiera extenderse a quienes cuenten con dichos acuerdos de promoción y protección.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

---

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de enero de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. El Convenio para evitar la doble tributación y para prevenir la evasión fiscal, que se somete a consideración, fue firmado el 4 de febrero de 2010 en la ciudad de Washington. Al texto originalmente firmado se le han incorporado modificaciones mediante intercambio de Notas Diplomáticas, siendo el primero de estos intercambios el 25 de febrero de 2010 y los últimos, los días 10 y 21 de febrero de 2012. El análisis de los efectos en recaudación se hace sobre el texto corregido que incorpora todas estas modificaciones hechas al texto original.

2. Este Convenio consta de siete Secciones y un Protocolo. El detalle de las Secciones es el siguiente:

Sección I
:
Ámbito de aplicación del Convenio

Sección II
:
Definiciones

Sección III
:
Imposición a las Rentas

Sección IV
:
Imposición del Patrimonio

Sección V
:
Métodos para eliminar la doble imposición

Sección VI
:
Disposiciones Especiales

Sección VII
:
Disposiciones Finales

3. El presente Convenio persigue alcanzar varios objetivos, entre los que es posible destacar los siguientes:

a. Eliminar la doble imposición internacional;

b. Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las Administraciones Tributarias de ambos Estados contratantes y proceder al intercambio de información entre ellas; y

c. Otorgar estabilidad y certeza a los contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecte.

4. Mediante este Convenio los Estados contratantes manifiestan la intención que buscan con la suscripción del mismo. Así, en los artículos, se establecen las definiciones y procedimientos por los cuales se busca conseguir el logro de los objetivos propuestos. Finalmente, en el Protocolo del Convenio regula situaciones de carácter general o específicas contempladas en el texto.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Este Convenio establece una reducción de la tasa de impuesto que se aplica sobre los intereses en general, de un 35% a un 10%. Sin perjuicio de ello, por un período de 5 años contados desde la fecha en que las disposiciones del Convenio entren en vigencia, esta tasa será de un 15%.

2. Para efectos del cálculo del efecto tributario de esta rebaja, se tomó como base las cantidades de impuestos declarados y pagados mediante el Formulario N° 50, de Declaración Mensual y Pago Simultáneo de Impuestos, durante el año 2012. No se incluye en esta estimación la mayor recaudación que se podría generar por los mayores flujos originados en Estados Unidos hacia Chile.

Adicionalmente, se ha debido considerar que, en los convenios suscritos previamente entre Chile y países como España, Canadá, Corea del Sur y Dinamarca, se ha acordado una "Cláusula de Nación más Favorecida", en virtud de la cual y, respecto de intereses y regalías, ante el evento que cualquiera de los Estados contratantes contemple en un nuevo Convenio tasas más bajas a las previstas en el Convenio suscrito originalmente entre ellos, esas tasas se entenderán incorporadas al Convenio. Ahora bien, dado que el Convenio suscrito con EE.UU. contempla una tasa rebajada de 10% respecto del pago de intereses en general, esta tasa se aplicará a los Convenios que incorporan la mencionada cláusula a partir del sexto año de la entrada en vigencia del Convenio. El costo tributario de esta inclusión se considera en el efecto sobre los ingresos fiscales.

3. La pérdida estimada en recaudación fiscal se calculó como la diferencia generada entre la recaudación actual y la estimación de recaudación aplicando las tasas del Convenio en análisis. Adicionalmente, se incluyó en esta estimación el efecto de la Cláusula de Nación más Favorecida ya explicada, producto de la aplicación del mismo Convenio, y que se presenta en la siguiente tabla:

Estimación de Pérdida de Recaudación por Convenio de Doble
Tributación con EE.UU.

(miles de US$ de enero de 2013 por año)

	Hasta 5° año
	A partir 6° año

	129.197
	131.746


”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébanse el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las Notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, relativas a dicho Convenio.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente accidental), José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE AUSTRIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL CON RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO, Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN SANTIAGO, EL 6 DE DICIEMBRE DE 2012

(9.949-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 3 de noviembre de 2014, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de mayo de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón.





Asimismo, del Servicio de Impuestos Internos concurrieron, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el Asesor del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM





Hacemos presente que, en opinión de la Comisión, el artículo 26, párrafo 2, del Convenio, debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República, ya que establece la obligación de mantener en secreto la información que reciba un Estado contratante.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Decreto ley Nº 824, sobre impuesto a la renta, del 31 de diciembre de 1974.





b) Ley N° 20.780, que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el Convenio en estudio es similar a los instrumentos suscritos con Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, Colombia, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Estados Unidos, Francia, Irlanda, Malasia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, Rusia, Sudáfrica, Suecia, Suiza y Tailandia.





Agrega que todos ellos, se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.





Hace presente que, si bien los comentarios a dicho modelo no están destinados a figurar como anexo al Convenio que se firme, que es el único instrumento jurídicamente obligatorio de carácter internacional, pueden, no obstante, ser de gran ayuda para la aplicación e interpretación del mismo.





Luego, el Ejecutivo indica que los objetivos del Convenio son los siguientes:





a) Evitar la doble imposición internacional a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes.





b) Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes.





c) Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta.





d) Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes.





e) Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias.





f) Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.





En cuanto a los efectos para la economía nacional, el Mensaje expresa que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile, tiene incidencias muy importantes para la economía nacional.





Por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por la otra, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región. 





Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Austria.





En relación a la aplicación del Convenio, señala que si bien podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario debe ser menor.





Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio ya que, en virtud de la norma que regula la imposición de los dividendos, las rebajas de tasas ahí establecidas no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.





En segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior, y el mayor volumen de negocios que genera, aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.





A continuación, el Mensaje señala que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto de los impuestos sobre la renta y al patrimonio que los afecten.





El objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble imposición internacional. Para lograrlo, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.





Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello, se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Cabe hacer presente que, cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores, o incluso no gravar dicha renta, de acuerdo a su legislación interna.





En aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, comprometiéndose a otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 23 del Convenio.





En el caso de Chile, operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





El tratamiento específico de las Rentas y el Patrimonio, es el siguiente:





Rentas de Bienes Inmuebles (bienes raíces).





Las rentas que el residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentren situados los bienes (artículo 6).





Utilidades empresariales.





Los beneficios de la empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente (artículo 7).





En el párrafo 3 del Protocolo se establece que, en el caso de Austria, el término “utilidades” incluye aquellas obtenidas por cualquiera de los socios de una partnership o de una sleeping partnership, creadas de acuerdo a la legislación austríaca.





Para determinar los beneficios de un establecimiento permanente, se debe atribuir a dicho establecimiento los beneficios que éste hubiera podido obtener de ser una empresa distinta y separada de la empresa de la que es establecimiento permanente. Se deberá permitir la deducción de los gastos en que la empresa haya incurrido para los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente, como en otra parte (artículo 7, párrafo 3).





En el párrafo 4 del Protocolo se establece que en el cálculo de la renta imponible de un establecimiento permanente situado en un Estado Contratante, la deducibilidad de los gastos que sean atribuibles a ese establecimiento permanente será determinada de conformidad a la legislación interna de ese Estado.





La expresión “establecimiento permanente” a que alude el artículo 7, se define en el artículo 5 como “un lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte de su actividad”. El mismo artículo señala que dicha expresión también incluye:





a) Una obra o proyecto de construcción o instalación y las actividades de supervisión relacionadas con ellos, pero sólo si dicha obra, construcción o actividades tienen una duración superior a 6 meses; y,





b) La prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultoría, por intermedio de empleados u otras personas naturales encomendados por la empresa para ese fin, en el caso de que tales actividades prosigan en el país durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de 12 meses.





En los párrafos 1 y 2 del Protocolo se precisa el sentido y alcance de algunas disposiciones de la definición de “establecimiento permanente”.





En el párrafo 5 del Protocolo, se contempla una norma que permite gravar con tasas de 5% el monto bruto de las primas de reaseguro, y de 10% del monto bruto de las primas en los demás casos. En el párrafo se precisa, asimismo, que esta disposición tendrá efecto desde la fecha en que una disposición equivalente entre en vigor en todos los acuerdos o convenios existentes entre Chile y los Estados miembros de la Unión Europea y Suiza. Se agrega que, si en uno de los convenios indicados se acordaran tasas más bajas, esas tasas más bajas se aplicarán automáticamente a los efectos del Convenio entre Chile y Austria.





Transporte Marítimo y Aéreo.





Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante, procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 8).





Empresas asociadas.





Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando dicha renta no refleje las utilidades reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (artículo 9).





El párrafo 2 de este artículo establece que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará el ajuste correspondiente de la cuantía del impuesto que ha percibido sobre esas utilidades, siempre que esté de acuerdo con que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto a su monto.





Dividendos.





Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ambos Estados. Con todo, el párrafo 2 del artículo 10 del Convenio, dispone que si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro Estado, el impuesto no podrá exceder del 15% del importe bruto de los dividendos.





El inciso final del párrafo 2 establece que las disposiciones anteriores no limitarán la aplicación del impuesto adicional a pagar en Chile, en la medida que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional. La norma aludida, que se encuentra en todos los convenios suscritos por Chile, se hace cargo de las particularidades que presenta el sistema de impuesto a la renta de nuestro país en que el impuesto de primera categoría se deduce como crédito en contra de los impuestos finales (Global Complementario y Adicional) y, establece que mientras ese sistema se encuentre en vigor, las restricciones que este párrafo contempla no limitarán la aplicación del impuesto adicional que se debe pagar en Chile conforme a las normas de la Ley sobre Impuesto a la Renta.





Intereses y Regalías.





Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:





a) Intereses: El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de los intereses provenientes de: préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros; bonos o valores que son substancial y regularmente transados en una bolsa de valores reconocida; y la venta crédito de maquinaria y equipo, pagados por el comprador al beneficiario efectivo que es el vendedor de dicha maquinaria y equipo. En todos los demás casos, el impuesto no puede exceder de 15% (artículo 11).





b) Regalías: El impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10% en todos los demás casos (artículo 12).





Debe tenerse presente, sin embargo, que en el párrafo 7 del Protocolo se establece que si en algún acuerdo o convenio entre Chile y un Estado Miembro de la OCDE, Chile acordara exceptuar de impuesto, o establecer tasas inferiores a las contempladas en el presente Convenio, para los intereses y regalías. Esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente y bajo las mismas condiciones, como si hubiese sido especificada en el Convenio, a partir de la fecha en que las disposiciones de ese acuerdo o convenio sean aplicables.





Ganancias de capital por enajenación de bienes.





Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie (artículo 13).





También pueden gravarse en ambos Estados, sin restricción, las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o de bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante para la prestación de servicios personales independientes, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o de la base fija.





Las ganancias derivadas de la enajenación de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichas buques o aeronaves, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.





Por su parte, las ganancias que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse sin restricciones de ninguna especie en ambos Estados Contratantes, si se cumple alguna de las dos situaciones que se indican a continuación:





a) El perceptor de la ganancia ha poseído, en cualquier momento dentro del período de 12 meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones u otros derechos representativos del 20% o más del capital de esa sociedad; o,





b) Si provienen de la enajenación de acciones cuyo valor se derive directa o indirectamente en más de un 50% de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante.





Las demás ganancias de capital provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente en el otro Estado Contratante, también pueden someterse a imposición, pero el impuesto exigido no podrá exceder del 17% del monto de la ganancia.





Las ganancias de capital obtenidas por un Fondo de Pensiones se pueden gravar únicamente en el Estado Contratante donde resida ese fondo.





Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro bien, distinto de los mencionados anteriormente, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida el enajenante (artículo 13 N° 5).





Servicios personales independientes.





Las rentas que una persona natural residente de un Estado Contratante obtenga por la prestación de servicios personales independientes, u otras actividades de carácter independiente, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante.





Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija a la cual se le atribuyan las rentas, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período, o períodos, que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un período cualquiera de 12 meses (artículo 14).





Rentas de un empleo.





Las rentas provenientes de un empleo realizado en el otro Estado Contratante, pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar estas rentas si el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por 183 días o menos, si las remuneraciones se pagan por o en nombre de un empleador que no es residente del Estado donde se presta el servicio y si las remuneraciones no son soportadas por un establecimiento permanente que la persona tenga en el Estado donde se presta el servicio (artículo 15).





Honorarios de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes.





Los honorarios de directores y otros pagos similares que un residente de un Estado Contratante obtenga como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ambos Estados (artículo 16).





De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados la renta que obtenga un artista o deportista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante. El mismo tratamiento se aplica a las rentas obtenidas respecto de cualquier actividad personal ejercida en el otro Estado, relacionada con el renombre de la persona como artista o deportista (artículo 17).





Por su parte, las pensiones pueden someterse a imposición exclusivamente en el Estado Contratante donde reside el perceptor de las mismas (artículo 18). En el párrafo 8 del Protocolo se precisa que el término “pensiones” puede incluir un pago único en lugar de pago de pensiones periódicas.





Los sueldos, salarios y otras remuneraciones pagadas por un Estado Contratante, o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales, a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, por regla general, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 19).





Finalmente, las cantidades que reciban para sus gastos los estudiantes o personas en práctica que se encuentren temporalmente en un Estado Contratante, con el único fin de proseguir sus estudios o formación y que sean o hubieran sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residentes del otro Estado, no pueden someterse a imposición en el Estado mencionado en primer lugar, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (artículo 20).





Otras rentas.





En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Así, si provienen del otro Estado Contratante, ya sea Chile o Austria según el caso, ambos Estados tienen derecho a gravarlas de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el preceptor de la renta (artículo 21).





Patrimonio.





Por último, el Convenio regula expresamente la imposición del patrimonio, que en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.





Respecto de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional y por bienes muebles afectos a la explotación de tales buques o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.





Todos los demás elementos del patrimonio de un residente de un Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 22).





Asimismo, el Mensaje se refiere también a otras disposiciones, tales como:





- Eliminación de la doble imposición.





El Convenio establece, en su artículo 23, que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta o un patrimonio, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta o el titular del patrimonio, debe evitar la doble imposición en la forma que se indica a continuación:





a) En Chile, los residentes que obtengan rentas que, de acuerdo con las disposiciones del Convenio, han sido sometidas a imposición en Austria, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas mismas rentas, los impuestos pagados en Austria, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena. Esta norma se aplica a todas las rentas tratadas en el Convenio.





Cuando de conformidad con cualquier disposición del Convenio, las rentas obtenidas por un residente de Chile o el patrimonio que éste posea estén exentas de imposición en Chile, Chile podrá, sin embargo, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exentos a efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio de dicho residente.





b) En Austria, la doble imposición se elimina mediante el método de la exención o del crédito por los impuestos pagados en Chile. Como regla general se establece, en la letra a) del párrafo 1 del artículo 23, que cuando un residente de Austria obtenga rentas o posea elementos patrimoniales que se puedan gravar en Chile, Austria, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes, eximirá dichas rentas o elementos patrimoniales de impuestos.





El método de la deducción del crédito por impuestos pagados en Chile se aplica por disposición de la letra b) del párrafo 1 del artículo 23, respecto de rentas que, de acuerdo a los artículos 11 (intereses), 12 (regalías), 13 párrafo 4 (ganancias de capital) y 21 párrafo 3 (otras rentas); pueden someterse a imposición en Chile. El monto de la deducción no puede exceder la parte del impuesto austríaco, calculado antes de la deducción, correspondiente a las rentas obtenidas en Chile.





La letra c) del párrafo 1 del artículo 23, por su parte, aplica el mismo método para eliminar la doble imposición de los dividendos provenientes de Chile. En este caso, Austria permitirá una deducción como crédito en el impuesto austríaco que será igual al monto menor entre el monto neto del Impuesto Adicional a pagar en Chile, respecto de los dividendos, o el 15% del monto bruto de los dividendos antes del cálculo del Impuesto Adicional.





Las disposiciones de la letra a), que eximen en general a las rentas obtenidas o el patrimonio poseído por un residente de Austria, no se aplican en los casos en que Chile, conforme a lo dispuesto en el Convenio, exime de impuestos a esas rentas o capital, o grava dichas rentas de acuerdo a lo dispuesto en el párrafo 2 de los artículos 10 (dividendos), 11 (intereses) o 12 (regalías), ello por disposición de la letra e) del párrafo 1 del artículo 23.





Finalmente, la letra d) del párrafo 1 del artículo 23 establece, al igual que en el caso de Chile, que cuando de conformidad con las disposiciones del Convenio las rentas obtenidas o el patrimonio que posea un residente de Austria estén exentos de impuestos en Austria, Austria puede sin embargo, al calcular el importe del impuesto sobre las restantes rentas o patrimonio de ese residente, tener en cuenta las rentas o patrimonio exentos.





- Principio de no discriminación.





El Convenio reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otro Estado Contratante a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones. Asimismo, regula la manera en que el principio de no discriminación beneficia a los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado y a las sociedades residentes de un Estado Contratante cuyo capital esté total o parcialmente detentado o controlado por uno o varios residentes del otro Estado Contratante, así como la forma en que se aplica respecto de la deducibilidad de los gastos pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante (artículo 24).





- Procedimiento de acuerdo mutuo.





El Convenio dispone que las autoridades competentes de los Estados Contratantes, harán lo posible por resolver mediante acuerdo mutuo las cuestiones derivadas de reclamaciones de contribuyentes que consideren que las medidas adoptadas por uno o ambos Estados implican o pueden implicar una imposición que no esté conforme con el Convenio.





Se establece, a continuación, que las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del Convenio mediante un acuerdo mutuo.





En el párrafo final de este artículo, se establece la posibilidad de resolver por medio de un arbitraje cualquier dificultad o duda que surja sobre la interpretación o aplicación del Convenio, en la medida que las autoridades competentes de ambos Estados Contratantes así lo acuerden (artículo 25).





- Intercambio de información.





Para efectos de la aplicación del Convenio y de la legislación tributaria de los Estados Contratantes, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes (artículo 26).





Por su parte, el artículo 3 del Convenio incluye entre las autoridades competentes al Director del Servicio de Impuestos Internos. Este funcionario, en virtud de lo que establece el artículo 26 del Convenio y el artículo 7 b bis de la Ley Orgánica del Servicio, se encuentra facultado para recabar información (incluyendo el ejercicio de sus facultades de fiscalización), con el fin de obtener e intercambiar la información solicitada con la autoridad competente de Austria.





- Miembros de Misiones Diplomáticas y de Oficinas Consulares.





El Convenio no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas u oficinas consulares (artículo 27).





- Disposiciones Misceláneas.





El artículo 28 contempla las siguientes disposiciones misceláneas:





a) Fondos de Inversión. El párrafo 1 establece que las disposiciones del Convenio no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos, con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile.





b) Relación con el Acuerdo General sobre Comercio de los Servicios. El párrafo 2 dispone que para los fines del párrafo 3 del artículo XXII (Consulta) del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios y sin perjuicio de ese párrafo, cualquier disputa entre los Estados respecto de si una medida se encuentra dentro del ámbito de este Convenio, puede ser llevada ante el Consejo de Comercio de Servicios, pero sólo con el consentimiento de ambos Estados Contratantes.





c) Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. El párrafo 3, por su parte, busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio con relación a las disposiciones del Decreto Ley N° 600, Estatuto de la Inversión Extranjera. Para ello, señala expresamente que nada del Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha del Convenio y aun cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.





d) Tributación de un establecimiento permanente en Chile. El párrafo 4 señala que nada en el Convenio afectará la imposición en Chile de un residente en Austria, en relación a los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente situado en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.





Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio.





Cada uno de los Estados Contratantes notificará al otro, a través de la vía diplomática, el cumplimiento de los procedimientos exigidos por su legislación para la entrada en vigor del Convenio. El Convenio entrará en vigor en la fecha de recepción de la última de estas notificaciones (artículo 29).





El Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de los Estados Contratantes, a más tardar el 30 de junio de cada año calendario posterior a aquél en que entre en vigor, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática (artículo 30).





Protocolo del Convenio.





El Protocolo del Convenio forma parte integrante del mismo y regula diversas materias.





En el contexto internacional existe consenso en el sentido que los Estados no tienen por qué conceder los beneficios de un convenio de doble imposición cuando se hayan hecho manejos que constituyan un uso abusivo de las disposiciones del mismo. Este consenso encuentra su fundamento en uno de los fines de los convenios tributarios, que es prevenir la evasión fiscal, y en lo dispuesto en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, que establece que los convenios se deben interpretar de buena fe.





Complementando ese principio de carácter general, en el párrafo 6 del Protocolo se incluye una norma anti abuso, la que dispone que las disposiciones de los artículos 10 (dividendos), 11 (intereses) y 12 (regalías), no se aplicarán si el propósito principal, o uno de los principales propósitos de cualquier persona relacionada con la creación o atribución de un derecho o crédito con respecto a los cuales los dividendos, intereses o regalías se pagan; fuera el de tomar ventajas de esos artículos mediante tal creación o atribución.





En relación al artículo 26 del Convenio (intercambio de información), el párrafo 9 del Protocolo detalla los requisitos que debe cumplir el requerimiento de información para demostrar el carácter previsiblemente pertinente de la información que se solicita.





En el mismo párrafo, se establece que las disposiciones del artículo 26 no se interpretarán en el sentido de que se podrá requerir información de operaciones que obren en poder de un banco u otra institución financiera, cuya fecha sea anterior a la fecha en que el Convenio entre en vigor.





Respecto del artículo 28 del Convenio (disposiciones misceláneas), en el párrafo 10 del Protocolo, los Estados Contratantes, teniendo en cuenta que el objetivo principal del Convenio es evitar la doble imposición internacional, acuerdan que, en el caso que las disposiciones del Convenio sean usadas de forma tal que otorguen beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes deberán recomendar modificaciones específicas, las que serán discutidas expeditamente.





Respecto a la interpretación del Convenio, el párrafo 11 declara que los comentarios a los modelos de la OCDE y de las Naciones Unidas –según sean revisados ocasionalmente–, constituyen un medio de interpretación en el sentido de la Comisión de Viena de 23 de mayo de 1969, sobre el Derecho de los Tratados.





El párrafo 12 del Protocolo, a su vez, contempla una norma anti abuso para evitar que rentas provenientes del otro Estado y atribuibles a un establecimiento permanente que una empresa tiene en un tercer Estado, se beneficien por esa sola circunstancia de un tratamiento más favorable.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 19 de marzo de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de abril de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. A su vez, la Comisión de Hacienda trató la iniciativa en sesiones realizadas los días 21 de abril y 5 de mayo de 2015, y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el Convenio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 13 de mayo de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (102 votos a favor).





4. Instrumento Internacional.- El Convenio consta de un Preámbulo, siete Capítulos, 30 artículos y un Protocolo.





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





En los capítulos, por su parte, se establecen las normas sustantivas del Convenio.





El Capítulo I, denominado “Ámbito de Aplicación del Convenio”, consta de dos artículos.





El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio.





Por su parte, el artículo 2, por su parte, establece que el Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta y al patrimonio exigible por cada uno de los Estados Contratantes, e incluye una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma. Asimismo, precisa que el Convenio se aplicará igualmente a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan.





Cabe hacer presente que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos ni de los aranceles.





El Capítulo II, denominado “Definiciones”, a su vez contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos, en tres artículos.





El artículo 3 trata de las definiciones generales; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente y, el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.





En cuanto al Capítulo III, denominado “Imposición de las Rentas”, éste contiene dieciséis artículos, cuyo contenido se enuncia brevemente en los párrafos que siguen.





El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a las utilidades empresariales; el artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte marítimo y aéreo; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 norma la situación de los dividendos; el artículo 11 trata la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; y el artículo 13 rige la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.





Por su parte, el artículo 14 trata de los servicios personales independientes prestados por personas naturales (los servicios prestados por empresas quedan comprendidos en el artículo 7, “Utilidades Empresariales”); en el artículo 15 se contempla el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 dispone la forma en que se gravan las participaciones de directores; el artículo 17 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes; y el artículo 21 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.





En lo referente al Capítulo IV, denominado “Patrimonio”, éste contempla sólo el artículo 22, el que se refiere al Estado que puede someter a imposición el patrimonio.





El Capítulo V, por su parte, denominado “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”, consta de un solo artículo, el 23, en el cual se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Austria.





El Capítulo VI, llamado “Disposiciones Especiales”, consta de cinco artículos.





En el artículo 24, se establece el principio de no discriminación, mientras que en el artículo 25 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo; el artículo 26, a su vez, se refiere al intercambio de información; en el artículo 27, en tanto, trata la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y, por último, en el artículo 28 se incluyen disposiciones misceláneas.





El Capítulo VII, denominado “Disposiciones Finales”, contiene dos artículos. El artículo 29, que establece la entrada en vigor del convenio, y el 30, que regula la denuncia del mismo.





Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo y en el que se abordan situaciones generales y especiales.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





Al ponerse en discusión el presente proyecto de acuerdo, el Asesor de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Javier Alarcón, expuso que con fecha 6 de diciembre de 2012 se suscribió en la ciudad de Santiago, el Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo.





Agregó que este instrumento es similar a los suscritos con Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, Colombia, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Estados Unidos, Francia, Irlanda, Malasia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, Rusia, Sudáfrica, Suecia, Suiza y Tailandia.





Destacó que todos estos Convenios se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Añadió que en el año 2013 este Acuerdo fue sancionado legalmente por la República de Austria, en conformidad a su ordenamiento jurídico.





A continuación, el Asesor del Ejecutivo explicó que los instrumentos para evitar la doble tributación tienen por objeto abrir la economía del país a nuevos mercados, a través de la reducción de las tasas impositivas que gravan determinadas transacciones, entre las que se cuentan las relacionadas con la prestación de servicios y el intercambio de tecnología, lo cual busca incentivar el crecimiento de estos relevantes sectores de la economía.





Precisó que, con este fin, Chile ha empezado a negociar éste tipo de Convenios a partir de 1997, orientando su política de negociación a países de todas las regiones del mundo en orden a crear y ampliar las conexiones económicas y las facilidades para hacer negocios.





Sostuvo que, para tales efectos, estos Acuerdos establecen mecanismos de cooperación entre las administraciones tributarias de los Estados Partes y procedimientos comunes para resolver las disputas tributarias que se produzcan durante su aplicación.





Indicó que los objetivos perseguidos por el presente Convenio, son los siguientes: evitar la doble tributación internacional; asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados contratantes; otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta; establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal, y proteger a los nacionales de un Estados contratante, que intervienen en el otro Estado Parte o desarrollan actividades en él, respecto de discriminaciones tributarias.





Luego, el Honorable Senador señor García Huidobro consultó sobre qué diferencias presenta este instrumento respecto de los anteriores celebrados en esta materia y, por otra parte, si próximamente ingresarán nuevos Convenios de este tipo.





La Jefa del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Liselott Kana, contestó que el presente instrumento no tiene muchas diferencias en relación con los anteriores firmados en esta materia. Indicó que básicamente es lo mismo en materia de recaudaciones, es decir, en limitación impositiva. Agregó que se han celebrado Convenios de este tipo con Argentina y China, los cuales en un período breve ingresarán al Congreso Nacional para su correspondiente ratificación. 





Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos preguntó si este tratado tiene algunas diferencias con los últimos que se han celebrado sobre doble tributación.





La señora Kana arguyó que siempre se tiene en cuenta la recaudación de la fuente o la residencia, y en este caso en particular, se ha renunciado a nuestros gravámenes en regalías e intereses, no en dividendos.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos y Letelier.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 2 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Juan Pablo Letelier Morel.





Sala de la Comisión, a 3 de junio de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE AUSTRIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL CON RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO, Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN SANTIAGO, EL 6 DE DICIEMBRE DE 2012

(9.949-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Julio Bravo, y el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

La Sala del Senado, en sesión de 19 de mayo de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Evitar la doble imposición internacional entre ambos países y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


El artículo único del proyecto de acuerdo es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012.”.

El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, efectuó una exposición del siguiente tenor:

- Fue suscrito el 6 de diciembre de 2012, en Santiago.

- Austria finalizó el 17 de junio de 2013 todos los trámites para la entrada en vigencia de este Convenio.

- La finalidad principal del Convenio propuesto es promover un mayor flujo de inversiones y relaciones comerciales entre Chile y Austria, y mejorar los mecanismos de prevención de la evasión fiscal internacional respecto de los impuestos a la renta y el patrimonio. Esto se lograría a través de:

a) La eliminación de la doble tributación jurídica internacional sobre las rentas que obtengan los residentes de los Estados Contratantes, para reducir de esta forma las barreras fiscales al flujo de capitales y servicios;

b) El incremento de la inversión extranjera directa en Chile;

c) El impulso a las exportaciones de servicios y la facilitación de la transferencia de tecnología y conocimientos;

d) El fortalecimiento de la integridad del sistema tributario, proporcionando el marco a través del cual las administraciones tributarias de ambos países pueden prevenir la evasión fiscal internacional mediante el intercambio de información y la cooperación administrativa, y

e) La contribución a un mayor grado de certeza en materia tributaria para los contribuyentes de los Estados Contratantes, mediante el establecimiento de un marco internacionalmente aceptado, basado en el Modelo de convenio tributario de la OCDE, para la tributación de las inversiones y operaciones transfronterizas.

- El informe financiero señala que la aplicación de las normas del Convenio implicará una menor recaudación de US$1.424.000 (a noviembre de 2014), lo que es largamente compensado con los beneficios que reporta la suscripción de este tipo de tratados, de acuerdo a información con la que cuenta el Servicio de Impuestos Internos en relación a otros convenios similares ya vigentes.
Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

---

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 5 de marzo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
1. El presente Convenio persigue alcanzar varios objetivos, entre los que es posible destacar:

a. La eliminación de la doble imposición internacional;

b. El establecimiento de mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las Administraciones Tributarias de ambos Estados contratantes y proceder al Intercambio de información entre ellas; y

c. El otorgamiento de estabilidad y certeza a los contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecte.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Este Convenio establece que los residentes en Chile que obtengan rentas que, de acuerdo con las disposiciones de este Convenio, han sido sometidas a imposición en Austria, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas mismas rentas los impuestos pagados en Austria, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena.

Por otra parte, cuando de conformidad con cualquier disposición de este Convenio, las rentas obtenidas por un residente de Chile o el patrimonio que éste posea estén exentos de imposición en Chile, Chile podrá, sin perjuicio de lo anterior, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exento, para efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio.

2. Atendido lo señalado, la estimación del impacto sobre el presupuesto fiscal se realiza a partir de la información registrada en la Declaración Jurada N° 1.850, del año tributario 2014 (año comercial 2013), sobre Impuesto Adicional, contenido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que grava a las rentas de fuente nacional percibidas o devengadas por personas sin domicilio ni residencia en Chile, incluidas las rentas asociadas a convenios y gastos rechazados correspondientes, y datos del Banco Central de Chile.

3. Así, es posible señalar que la pérdida estimada por concepto de recaudación se calculó como la diferencia generada entre la recaudación actual y la estimación de recaudación con las tasas que establece sobre la materia el convenio en cuestión. A este resultado, se adicionó el aumento de ingresos fiscales originado en el aumento en la base imponible del Impuesto de Primera Categoría de los retenedores, como consecuencia de la disminución de las tasas de retención. El resultado de lo anterior es una pérdida en la recaudación fiscal consecuencia de la suscripción del Convenio para evitar la Doble Tributación con Austria de US$1.424 miles (estimada con datos a Noviembre 2014).”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente accidental), José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA EL TRANSPORTE DE DESECHOS HACIA VERTEDEROS CLANDESTINOS

(7.908-15)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro, con urgencia calificada de “suma”, el 4 de agosto de 2015.

- - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En relación a esta materia hacemos presente que los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 192 bis, del artículo único de este proyecto de ley, que se introduce en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, deberán votarse de acuerdo con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, como normas de ley orgánica constitucional requiriendo, para su aprobación, modificación o derogación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, por incidir en las funciones y atribuciones de las Municipalidades.

- - - - - - - -


El 10 de marzo del año en curso, el Honorable Senado, mediante oficio Nº 47/SEC/15 comunicó a la Honorable Cámara de Diputados que ha rechazado las enmiendas introducidas por ésta al proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos y, por lo tanto, que corresponde la formación de una Comisión Mixta que deberá proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República. Al efecto, la Corporación designó a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para integrar la referida Comisión Mixta, cuya designación recayó en los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay, Jaime Orpis Bouchon y Manuel José Ossandón Irarrázabal. 


La Honorable Cámara de Diputados, por su parte, por Oficio Nº 11.748, de fecha 11 de marzo de 2015, comunicó la designación, como integrantes de la Comisión Mixta, de los Honorables Diputados señora Jenny Álvarez Vera y señores René Manuel García García, Felipe Letelier Norambuena, Iván Norambuena Farías y Mario Venegas Cárdenas. 


Posteriormente, el Honorable Diputado señor Mario Venegas Cárdenas fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Jorge Sabag Villalobos.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 4 de agosto de 2015, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y Honorables Diputados señora Jenny Álvarez Vera y señores René Manuel García García, Felipe Letelier Norambuena, Iván Norambuena Farías y Jorge Sabag Villalobos (Mario Venegas Cárdenas).


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente,  por la unanimidad de sus miembros presentes, al Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín, y de inmediato se abocó al cumplimiento de su cometido.


A esta sesión celebrada por la Comisión Mixta asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Diputados señora Loreto Carvajal Ambiado y el señor Leopoldo Pérez Lahsen.

Durante la tramitación de este proyecto de ley, vuestra Comisión Mixta contó con la colaboración y participación de la Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia.


Además, contó con la asistencia de los Asesores del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señores José Huerta y Alberto Jara; de la Honorable Diputada señora Álvarez, señora Teresita Fabres y señor Juan Pablo Pérez y de la representante de la  Segpres, señora Catherine Peirano.
- - - - - - 

MATERIA DE LA DIVERGENCIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo del Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, a cuatro enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, en su segundo trámite constitucional, a este proyecto de ley, recaídas en el artículo 192 bis.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 192 bis

Inciso primero


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional aprobó, como inciso primero de este artículo, el siguiente:

“Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, hacia o en la vía pública, sitios eriazos, en vertederos o depósitos clandestinos o ilegales, o en los bienes nacionales de uso público, será sancionado en la siguiente forma:


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional modificó este inciso, de la siguiente manera:

- Ha reemplazado la frase “vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada” por la frase “vehículos motorizados, no motorizados o a tracción animal”.


En discusión esta discrepancia, el Honorable Diputado señor García manifestó que tenía por finalidad evitar equívocos al respecto, respondiendo esta enmienda a una mejor redacción.


- Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada la proposición de la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón y Honorables Diputados señora Álvarez y señores García, Letelier y Sabag (Venegas).

Párrafo primero


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional aprobó, como párrafo primero del inciso primero de este artículo, el siguiente:


“Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado”.”


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional modificó este párrafo, de la siguiente manera:

- Ha incorporado el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el actual párrafo segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales al propietario del vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita.”.


En discusión esta discrepancia, la Secretaría de la Comisión hizo presente dos observaciones relacionadas con el particular, las cuales fueron efectuadas durante la tramitación de la iniciativa en la Cámara de Origen. 


La primera, del Honorable Senador señor Orpis, durante el debate en la Comisión, en la cual advirtió de los riesgos que podía conllevar la sanción del propietario en situaciones en que este último, por ejemplo, arrendaba el vehículo sin haber autorizado el transporte ilícito o sin haber tomado conocimiento de ello.


La segunda, del Honorable Senador señor Navarro, durante el debate en la Sala, en la cual recalcó que, sin perjuicio de las infracciones contempladas, debiese sancionarse, asimismo, al propietario de los desechos que son transportados de manera ilícita. 


El Honorable Senador señor Ossandón, en relación a la observación del Honorable Senador señor Navarro, indicó que ello fue debatido en la Comisión, pero fue descartado por la complejidad de identificar la fuente desde donde provienen los desechos. Destacando, asimismo, que los principales responsables son los conductores que materialmente trasladan y depositan, de manera ilícita, tales desechos.


Por otra parte, recalcó, en un sentido similar, que ante la presencia de vertederos clandestinos, lo que corresponde es comunicar de tal situación a la Secretaría Ministerial Regional de Salud para que este órgano realice un sumario sanitario al propietario del predio. 


Por tal razón, consideró que las propuestas de la Comisión Mixta debiesen dirigirse a afinar las sanciones contempladas en los textos aprobados por las Cámaras, en tanto tales conductas son las que constituyen actualmente un vacío.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, en lo referente a la enmienda de la Cámara de Diputados que sanciona al propietario del vehículo con el cual se realiza el transporte ilícito de desechos, solicitó al Ejecutivo explicar las razones que justifican tal modificación.


La Asesora Legislativa del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, señaló que dicha modificación obedecía a la lógica sobre la cual se estructura la Ley de Tránsito actualmente. En efecto, declaró que en esta última se sanciona, en diversas infracciones, tanto al conductor como al propietario, por lo que la enmienda se encuadra en tal contexto.


A su turno, destacó que de esa forma se facilita la eficacia de la aplicación de la sanción, en tanto sólo debe verificarse en el registro respectivo a la persona que conste como titular del vehículo.


Por último, haciéndose cargo de la observación hecha por el Honorable Senador señor Orpis, expresó que la modificación contempla explícitamente una causal de justificación al propietario, toda vez que este último no será sancionado si acredita que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita, por lo que situaciones tales como el arriendo se verían debidamente resguardadas.


Por las razones antedichas, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó agregar, como oración final del párrafo primero del artículo 192 bis, aprobado por el Senado, el texto propuesto por la Cámara de Diputados, con enmiendas, párrafo que quedaría redactado como sigue:


“Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado. La misma sanción se aplicará al propietario del vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita;”.


- Sometida a votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón y Honorables Diputados señora Álvarez y señores García, Letelier, Norambuena y Sabag (Venegas).

Párrafo segundo


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional aprobó, como párrafo segundo del inciso primero de este artículo, el siguiente:


“Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional modificó este párrafo, de la siguiente manera:

- Ha reemplazado el actual párrafo segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“Con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados, sin ser propietario. Adicionalmente, se podrá sancionar con la suspensión de la licencia de conducir e inhabilidad para obtenerla hasta por noventa días.”.


En discusión esta discrepancia, el Honorable Senador señor Ossandón, explicó que durante la tramitación del proyecto se recogió la experiencia e información proporcionada por las Municipalidades, de lo cual se concluyó que la gran mayoría de las personas dedicadas al traslado ilícito de residuos y basuras son particulares, es decir, no son choferes sujetos a una relación laboral con un determinado empleador a quien responden y de quien reciben tales instrucciones, por lo que motivados por el alto rendimiento económico de este negocio, de manera consciente y libre, realizan tal actividad. 


Así, expresó, no se justifica un trato más benigno a los choferes que materialmente trasladan los residuos.  


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, expresó que la rebaja de la sanción, incorporada por la enmienda de la Cámara de Diputados, hace que aquélla sea insuficiente, no alterando la actual realidad de la problemática. 


Por otro lado, se manifestó contrario a que sólo sea facultativa la posibilidad de suspender la licencia de conducir al infractor e inhabilitar su obtención por un determinado plazo, debiendo ser dicha sanción, a su juicio, imperativa y adicional a la multa. Lo anterior, en tanto estimar que el mejor desincentivo en este ámbito es que el conductor del vehículo en el cual son trasladados los desechos se vea impedido de conducir. De lo contrario, la lucratividad del negocio torna en ineficaces a las sanciones propuestas.


A su turno, la Honorable Diputada señora Álvarez, explicó que el fundamento de la enmienda fue evitar que trabajadores que fueran presionados por sus empleadores para realizar tales traslados quedasen privados de su licencia, y, por consiguiente, peligrara la estabilidad de su fuente laboral.


El Honorable Diputado señor García, a su vez, señaló que el contexto de la enmienda se entiende de mejor forma con la incorporación de la responsabilidad del propietario del vehículo. Sin perjuicio de eso, agregó que no estaba de acuerdo en que la suspensión de la licencia, y la posterior inhabilidad temporal para su obtención, deba ser una sanción facultativa para el juez, sino que debe ser adicional a la aplicación de la multa, la que ya considera un amplio radio de discrecionalidad al juez para su imposición. 


El Honorable Senador señor Letelier, por su parte, señaló que los trabajadores no se pueden prestar para realizar una actividad ilegal, por lo que no se debe amparar tales conductas con un trato diferenciado más benigno. En efecto, mencionó que por el contrario, sanciones de este estilo protegen la situación del trabajador, teniendo éste una justificación legítima para no acatar cualquier instrucción del empleador en este sentido.


El Honorable Diputado señor Pérez, expresó que en el transporte ilícito de residuos todos los partícipes son responsables, por lo que todos debiesen ser sancionados con medidas de envergadura. Además, hizo presente que, en su opinión, es muchas veces el propio conductor, independientemente del propietario del vehículo, quien ejecuta la actividad y, por consiguiente, quien realiza el negocio.


El Honorable Diputado señor Letelier, manifestó que, en su opinión, existe un amplio consenso al respecto, debiéndose sancionar todas las conductas que involucra el transporte ilícito de desechos, en tanto los vertederos clandestinos afectan a todas las comunas del territorio.


En virtud de lo expresado, vuestra Comisión Mixta propuso contemplar, como párrafo tercero del artículo 192 bis, el texto aprobado por el Honorable Senado, cuyo texto es del siguiente tenor:


“Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años;”.

- Sometida a votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón y Honorables Diputados señora Álvarez y señores García, Letelier, Norambuena y Sabag (Venegas).

Inciso cuarto, nuevo


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional aprobó, como inciso cuarto de este artículo, el siguiente:


“Las Municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó un nuevo inciso cuarto, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, del texto aprobado por el Senado, a ser quinto y sexto, respectivamente, del siguiente tenor: 

- Ha incorporado el siguiente inciso cuarto, pasando los actuales incisos cuarto y quinto a ser quinto y sexto, respectivamente:


“La Municipalidad de la comuna en donde transita el vehículo que sea retirado de circulación, por sí o a través de terceros, deberá descargar la basura, desechos o residuos y los trasladará hasta los rellenos sanitarios autorizados. El infractor, sea éste el propietario del vehículo, motorizado o no motorizado, el que encargue o realice, deberá pagar la multa correspondiente y los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos en que incurra la Municipalidad. El vehículo que sea retirado de circulación en conformidad con el inciso precedente sólo será devuelto al propietario contra entrega del comprobante de pago de las multas correspondientes y de los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos.”.

En discusión esta discrepancia, el Honorable Senador señor Letelier, propuso aprobar la enmienda introducida por la Cámara Revisora, en virtud de que, a su juicio, la Municipalidad es el órgano  idóneo para poder trasladar tales desechos a lugares habilitados para su depósito, evitando que permanezcan en el basural ilícito, debiendo a su vez el infractor hacerse cargo de tales gastos para poder recobrar su vehículo.


- Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada la proposición de la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón y Honorables Diputados señora Álvarez y señores García, Letelier y Norambuena.
Artículo transitorio

Inciso segundo


Como consecuencia de los acuerdos anteriores tras las discrepancias entre las Cámaras, vuestra Comisión Mixta propuso intercalar, como inciso segundo de este artículo, aprobado por el Honorable Senado, pasando el actual a ser tercero, el siguiente, nuevo:


“La no dictación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, no impedirá la plena aplicación inmediata de las sanciones contempladas en esta ley.”.


En discusión esta propuesta, el Honorable Senador señor Ossandón señaló que la misma surge como una forma de abordar el problema de la inactividad municipal en este ámbito, evitando que la no dictación de la ordenanza sea un obstáculo para la aplicación de la ley. 


El Honorable Senador señor Girardi, en la misma línea, expresó que debe contemplarse en la propia ley el no impedimento de la dictación de la ordenanza para poder aplicar las sanciones inmediatamente.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que si bien no es posible forzar al Alcalde a dictar dicha normativa, ni menos el contenido detallado de la misma, la omisión de ello constituiría un abandono de deberes por parte de la autoridad edilicia. 


A su vez, expresó que la ordenanza es un instrumento necesario para alcanzar la íntegra finalidad de la presente legislación, toda vez que ella regulará temas relevantes y que fueron objeto del debate durante la tramitación del proyecto


Sin perjuicio de lo anterior, se manifestó favorable a regular expresamente la aplicación inmediata de las sanciones, no siendo óbice la dictación de la ordenanza.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón y Honorables Diputados señora Álvarez y señores García, Letelier y Norambuena.
- - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación.

ARTÍCULO ÚNICO

Artículo 192 bis

Inciso primero


--- Reemplazar en el inciso primero del artículo 192 bis, del texto aprobado por el Senado, la frase “vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada” por la frase “vehículos motorizados, no motorizados o a tracción animal”, propuesta por la Honorable Cámara de Diputados.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, por 8 votos a favor.)

Párrafo primero


--- Agregar, como oración final del párrafo primero del artículo 192 bis, aprobado por el Senado, el texto propuesto por la Cámara de Diputados, con enmiendas, párrafo que quedaría redactado como sigue:


“Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado. La misma sanción se aplicará al propietario del vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita;”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, por 9 votos a favor.)

Párrafo segundo


--- Contemplar, como párrafo segundo del artículo 192 bis, el texto aprobado por el Honorable Senado, cuyo texto es del siguiente tenor:


“Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años;”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, por 9 votos a favor.)

Inciso cuarto, nuevo


--- Incorporar como inciso cuarto del artículo 192 bis, pasando los actuales incisos cuarto y quinto del texto aprobado por el Senado a ser quinto y sexto, respectivamente, el siguiente texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:


“La Municipalidad de la comuna en donde transita el vehículo que sea retirado de circulación, por sí o a través de terceros, deberá descargar la basura, desechos o residuos y los trasladará hasta los rellenos sanitarios autorizados. El infractor, sea éste el propietario del vehículo, motorizado o no motorizado, el que encargue o realice, deberá pagar la multa correspondiente y los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos en que incurra la Municipalidad. El vehículo que sea retirado de circulación en conformidad con el inciso precedente sólo será devuelto al propietario contra entrega del comprobante de pago de las multas correspondientes y de los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos.”. 


(Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, por 8 votos a favor.)

Artículo transitorio


--- Intercalar como inciso segundo del artículo transitorio, aprobado por el Honorable Senado,  pasando su inciso segundo a ser inciso tercero, el siguiente, nuevo:


“La no dictación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, no impedirá la plena aplicación inmediata de las sanciones contempladas en esta ley.”.

(Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, por 8 votos a favor.)
- - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE

LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, los siguientes artículos 192 bis, 192 ter y 192 quáter:


“Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos motorizados, no motorizados o a tracción animal, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, hacia o en la vía pública, sitios eriazos, en vertederos o depósitos clandestinos o ilegales, o en los bienes nacionales de uso público, será sancionado en la siguiente forma:


Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado. La misma sanción se aplicará al propietario del vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita;


Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años;


Con multa de 0,2 a 1 unidad tributaria mensual y el retiro del carretón y los aperos a quien conduzca un vehículo a tracción animal. El animal será entregado a quien conducía el vehículo; 


Con la misma multa anterior y el retiro del vehículo a tracción manual a quien lo conduzca o a quien realice el traslado en vehículo no motorizado, y


Con una multa de 20 a 150 unidades tributarias mensuales, si se encarga o realiza el transporte, traslado o depósito de desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, en cualquier tipo de vehículo. Adicionalmente, será castigado con presidio menor en su grado medio y con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años.


A los reincidentes de las conductas descritas anteriormente, se les impondrá como mínimo el doble de la multa establecida como base para cada conducta. Adicionalmente, en los casos que corresponda, se suspenderá nuevamente la licencia de conducir, al menos, por un mínimo de seis meses y hasta dos años.


Los vehículos y especies que se encuentren en las situaciones descritas serán retirados de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares contemplados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose al infractor lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 156 de esta ley. 


La Municipalidad de la comuna en donde transita el vehículo que sea retirado de circulación, por sí o a través de terceros, deberá descargar la basura, desechos o residuos y los trasladará hasta los rellenos sanitarios autorizados. El infractor, sea éste el propietario del vehículo, motorizado o no motorizado, el que encargue o realice, deberá pagar la multa correspondiente y los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos en que incurra la Municipalidad. El vehículo que sea retirado de circulación en conformidad con el inciso precedente sólo será devuelto al propietario contra entrega del comprobante de pago de las multas correspondientes y de los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos. 


Las Municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.


Asimismo, en el caso de las instituciones del Estado y Municipalidades, ellas deberán exigir a los vehículos recolectores de residuos domiciliarios y de residuos sólidos inertes la respectiva autorización del director del área de la institución que dé cuenta de la existencia del contrato de disposición final, en los cuales se indique que el destino último de los desechos será un relleno sanitario o un vertedero legalmente autorizado.


Artículo 192 ter.- El transporte y retiro de escombros en contenedores o sacos se realizará cubriendo la carga de forma que se impida el esparcimiento, dispersión de materiales o polvo durante su traslado y que éstos se caigan de sus respectivos transportes. El que efectúe el transporte sin adoptar las medidas indicadas deberá pagar una multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales.


En todo caso, la persona natural o jurídica que cuente con la autorización para trasladar escombros deberá comunicar a la Municipalidad por escrito cuál será la cantidad de metros cúbicos de escombros que se depositarán, su naturaleza y composición, el modo y los medios a emplear en el retiro, el transporte de los mismos y su lugar de destino.


Artículo 192 quáter.- Cualquier persona que sorprenda o detecte las conductas descritas en los artículos 192 bis o 192 ter podrá poner en conocimiento de este hecho a las Municipalidades, a Carabineros de Chile o a la autoridad sanitaria quienes remitirán los antecedentes al Ministerio Público o a los tribunales competentes, según corresponda. Las personas podrán acompañar fotografías, filmaciones u otros medios de prueba que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron los hechos.


Artículo transitorio.- Las Municipalidades tendrán el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, para dictar la ordenanza municipal a que se refiere el artículo 192 bis de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009.


La no dictación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, no impedirá la plena aplicación inmediata de las sanciones contempladas en esta ley.


La presente ley comenzará a regir desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.
- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y de los Honorables Diputados señora Jenny Álvarez Vera y señores René Manuel García García, Felipe Letelier Norambuena, Iván Norambuena Farías y Jorge Sabag Villalobos (Mario Venegas Cárdenas).

Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER LOS PROYECTOS RELATIVOS A PROBIDAD Y TRANSPARENCIA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE LA CESACIÓN EN LOS CARGOS DE PARLAMENTARIOS, ALCALDES, CONSEJEROS REGIONALES Y CONCEJALES POR INFRACCIÓN A LAS NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITES Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL (10.000-07 Y 9.860-07, REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de presentar su segundo informe acerca del proyecto de reforma constitucional aludido, que corresponde a dos iniciativas refundidas, el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria y la Moción de las Senadoras señoras Allende y Pérez San Martín y de los Senadores señores Harboe, Montes y Quinteros.


Este proyecto fue aprobado en general en sesión de 1 de julio de 2015.

QUÓRUM DE APROBACIÓN

Corresponde señalar que el artículo único del proyecto en informe requiere, en cada Cámara, la aprobación de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, al recaer en los Capítulos V y XIV, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

-------

 
A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de reforma constitucional asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, el asesor del Ministro señor Exequiel Silva, el abogado señor Nicolás Torrealba y las asesoras y los asesores del mismo Ministerio señoras Valeria Lubbert, Cristina Vio, María José Solano y Francisca Soto, y señores Giovanni Semería, Guillermo Briceño, Felipe Cowley y Daniel Portilla; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divín; el asesor del Comité Partido por la Democracia, señor Sebastián Abarca y el asesor de la Bancada del Partido Comunista de la Cámara de Diputados, señor Matías Jiménez. Asesores parlamentarios: Del Senador Ignacio Walker la señora Constanza González. Del Senador García Ruminot el señor Rodrigo Fuentes. Del Senador Guillier la señora Natalia Alviña. Del Senador señor Harboe el señor Nicolás Freire.

-------


Especialmente invitado a la sesión de 3 de agosto de 2015, concurrió el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, Ministro señor Patricio Valdés Aldunate, acompañado por el Jefe de Estudios del Tribunal, señor Leopoldo Núñez Tomé.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 7 bis.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 8.

4.- Indicaciones rechazadas: 1, 3, 4, 5, 7 ter, 10 bis y 11.

5.- Indicaciones retiradas:

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 1 bis, 1 ter, 1 quáter, 2, 6, 7, 9, 10, 12 y 13.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

TEXTO APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO


El texto aprobado en general por el Senado consta de un artículo único que modifica los artículos 60 y 125 de la Carta Fundamental, con la finalidad de 
establecer el cese de los cargos de diputado, senador, alcalde, consejero regional y concejal por infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral y radicar el conocimiento de dichas infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

-------

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS INDICACIONES FORMULADAS AL TEXTO APROBADO EN GENERAL

SESIONES DE 22 DE JULIO DE 2015 y 3, 5 y 10 DE AGOSTO DE 2015

INDICACIÓN NÚMERO 1

SUSTITUCIÓN DEL NOMBRE DEL PROYECTO

 
El Senador señor Navarro, mediante la indicación número 1 propone sustituir la denominación del proyecto por la siguiente: “Proyecto de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de Presidente de la República, parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral”.


Esta indicación se vincula con las indicaciones números 3 y 5, presentadas por el Senador señor Navarro, referidas al cese en el cargo de Presidente de la República.


-La discusión y votación de la indicación número 1 se consigna respecto de la discusión conjunta de las indicaciones números 1, 3, 4 y 5, todas con la misma finalidad.

INDICACIÓN NÚMERO 1bis

SUSPENSIÓN DEL DERECHO A SUFRAGIO POR DELITO RELATIVO A LA INFRACCIÓN DE NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL


El Senador señor Horvath, conforme a la indicación 1 bis, intercala en el número 2° del artículo 16, una frase cuya finalidad es suspender el derecho a sufragio de la persona que esté acusada por delito relativo a la infracción de normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.


-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 1ter

PÉRDIDA DE LA CALIDAD DE CIUDADANO POR INFRACCIÓN DE LAS NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL


El Senador señor Horvath, mediante la indicación número 1 ter, contempla la pérdida de la calidad de ciudadano por infracción a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 1quáter

PROHIBICIÓN DE INGRESO A LAS FUNCIONES Y EMPLEOS PÚBLICOS POR INFRACCIÓN GRAVE DE LAS NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL


El Senador señor Horvath, de conformidad a la indicación número 1 quáter, agrega a la garantía constitucional del numeral 17 del artículo 19, referida a la admisión a todas las funciones y empleo públicos, la prohibición de ingreso por infracción grave de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 2

NUEVO REQUISITO PARA CANDIDATO AL CARGO DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

 
El Senador señor Ossandón, por medio de la indicación número 2 propone agregar al inciso primero del artículo 25, que establece los requisitos para ser elegido Presidente de la República, la exigencia de no haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

CESACIÓN EN EL CARGO DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR INFRINGIR GRAVEMENTE LAS NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL

DISCUSIÓN CONJUNTA DE LAS INDICACIONES NÚMEROS 1, 3, 4 Y 5

INDICACIÓN NÚMERO 3


El Senador señor Navarro, en virtud de la indicación número 3, propone agregar en el artículo 30, referido al término de mandato de los Presidentes de la República, que el ejercicio de dicho cargo cesará cuando se haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral. Asimismo, se dispone que las infracciones serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

INDICACIÓN NÚMERO 4

 
El Senador señor Prokurica, conforme a la indicación número 4, propone agregar en el artículo 30, el siguiente inciso final nuevo:

 
“Cesará en su cargo el Presidente que infrinja gravemente las normas sobre transparencia, límite y control de gasto electoral, en los casos que señale una ley orgánica constitucional. Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elección, a reconocimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Para el caso que se produzca la cesación del cargo por esta causa, tendrá plena validez lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 29.”.


La referencia al inciso tercero y al inciso cuarto cuarto del artículo 29 se vincula con la elección de Presidente que le corresponde al Congreso Pleno y con la convocatoria a una nueva elección de Presidente de la República.

INDICACIÓN NÚMERO 5

 
El Senador señor Navarro, mediante la indicación número 5, propone incorporar un artículo 30 bis, nuevo, también referido a la cesación en cargo de Presidente de la República por infringir gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en los casos que señale una ley orgánica constitucional. Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

-------


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, indicó que el Ejecutivo opina que el cargo de Presidente de la República –vinculado a la infracción de normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral- debe estar sometido a un estatuto especial, conforme al tenor de los artículos 24 a 32 de la Constitución Política, por la gran relevancia que posee en nuestro sistema presidencialista, porque le corresponden el gobierno y la administración del Estado, su autoridad se extiende a toda la conservación del orden público en el interior del país y la seguridad externa. Asimismo, concurre a la formación de las leyes y posee una serie de atribuciones especiales reconocidas en la Carta Fundamental.


Dado lo expresado precedentemente, señaló que las consecuencias del cese en el cargo serían especialmente gravosas y por ello el constituyente ha restringido el término en el ejercicio del cargo a situaciones de excepción y ha excluido intencionalmente la cesación por causales predeterminadas como una forma de dar estabilidad a la Primera Magistratura.


Con todo, especificó, la cesación del cargo de Presidente de la República se puede producir en determinadas circunstancias, como es el caso cuando un tribunal en sede penal resuelve condenarlo a una pena aflictiva superior a tres años y pierde con ello la condición de ciudadano con derecho a sufragio; también ocurre ante la presentación de una acusación constitucional y el Senado resuelve destituirlo. Respecto de esta última situación, resaltó que se encuentra entregada a la decisión de otro poder del Estado de conformidad a la doctrina de los pesos y los contrapesos y, además, se hace presente el elemento de la independencia con que se puede actuar, en contraposición a un órgano que forma parte de la administración del Estado o en cuyo nombramiento esté involucrado el Presidente de la República.


Respecto de las entidades en cuyo nombramiento participe el Jefe de Estado, un ejemplo claro es el Consejo Directivo del Servicio Electoral, que son por él designados.


Continuó diciendo que para el Ejecutivo la acusación constitucional es la herramienta jurídica más acorde a la dignidad del cargo de Presidente de la República, con un carácter independiente de la voluntad de aquel y que otorga mayores garantías, puesto que la destitución de la máxima autoridad del país necesita un acuerdo mayoritario de los parlamentarios.


Subrayó el rol preponderante del cargo de Presidente de la República que supera, sin duda, el incorporarlo en la enumeración del inciso nuevo que se propone agregar al artículo 60 de la Constitución Política.


El Senador señor Pérez Varela reconoció que el cargo de Presidente de la República es el de mayor relevancia en la estructura política del Estado y, por lo tanto, quien lo ejerce debe tener la máxima responsabilidad, cuidado y respeto por el cumplimiento de las leyes.


En la actualidad, continuó diciendo, el tema del financiamiento de las campañas ha generado controversias y un ánimo reprochador en la opinión pública, por lo que –a contrario de lo expresado por el Ejecutivo- considerar el cargo de Presidente de la República en la norma que se está analizando protege de mejor manera la Primera Magistratura. Al respecto, reflexionó sobre la posibilidad de que un Presidente no tenga la mayoría en el Poder Legislativo y sea acusado constitucionalmente, materia que es estrictamente de orden político, concluyendo que dicha situación le va a significar ser destituido. En cambio, enfrentarse a un tribunal de derecho que juzgue adecuadamente su actuación como candidato configura una mayor garantía para la defensa de una persona que está ocupando tan alto cargo.


El Senador señor Guillier puntualizó que desde la formación de nuestra república el cargo de Presidente de la República tiene mucho peso político y una gran jerarquía, por lo que a diferencia de otros cargos del estado, la sanción a un Jefe de Estado sólo puede recaer en otro Poder del Estado y no en un determinado tribunal.


Fundamentó sus palabras precisando que el Congreso Nacional tiene la representación popular para destituir a una persona que ha sido elegida también por el voto popular. Asimismo, indicó que el Poder Legislativo puede realizar una apreciación jurídica, pero finalmente resolverá políticamente.


En consecuencia, aseveró, someter a un Presidente de la República a la decisión de un tribunal le restaría dignidad al Congreso Nacional.


El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que sin perjuicio de entender que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición y, por lo tanto, si se puede sancionar de determinada manera a senadores, diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales, es decir, cargos de representación popular, por qué no se debería hacer lo mismo con el Presidente de la República; además de considerar que en Chile no hay nadie por sobre la ley, existen argumentos que permiten avalar el rechazo de las indicaciones. Ellos son: a) el rol de la Presidencia de la República como resorte principal de la máquina del sistema político y las atribuciones que dentro del sistema institucional se le confieren; b) la instancia de la acusación constitucional que tiene un carácter excepcionalísimo y c) el riesgo de un uso y abuso de la norma con su consecuente politización.


El Senador señor Harboe expresó que si lo que se está buscando es el establecimiento de una norma constitucional en virtud de la cual pierdan el cargo aquellas autoridades elegidas popularmente por infracción grave a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, no habría en principio una razón para excluir el máximo cargo, toda vez que su naturaleza electoral es exactamente igual a la de un parlamentario, a la de un alcalde, a la de un concejal y a la de un consejero regional.


En ese sentido, indicó, lo que se pretende consagrar como principio constitucional es evitar que una autoridad que ha recibido la confianza de los ciudadanos obtenga su cargo con infracción grave de las normas relativas al financiamiento electoral y, desde ese punto de vista, sería lógico incorporar la institución de la Presidencia de la República, pero cuando se observa la historia del sistema de responsabilidad del Jefe de Estado es obligatorio remontarse al derecho inglés que creó la institución del juicio político, estableciéndose que la Cámara de los Comunes como representantes de los condados era la encargada de hacer efectiva la responsabilidad de aquel que ejercía el gobierno y quien actuaba como tribunal era la Cámara de los Lores. En consecuencia, destacó, se dejó en manos de otros ciudadanos, igualmente electos, la decisión de darle continuidad o no a otro ciudadano que ejercía el rol de jefe de gobierno.


Planteada la reflexión anterior, aseveró que si se quisiera sancionar la responsabilidad de un Presidente de la República que tenga comprobadamente infracciones graves al sistema de transparencia, límites y control del gasto electoral, el proyecto en análisis no es el adecuado, ya que circunscribe a la autoridad competente al Tribunal Calificador de Elecciones, cuya naturaleza jurídica constitucional no es de una naturaleza electoral, no goza del respaldo ciudadano ni de la legitimidad que le permita ejercer tal sanción al cargo más importante de un sistema presidencialista.


En consecuencia, continuó diciendo, si se quisiera incorporar normas sobre la cesación del cargo de Presidente de la República por infracción grave al sistema de financiamiento electoral, se debiera fortalecer –mediante otra iniciativa- el sistema de juicio político, es decir, que sea el Parlamento quien lo lleve adelante, toda vez que los representantes elegidos por la ciudadanía sean quienes ejerzan dicha responsabilidad.


El Senador señor García Ruminot se mostró de acuerdo con las expresiones emitidas acerca del rol del Presidente de la República como Jefe de Estado y respecto de todas las atribuciones constitucionales y legales que le corresponden, y resaltó que nuestro país cuenta con una larga tradición en reconocer la importancia y el peso político de la figura del Primer Mandatario. 

 
Sin embargo, admitió no tener claridad sobre las aseveraciones que postulan dejarlo fuera de la norma en análisis, porque –se preguntó- si en caso de comprobarse que el Jefe de Estado ha infringido las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral ¿ningún tribunal podría juzgarlo?, dado que no existe un procedimiento especial como sí va a ocurrir respecto de los senadores, diputados, alcaldes, consejeros regionales y concejales.


También se preguntó si aquello va a significar la impunidad frente a un delito o que se dejará más expuesta la figura del Presidente de la República enfrentando los tribunales ordinarios. Por otro lado, indicó que la acusación constitucional es esencialmente un juicio político y probablemente sea difícil contar con el número adecuado para sacarla adelante.


Manifestó que no creía que el actual ordenamiento constitucional permita que una infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral quede sin pronunciamiento de los tribunales y por ello, reiteró, lo más probable es que el cargo de Presidente de la República va a quedar más expuesto.


Finalmente, recordó que el Presidente de la República puede hacer dimisión de su cargo y muchos podrían pensar que de ese modo se podría descomprimir la situación derivada de la comprobación de la infracción cometida, pero también podría suceder que a pesar de las evidencias no se quiera renunciar y el país se vería enfrentado a un quiebre institucional de gravedad.


El Senador señor Pérez Varela hizo alusión del artículo 29 de la Ley Fundamental, referido a la subrogación del cargo de Presidente de la República, que contempla cualquier grave motivo para justificar la subrogación y lo comparó con el fuero y la inviolabilidad de los parlamentarios, demostrando que cualquier Jefe de Estado puede ser sometido a los tribunales y el Ministerio Público podría investigarlo y formalizarlo. Entonces, indicó, para una mayor protección de la Presidencia de la República –en materia de transparencia, límites y control del gasto electoral- es mayormente adecuado que se sujete al mismo procedimiento contemplado en el inciso sexto que se agrega al artículo 60 de la Constitución Política.


Agregó que el hecho de no incorporar el cargo de Presidente de la República no significa quedar fuera de una investigación, por ejemplo, del Ministerio Público ni de otras acciones de la justicia y, aún más, no se requiere de desafuero como sí ocurre para los diputados y senadores. Por ello, postuló que para el Jefe de Estado es de toda conveniencia que la infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral se discuta en un tribunal de derecho y no en un tribunal político.


El Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, manifestó que efectivamente el Presidente de la República tiene un estatuto que permite enjuiciarlo como cualquier otro ciudadano y, por lo tanto, la opinión de que el Jefe de Estado no tendría sanciones por eventuales infracciones vinculadas con el financiamiento de la política es errónea. 
 
Con todo, precisó, en lo que dice relación con la investidura del Presidente de la República y las altas funciones que cumple, el sistema político y la tradición que lo acompaña han concordado que el camino es el juicio político, pero dada la situación de desprotección mencionada por los Senadores señores García y Pérez Varela, lo más adecuado sería crear un estatuto especial, objetivo que escaparía de la finalidad del proyecto de reforma constitucional en discusión.


El Senador señor Guillier estimó que incorporar al Presidente de la República en la iniciativa en análisis escapa a su propósito y la materia que atañe al más alto cargo debiera regularse en una ley específica, quizás reforzando la acusación política, porque destituir a un Jefe de Estado –culpable o no- tiene consecuencias que no se pueden prever y que jamás va a conjeturar un simple tribunal. De hecho, los casos más connotados de cualquier naturaleza llegan a ser vistos por la Corte Suprema y ello es porque el Estado se coloca en la situación de la procedencia de criterios que no siempre son estrictamente jurídicos. 
Respecto del caso del Presidente de la República se puede generar una guerra civil o una sublevación y esa apreciación no la va a efectuar un juez electoral.


Puntualizó que el camino es ponerse a la altura de lo que son las instituciones de la República, sobre todo en nuestro país donde la figura del Presidente de la República es clave en la estabilidad del país.


Se declaró abierto a discutir esta materia, pero en una iniciativa distinta, recordando que los diputados y senadores pertenecen a cuerpos colegiados frente al cargo unipersonal de Primer Mandatario. Por otro lado, señaló que se debe escuchar a la historia, ya que son muy pocos los casos en que se ha destituido a un Presidente de la República, atendidas las consecuencias de tal decisión.


El Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que no cabría hacer efectiva la responsabilidad del Presidente de la República por infracción grave a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, por la vía de la acusación constitucional, teniendo en consideración el texto de la letra a) del número 2) del artículo 52 de la Constitución Política. Sin embargo, precisó, en el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, correspondiente al Boletín N° 9.790-07, ingresado para el conocimiento de esta Comisión Especial, se comprenden un conjunto de normas para todos los candidatos y candidatas a cargo de elección popular relativos al límite del gasto electoral y aportes, cuya infracción acarrea sanciones.


En ese último contexto y respecto de los candidatos a un cargo de elección popular –que incluye los candidatos o candidatas a Presidente de la República- las infracciones traen aparejadas distintas sanciones.


Agregó que en el proyecto de reforma constitucional en discusión se establece la sanción de la cesación en el cargo, materia que obliga a tener en consideración las expresiones vertidas respecto de la investidura de la institución de la Presidencia de la República.


El Senador señor Harboe informó que en el derecho comparado de América Latina, el sistema de responsabilidad del Presidente de la República es de carácter político y así lo establecen las Constituciones de Argentina de 1994, de Bolivia de 2009, de Brasil de 1988, de Colombia de 1991 y la de Ecuador de 2008.


Las causales invocadas en dichas constituciones son la traición a la Patria, el impedir las elecciones, comprometer gravemente la seguridad y el honor de la Nación o en actos de la administración cometer infracciones graves a la Constitución y las leyes.


Recordó que la historia constitucional de Chile también condiciona a los legisladores chilenos, porque ya el juicio político estaba consagrado en la Constitución de 1828, para casos que comprometían gravemente el honor y la seguridad de la Nación e incluso por malversación de caudales públicos. Asimismo, la Constitución de 1833 eliminó dicha última causal y restringió el juicio político a comprometer gravemente la seguridad del estado y el honor de la Nación e incorporó el concepto que hasta el día de hoy se mantiene respecto de la infracción grave a la Constitución y las leyes.


Aseveró que no se quiere excluir a la figura presidencial de un sistema de responsabilidad, sino que probablemente se debieran incorporar las nuevas causales en la modificación del juicio político y lo que no puede ocurrir es que la institución presidencial –en un sistema presidencialista como el de Chile- quede sometida a la decisión de un órgano de administración como es el Tribunal Calificador de Elecciones. 


Asimismo, recordó que el titular de la acción para pedir la destitución ante el Tribunal Calificador de Elecciones es el Servicio Electoral, que también es un órgano de carácter administrativo. Por lo tanto, opinó, desde el punto de vista de los principios constitucionales de la separación de funciones y particularmente del respeto de la institucionalidad presidencial, se estaría cometiendo una equivocación al circunscribir la responsabilidad presidencial al ámbito de la autoridad administrativa. 


Afirmó que el cese del cargo de Presidente de la República debiera vincularse al juicio político, con la consiguiente reforma al texto constitucional.


Finalmente, mencionó que el Presidente de la República tiene una responsabilidad como la de cualquier ciudadano y, por tanto, el Ministerio Público como titular exclusivo y excluyente de la acción penal, podrá ejercerla respecto del Jefe de Estado en caso de delito flagrante o en caso de existir mérito para ello. Es decir, el rechazo de las indicaciones 1, 3, 4 y 5 no va a significar dejar impune las actividades de un Presidente de la República, puesto que podría ocurrir que el Ministerio Público iniciara acción penal y como ya se ha dicho el Primer Mandatario no goza de la institución del fuero.


El Senador señor Pérez Varela reflexionó acerca del denominado juicio político y quiso dejar en claro que éste se vincula con hechos que ocurrieron durante el mandato del Presidente de la República de que se trate. En lo que respecta al proyecto de reforma constitucional en discusión, indicó que se trataba del accionar de una persona que fue elegida Presidente de la República, pero que cometió hechos, cuando era candidata, que la sociedad considera graves, situación completamente distinta a la de la acusación.


Añadió que la sociedad chilena actual ha efectuado un análisis de la trasgresión grave de las normas sobre financiamiento electoral, dándole un significado de ganar con trampa, razón por la cual tanto el Ejecutivo como cinco parlamentarios presentaron los proyectos en estudio y, por ello, no considerar el cargo de Presidente de la República va a conllevar que quede sujeto a un juicio político, que en el contexto de minoría o mayorías frágiles, lo va a convertir en presa fácil de un accionar netamente político. Por lo demás, manifestó sus dudas de que el Ministerio Público pueda ejercer sus atribuciones, puesto que la norma permite ejercer la acción ante un determinado tribunal sólo al Consejo Directivo del Servicio Electoral.


El Senador señor Harboe complementó su intervención anterior para precisar que la Constitución Política, en el artículo 25, establece los requisitos para ser elegido Presidente de la República, entre los cuales se dice que debe poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio, requisito que se vincula con el artículo 16 que regula la suspensión del derecho a sufragio, de manera que en el tiempo intermedio de la elección y la asunción en el cargo podría no ejercer el cargo por haber sido acusado por delito que merezca pena aflictiva.


-Puestas en votación las indicaciones números 1, 3, 4 y 5 fueron rechazadas por 3 votos en contra de los Senadores señores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 2 votos a favor de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.

INDICACIÓN NÚMERO 6

ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR INFRINGIR GRAVEMENTE LAS NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL DURANTE EL PERÍODO DE CAMPAÑA PRESIDENCIAL

 
El Senador señor Ossandón, según la indicación número 6, propone incorporar en la letra a) del número 2) del artículo 52, referida a la acusación constitucional en contra del Presidente de la República, otra causal que comprende la infracción grave, durante el período de campaña presidencial, de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 7

NO PODRÁN SER CANDIDATOS A DIPUTADOS Y SENADORES LOS SECRETARIOS REGIONALES MINISTERIALES, LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS SUJETOS AL SISTEMA DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA Y LOS DIRECTORES Y ADMINISTRADORES DE EMPRESAS PÚBLICAS


El Senador señor Prokurica, en virtud de la indicación número 7, propone reemplazar el número 2) del artículo 57, que consigna algunas autoridades que no pueden ser candidatos a diputados ni a senadores, para agregar a los secretarios regionales ministeriales, a los funcionarios públicos sujetos en su nombramiento al sistema de Alta Dirección Pública y a los directores y administradores de empresas públicas.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 7 bis

CESACIÓN EN EL CARGO DE DIPUTADO O SENADOR DESDE LA FECHA QUE LO DECLARE POR SENTENCIA FIRME EL TRIBUNAL CALIFICADOR DE ELECCIONES


La Presidenta de la República formuló la indicación número 7 bis, cuya finalidad es sustituir el inciso sexto que se propone agregar al artículo 60, por el siguiente:

 
“Cesará en su cargo el diputado o senador que haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave.”. 


El Senador señor Walker, don Ignacio resaltó que el texto de la indicación recogió las observaciones formuladas en la Sala sobre el tiempo verbal de la acción de infracción, dado que ésta se vincula con la campaña del candidato o candidata. Por otro lado, se introduce una mayor certeza al establecerse que la cesación en el cargo se producirá desde la fecha en que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones.


El Senador señor Harboe coincidió con la opinión de que la redacción se había perfeccionado, sin perjuicio de sugerir que se especificara el principio de derecho procesal sobre el momento desde el cual rigen las resoluciones, esto es, desde su notificación a las partes y además precisar que la sentencia debe encontrarse ejecutoriada.


El Senador señor Pérez Varela estimó que la indicación propuesta por el Ejecutivo contiene una redacción que es la correcta y, en cuanto a la exigencia de preceptuar en la norma constitucional que la sentencia rija desde su notificación, consideró que sería innecesaria, porque la regla general es que las resoluciones tienen imperio desde que se notifican.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, hizo referencia al artículo 174 del Código de Procedimiento Civil, vinculado al concepto de sentencia firme que se utilizó en la indicación, en orden a que son sinónimos los conceptos de sentencia firme y sentencia ejecutoriada, y por otro lado que esa resolución debe ser notificada a las partes.


El Senador señor Harboe, teniendo en consideración que se trata de una modificación a la Carta Fundamental, quiso dejar constancia de su preocupación de que en virtud del principio de supremacía constitucional podría darse una discusión respecto del momento en el cual se entiende que una persona que ha sido condenada cesa en su cargo de diputado o senador y, por ello, la hermenéutica constitucional debe ser extremadamente restrictiva.


Agregó que también es conveniente ponderar que se trata de la mayor sanción que puede sufrir una persona que ostenta el cargo en virtud de la soberanía popular, de modo que si se va a alterar ese veredicto que es la base del sistema democrático, lo que corresponde es que la norma que lo regule no deje ningún tipo de dudas, para lo cual debe evitarse que surjan interpretaciones sobre el momento en que cesa en el cargo.


El Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que el inciso final del artículo 61 referido al desafuero parlamentario, configura el momento en que el diputado o senador quedará suspendido de su cargo desde el momento en que se declare por resolución firme y no se hace mención de la notificación. Igual cosa sucede en el inciso séptimo del número 15 del artículo 19 de la Ley Fundamental.


El Senador señor Harboe dejó expresa constancia para la historia fidedigna de la norma, que su alcance y sentido no es el de ser una norma de excepción a la norma general sobre el efecto de las resoluciones.


El Senador señor García Ruminot solicitó a la Comisión que se recibiera en audiencia al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, dado que por medio de la iniciativa en discusión se estaba entregando una atribución nueva a dicha instancia.


La Comisión acordó escuchar los planteamientos de los representantes del Tribunal Calificador de Elecciones.

INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL CALIFICADOR DE ELECCIONES


En sesión celebrada el 3 de agosto de 2015, el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, Ministro señor Patricio Valdés Aldunate, manifestó que a la entidad que representa le interesa que en la norma propuesta se separe claramente el ámbito administrativo del jurisdiccional, porque jamás un órgano administrativo debe cumplir funciones jurisdiccionales. En consecuencia, opinó favorablemente respecto del inciso sexto que se propone agregar al artículo 60 de la Constitución Política, dejando constancia de una observación acerca de lo dispuesto por el número 14° del artículo 93 de la Carta Fundamental, puesto que dicho número contiene la atribución del Tribunal Constitucional de pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios. Sugirió hacer mención de dicha norma en el inciso nuevo que se propone agregar al artículo 60, para evitar duplicidad de competencia para estos efectos.


En lo que atinge al Servicio Electoral, que sería la entidad requirente ante el Tribunal Calificador de Elecciones, manifestó preocupación por la figura del Consejo Directivo que es una entidad integrada de una manera política, recordando que el Servicio Electoral fue una institución independiente hasta tres o cuatro años atrás.


Reiteró la idea de que en la disposición propuesta debe quedar totalmente separado el ámbito jurisdiccional del ámbito administrativo y, además, manifestó su preocupación por el aparente monopolio de la acción que tendría el Servicio Electoral, atendido los hechos recientes en que aparece involucrado el Servicio de Impuestos Internos. En esa línea, se preguntó si no sería más aconsejable que también pudiera tener la titularidad de la acción un partido político o el Consejo de Transparencia.


Observó que en materia de reemplazo de parlamentarios conforme al artículo 51 de la Ley Fundamental, no existe una entidad que efectúe una revisión del cumplimiento de los requisitos ajena al poder Legislativo.


El Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, Ministro señor Patricio Valdés Aldunate, aludiendo a la existencia de tribunales internacionales que tienen como doctrina la existencia de recursos o la denominada doble instancia, sugirió establecer que un ministro del TRICEL actúe como primera instancia, cuya resolución sea apelable ante el pleno del mismo tribunal.


Por otro lado, solicitó prestar atención respecto de las causales de infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en lo concerniente a no violentar la voluntad popular, poniendo como ejemplo que un gran grupo de personas vota por un determinado candidato y posteriormente se resuelve que cometió una infracción. Al respecto preguntó ¿Quién reemplaza a esa persona? ¿Cómo se reemplaza?


El Senador señor Ignacio Walker declaró estar de acuerdo en separar nítidamente las competencias administrativas de las jurisdiccionales en todo el sistema que se está construyendo y recordó que la finalidad es reforzar el Servicio Electoral tanto a nivel constitucional como legal.


Acerca de la sugerencia del Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones de separar las competencias del Tribunal Constitucional y del TRICEL, manifestó que no se trataba de recargar la labor del Tribunal Constitucional, de manera que la Comisión revisará esta materia.


En lo que respecta al requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, coincidió en la necesidad de establecer un filtro para que no se caiga en algún abuso de utilización del mecanismo, consistente en la exigencia de un quórum para adoptar la resolución, que no sea una mayoría ocasional.


El Senador señor Pérez Varela manifestó su acuerdo para incluir, en el inciso sexto que se propone agregar al artículo 60 de la Constitución Política, una referencia a la separación de competencias entre el Tribunal Calificador de Elecciones y el Tribunal Constitucional, como también el requisito del quórum para que el Consejo Directivo del SERVEL decida la presentación del requerimiento.


En cuanto a la doble instancia dentro del Tribunal Calificador de Elecciones, opinó que debería contemplarse en la ley orgánica correspondiente.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, resaltó la exposición realizada por el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, porque abarcó materias relativas a la reforma constitucional en discusión y al proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, normativa esta última que va a significar cambios importantes en el rol del SERVEL y del Tribunal Calificador de Elecciones, puesto que se aumentan de manera sustantiva las competencias y atribuciones de ambas entidades.


El Senador señor García Ruminot se colocó en la situación de que se presente una gran cantidad de denuncias por financiamiento irregular de campañas, por sobrepasar el límite de gastos y otras situaciones contempladas en la ley, unido al temor de que se utilice la normativa para hacer cesar en el cargo a personas que han ganado la elección y consultó al Presidente del TRICEL si la institución tiene la capacidad administrativa para enfrentar un aumento notorio de denuncias.


El Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, Ministro señor Patricio Valdés Aldunate, relató que la institución a su cargo escruta, califica y proclama los cargos elegidos, además de otras materias de su competencia, debiendo constituirse –de conformidad a la ley- antes y después de las elecciones, de modo que cuatro Ministros son enviados desde la Corte Suprema en comisión de servicio al TRICEL, pudiendo enfrentar con solvencia las tareas encomendadas, a pesar de contar con un mínimo de personal.


El Senador señor Guillier señaló que en nuestro país se tiene la costumbre de dictar normas rigurosas, pero al momento de aplicar la sanción no se cumple con lo preceptuado, principalmente por la complejidad de los procedimientos y recordó que la experiencia adquirida en la campaña senatorial en que participó le enseñó que todo lo relacionado con el gasto electoral es lo más difícil de medir, razón por la cual se preguntó si no se estaría entrando en una discusión bizantina o de verdad pueden crearse mecanismos que posibiliten llevar adelante una investigación ante una denuncia, con el objetivo de establecer una violación grave al gasto electoral.


Preguntó si todas las medidas anunciadas van a tener algún efecto o se quedará en una especie de referencia moral.


El Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, Ministro señor Patricio Valdés Aldunate, reconoció las aprensiones del Senador señor Guillier y manifestó que debe establecerse un sistema realista, dado que Chile no es un país corrupto. 


En sesión de fecha 5 de agosto de 2015, la Comisión revisó la posibilidad de incorporar en el texto de la indicación 7 bis tanto la mención al artículo 93 número 14 de la Constitución, con la finalidad de delimitar las competencias del TRICEL y del Tribunal Constitucional, como la exigencia de un quórum para que el Consejo Directivo del SERVEL adopte la decisión de requerir ante el Tribunal Calificador de Elecciones.


Respecto del tema de establecer un filtro para la decisión del Consejo Directivo del SERVEL, el Senador señor Pérez Varela manifestó ser partidario de no innovar en el texto de la indicación, porque en un órgano colegiado resulta suficiente la adopción de acuerdos por mayoría y, en cuanto a la referencia del artículo 93 N° 14 estimó plausible su incorporación, en el sentido de clarificar que se trata de competencias distintas y evitar conflictos en el futuro.


En lo tocante a la separación de competencias del TRICEL y del Tribunal Constitucional, el Senador Ignacio Walker la estimó innecesaria, dado que el inciso que se propone agregar al artículo 60 es una norma específica.


El Senador señor Harboe hizo presente que la idea es dejar establecido en forma indubitable que la competencia para conocer de las infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral sólo le corresponda al Tribunal Calificador de Elecciones. Por ello, precisó, incorporar la mención al artículo 93 N° 14 podría resultar contraproducente, ya que la redacción daría pie a interpretaciones favorables a una doble competencia.


La Comisión Especial concluyó que el artículo 93 número 14 es totalmente inteligible, tal como lo es la indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República, por lo que es bastante improbable que pudiera surgir un conflicto de interpretación, atendido que el inciso nuevo que se propone agregar al artículo 60 establece en forma clara y precisa que el tribunal competente para conocer de las infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral es el Tribunal Calificador de Elecciones, quien actuará a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

-En consecuencia, la indicación número 7 bis fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-En sesión celebrada el 10 de agosto de 2015, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó que se realizara una enmienda al texto de la letra b) del artículo único del proyecto, referido al artículo 125 de la Carta Fundamental, en cuanto a la cesación en el cargo de los alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, con la finalidad de adecuar su redacción al tenor de la indicación 7 bis. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación.

INDICACIÓN NÚMERO 7 ter

SUPRESIÓN DE LA ATRIBUCIÓN DEL TRIBUNAL CALIFICADOR DE ELECCIONES Y DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL SERVICIO ELECTORAL


El Senador señor Quinteros, mediante la indicación número 7 ter, propone suprimir del texto aprobado en general la oración que faculta al Tribunal Calificador de Elecciones y al Consejo Directivo del Servicio Electoral para conocer las infracciones graves de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral cometidas por diputados o senadores.


El Senador señor Walker, don Ignacio estimó que la indicación no señala el órgano competente, en circunstancias que el proyecto aprobado en general radica el conocimiento de las infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.


-Puesta en votación la indicación número 7 ter fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 8

INHABILITACIÓN DE DIPUTADOS Y SENADORES PARA POSTULAR A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR POR UN PERÍODO DE CINCO AÑOS

 
El Senador señor Ossandón, conforme a la indicación número 8, propone agregar al inciso sexto nuevo del artículo 60, aprobado en general, que el diputado o senador se encontrará inhabilitado de postular a cargos de elección popular por un período de cinco años contados desde que la sentencia condenatoria se encontrare firme y ejecutoriada.


El Senador señor Harboe advirtió que el período de cinco años inhabilitaría por dos períodos en el caso de los diputados y respecto de los senadores les permitiría postularse en el período siguiente, por lo que consideró más pertinente una inhabilidad para impedir postularse a las elecciones siguientes.


El Senador señor Pérez Varela explicó que el Tribunal Calificador de Elecciones en las resoluciones sobre destituciones de alcaldes ha utilizado el período de cinco años y, en su opinión, es una señal apropiada.


El Senador señor Guillier en un principio se manifestó favorablemente, porque el cese o destitución coincide con la gravedad de la infracción. Sin embargo, manifestó dudas respecto de una inhabilitación para el cargo que se ejercía o una inhabilitación para cualquier función o empleo público.


El Senador señor García Ruminot llamó la atención de un resultado no buscado en cuanto a la redacción, porque el inciso que seguiría al inciso sexto que se está proponiendo agregar al artículo 60 justamente regula la inhabilidad, pero restringida a dos años.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, hizo mención que la inhabilidad contemplada respecto de una acusación constitucional es de cinco años, en virtud del inciso cuarto del número 1) del artículo 53 de la Carta Fundamental, sanción que debe tenerse en cuenta para la proporcionalidad en las distintas normas de rango constitucional.


En sesión de 5 de agosto de 2015, la Comisión continuó la discusión de la indicación número 8 y el Senador señor Harboe recordó que el inciso que se agrega al artículo 60 establece la pérdida del cargo de diputado o senador, que es la sanción más grave que puede recibir una persona que es elegida por votación popular, torciendo el dictamen de la ciudadanía fundado en la existencia de causales gravísimas que así lo ameritan, por lo que consideró más apropiado extender la prohibición de cinco años respecto del ejercicio de cualquier función o empleo público, además de la prohibición para postular a cargos de elección popular.


El Senador señor Guillier puntualizó que la sanción debe ser proporcional a la gravedad de las infracciones a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conjugando una inhabilitación a cargos públicos, sean o no de elección popular. El Senador señor Pérez Varela compartió esta opinión sugiriendo que se utilice la misma redacción del actual inciso sexto del artículo 60.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, hizo notar que en virtud de la Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 23, no se puede impedir el ejercicio de los derechos políticos de los ciudadanos y trajo a colación el reclamo que se presentó ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos por la destitución derivada de una acusación constitucional.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, explicó que el mencionado artículo 23 sólo permite limitar los derechos políticos en virtud de una sentencia condenatoria penal y el caso contemplado en la norma que se está proponiendo incorporar al artículo 60 configura un ilícito constitucional no penal, al que se impondría -además de la sanción del cese del cargo- una inhabilitación para gozar de derechos políticos que entraría en colusión con el Pacto de San José de Costa Rica.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, indicó que el Ejecutivo preferiría no innovar y buscar otras alternativas de carácter indirecto, como por ejemplo la prohibición a optar a fondos públicos para financiar campañas, situación que impediría la elección, sin perjuicio de mantener la prohibición de ejercer cargos públicos que no sean de elección popular.


El Senador señor Ignacio Walker manifestó que la Constitución Política ya contempla una sanción muy drástica respecto de personas que cometieron un delito sancionado con pena aflictiva, que consiste en la pérdida de la ciudadanía, o sea el derecho a elegir y a ser elegido. En el proyecto en discusión se está creando un ilícito constitucional no penal, lo que no significa que sea menos grave, puesto que la persona que lo comete cesa en el cargo de diputado o senador, sanción suficientemente drástica.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, expresó que el tema central es si el país se va a exponer a un litigio ante un tribunal internacional por parte de quien ha sido sancionado con la pérdida del cargo y reiteró su propuesta de definir una sanción indirecta.


El Senador señor García Ruminot precisó que la indicación número 8, del Senador señor Ossandón, tiene un fundamento de lógica tratándose de infracciones graves a las normas de transparencia, límites y control del gasto electoral, pero atendido el tenor del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos configuraría una colisión con los derechos políticos que todo ciudadano debe gozar.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, recordó que en el número 15° del artículo 19 de la Carta Fundamental se establece una inhabilidad de cinco años para las personas militantes de un partido político que ha sido declarado inconstitucional por atentar contra la democracia.


El Senador señor Harboe sugirió incorporar al inciso nuevo que se agrega al artículo 60, una oración que contemple -respecto de los diputados o senadores que pierdan su escaño por infracción grave a las normas de transparencia, límites y control del gasto electoral- la inhabilitación para cualquier función o empleo público, sea o no de elección popular, por tres años.


Dicha propuesta contó con la anuencia de la unanimidad de los integrantes de la Comisión, acordando revisar la redacción del texto pertinente en sesión del día 10 de agosto de 2015.


-En sesión celebrada el 10 de agosto de 2015, la Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio aprobó con modificaciones la indicación número 8.

INDICACIÓN NÚMERO 9

RENUNCIA AL CARGO DE SENADOR O DIPUTADO

 
El Senador señor Ossandón formuló la indicación número 9, para agregar al inciso final del artículo 60 una oración que posibilite a los senadores o diputados renunciar a sus cargos cuando invoquen cualquier otra razón justificada y que sea calificada como motivo político, jurídico o personal suficiente por el Tribunal Constitucional.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 10

CALIFICACIÓN DE LAS URGENCIAS PARA LA TRAMITACIÓN DE UN PROYECTO DE LEY POR LAS RESPECTIVAS CÁMARAS


El Senador señor Prokurica, mediante la indicación número 10, propone agregar un inciso tercero nuevo al artículo 74, referido a las urgencias para el despacho de las iniciativas legales, cuyo texto es el siguiente:

 
"Cuando el Presidente de la República solicite urgencia para la tramitación de un proyecto de ley, dentro de los ciento veinte días anteriores a la elección municipal, parlamentaria o presidencial, la calificación de la misma será realizada por la respectiva cámara, con el voto favorable de los dos tercios de sus miembros en el ejercicio.”.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 10 bis

SUPRESIÓN DE LA ATRIBUCIÓN DEL TRIBUNAL CALIFICADOR DE ELECCIONES Y DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL SERVICIO ELECTORAL


El Senador señor Quinteros, mediante la indicación número 10 bis, propone suprimir del texto aprobado en general la oración que faculta al Tribunal Calificador de Elecciones y al Consejo Directivo del Servicio Electoral para conocer las infracciones graves de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral cometidas por alcaldes, consejeros regionales y concejales.

 
Al igual que lo acordado respecto de la indicación número 7 ter, el Senador señor Walker, don Ignacio sugirió rechazar la indicación número 10 bis por no señalar el órgano competente, en circunstancias que el proyecto aprobado en general radica el conocimiento de las infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.


-Puesta en votación la indicación número 10 bis fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 11

INHABILITACIÓN DE ALCALDES, CONSEJEROS REGIONALES Y CONCEJALES PARA POSTULAR A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR POR UN PERÍODO DE CINCO AÑOS


El Senador señor Ossandón formuló la indicación número 11 para agregar en el artículo 125, al inciso segundo propuesto, la siguiente oración final: “Asimismo, tales autoridades cesadas en el cargo se encontrarán inhabilitadas de postular a cargos de elección popular por un período de cinco años contados desde que la sentencia condenatoria se encontrare firme y ejecutoriada.”.


El Presidente de la Comisión, Senador señor Ignacio Walker Prieto, sugirió que esta materia fuera regulada en la ley orgánica pertinente, para establecer un texto armónico con las inhabilitaciones contempladas en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y en la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


-Puesta en votación la indicación número 11 fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 12

PROHIBICIÓN DE PRESENTAR Y DE TRAMITAR REFORMAS CONSTITUCIONALES EN PERÍODO PREVIO A ELECCIÓN PRESIDENCIAL


El Senador señor Prokurica, por medio de la indicación número 12, propone intercalar en el artículo 127, que regula el procedimiento aplicable a los proyectos de reforma constitucional, el siguiente inciso tercero nuevo:

 
“No podrán presentarse ni tramitarse reformas constitucionales dentro de los noventa días anteriores a una elección presidencial. Esta prohibición se extenderá por el período que medie entre la primera y segunda votación, en el caso de existir esta última de conformidad al inciso segundo del artículo 26.”.

 
-El Presidente de la Comisión la declaró inadmisible por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.

INDICACIÓN NÚMERO 13

 
El Senador señor Prokurica formuló la indicación número 13, cuya finalidad es modificar la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado para agregar un artículo 57 bis, nuevo, con el texto siguiente:

 
 “Artículo 57 bis.- Constituye una infracción grave al principio de probidad administrativa la ejecución o participación en actos constitutivos de intervención electoral.

 
Se entenderá por intervención electoral la manipulación electoral de bienes y  servicios públicos, realizado por los funcionarios dentro de su tiempo laboral u ostentando el cargo público que ocupe, haciendo propaganda y publicidad dirigida, directa o indirectamente a inducir el voto para un candidato o candidatos determinados, cualquiera sea el lugar, la forma y el medio que se utilice, otorgándoles privilegios electorales.”.


-La Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, que prohíbe proyectos conjuntos de reforma constitucional y de ley, resolvió declararla inadmisible.

MODIFICACIÓN


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto de reforma constitucional aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO ÚNICO


Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente manera:

a) Intercálase en el artículo 60 el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando a ser los actuales incisos séptimo y octavo, incisos octavo y noveno, respectivamente:

 
“Cesará en su cargo el diputado o senador que haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave. Asimismo, el diputado o senador que perdiere el cargo no podrá optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de tres años.”.

b) Agrégase en el artículo 125 el siguiente inciso segundo, nuevo:

 
“Con todo, cesarán en sus cargos las autoridades mencionadas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave.”.”.

(Respecto de la letra a) del artículo único, unanimidad 5X0 primera y segunda oraciones (Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio), indicación 7 bis y unanimidad 3X0 tercera oración (Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio), indicación 8).

(Respecto de la letra b), unanimidad 3X0 (Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio). Artículo 121, inciso final del Reglamento de la Corporación).

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar el proyecto de reforma constitucional en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente manera:

a) Intercálase en el artículo 60 el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando a ser los actuales incisos séptimo y octavo, incisos octavo y noveno, respectivamente:

 
“Cesará en su cargo el diputado o senador que haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave. Asimismo, el diputado o senador que perdiere el cargo no podrá optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de tres años.”.

b) Agrégase en el artículo 125 el siguiente inciso segundo, nuevo:

 
“Con todo, cesarán en sus cargos las autoridades mencionadas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave.”.”.


Acordado en sesiones celebradas el 22 de julio de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; el 3 de agosto de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; el 5 de agosto de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela y el 10 de agosto de 2015, con asistencia de los Senadores señores José García Ruminot, Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto (Presidente).

 
Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2015.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE RESTRINGE LA APLICACIÓN DE LAS PENAS SUSTITUTIVAS CONTEMPLADAS EN LA LEY Nº 18.216 Y ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE DECRETAR LA PRISIÓN PREVENTIVA DEL IMPUTADO, EN LOS CASOS RELATIVOS A VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS ESTABLECIDOS EN LA LEY Nº 20.357, EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA O EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES SUSCRITOS POR CHILE

(10.243-07)

Considerandos:

1) Las obligaciones que como estado, Chile ha adquirido ante la comunidad internacional en orden a perseguir y condenar crímenes contra los derechos humanos.

2) Que dada la magnitud de los delitos contra los derechos humanos, es necesario que su persecución y ejecución de las penas sea eficaz, para lo cual es necesario restringir los beneficios que se puedan otorgar a los condenados por estos delitos.

3) En relación con los beneficios otorgados a condenados por crímenes de lesa humanidad, en el caso de los asesinatos por parte de los Agentes del Estado, de Parada, Guerrero y Nattino, es que venimos en presentar la presente Moción.

Para entender el contexto, dable es señalar como sucedieron los canallescos hechos “que originaron las condenas se remontan a marzo de 1985. Santiago Nattino Allende, publicista, fue secuestrado en la vía pública el 28 de marzo de ese año por personal de la Dirección de Comunicaciones de Carabineros (DICOMCAR). Al día siguiente fueron secuestrados por personal de la misma institución, en la entrada del Colegio Latinoamericano de Integración, José Manuel Parada Maluenda, sociólogo de la Vicaría de la Solidaridad, y Manuel Guerrero Ceballos, profesor e inspector del colegio Latinoamericano y dirigente de la Asociación Gremial de Educadores de Chile (AGECH).

Los tres profesionales fueron conducidos a un Cuartel de la DICOMCAR ubicado en calle Dieciocho. 

Pese a las gestiones realizadas por sus familiares y organismos de derechos humanos, no se tuvo conocimiento de su paradero hasta el día siguiente, cuando sus cuerpos fueron encontrados en el camino que une Quilicura con el Aeropuerto Pudahuel.

Guillermo Washington González Betancourt, Coronel(R) de Carabineros, fue condenado a cadena perpetua como autor del triple secuestro seguido de homicidio y de los secuestros de otros 5 dirigentes de la AGECH y del secuestro de Ramón Arriagada. Además fue condenado a 5 años y 1 día de presidio mayor en su grado mínimo como autor de asociación ilícita y a 5 años y 1 día de presidio mayor en su grado mínimo como autor de robo con intimidación de un automóvil. José Florentino Fuentes Castro, Sargento segundo (R) Carabineros, fue condenado a presidio perpetuo en su calidad de autor del triple secuestro seguido de homicidio y de los secuestros de 5 dirigentes de la AGECH. También fue condenado a 541 días en su calidad de autor del delito de asociación ilícita” (Información otorgada por el INDH).

4) En relación a la reducción de penas a los condenados por violaciones a los Derechos Humanos, el Estatuto de Roma señala lo siguiente:

“Artículo 110.- Examen de una reducción de la pena 

1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte. 
2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al recluso. 
3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. El examen no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos. 
4. Al proceder al examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera que concurren uno o más de los siguientes factores: 
a) Si el recluso ha manifestado desde el principio y de manera continua su voluntad de cooperar con la Corte en sus investigaciones y enjuiciamientos; 
b) Si el recluso ha facilitado de manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes de la Corte en otros casos, en particular ayudando a ésta en la localización de los bienes sobre los que recaigan las multas, las órdenes de decomiso o de reparación que puedan usarse en beneficio de las víctimas; o 
c) Otros factores indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba que permitan determinar un cambio en las circunstancias suficientemente claro e importante como para justificar la reducción de la pena. 
5. La Corte, si en su examen inicial con arreglo al párrafo 3, determina que no procede reducir la pena, volverá a examinar la cuestión con la periodicidad y con arreglo a los criterios indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba.”

5) Asimismo, las Reglas de Procedimiento y Prueba del Estatuto de Roma, establecen en la Regla 223, los siguientes Criterios para el examen de una reducción de la pena:

“Regla 223: Al examinar una reducción de la pena de conformidad con los párrafos 3 y 5 del artículo 110, los tres magistrados de la Sala de Apelaciones tendrán en cuenta los criterios enumerados en el párrafo 4 a) y b) del artículo 110, además de los siguientes:

a) La conducta del condenado durante su detención, que revele una auténtica disociación de su crimen;

b) Las posibilidades de reinsertar en la sociedad y reasentar exitosamente al condenado;

c) Si la liberación anticipada del condenado crearía una gran inestabilidad social;

d) Cualquier medida de importancia que haya tomado el condenado en beneficio de las víctimas, así como los efectos de una liberación anticipada sobre las víctimas y sus familias;

e) Las circunstancias individuales del condenado, incluido el deterioro de su estado de salud física o mental o su edad avanzada”

6) En ese contexto, el “Grupo de Trabajo de Desaparición Forzada de Personas”, señala que las personas condenadas por desapariciones forzadas tienen los mismos derechos, pero deben considerarse:

“Establecer un mecanismo que permita la revisión adecuada de la concesión de beneficios intracarcelarios a personas condenadas por la comisión de desapariciones forzadas: debido control judicial de la concesión de cualquier tipo de beneficio; considerar la especial gravedad del delito; asegurar un proceso transparente y la debida información pública acerca de los criterios utilizados para la concesión de estos beneficios y los motivos particulares de la concesión en cada caso concreto”

7) Con todo, nos hemos enterado en los últimos meses, como algunos de los condenados por violaciones a los derechos humanos se encuentran prófugos de la justicia, entre ellos: Daniel Cancino quien fue condenado a 10 años y un día de presidio, y Rubén Fiedler Alvarado, condenado a 5 años y un día, quien habría huido del país, y Walter Klug Rivera, condenado a 10 años y un día; entre otros.

Caso aparte es la condenada por violaciones a los derechos humanos Adriana Rivas González, quien huyó a Australia, después de recibir el beneficio de la Libertad Condicional.

8) Todo lo anterior, nos lleva a pensar que el otorgamiento de beneficios a los condenados por violaciones a los derechos humanos, contraviene  tratados internacionales, situación que nos pone en la obligación de adecuar nuestra legislación para la plena observancia de aquellos. 

Además, creemos que aún sigue habiendo en Chile, personas que están dispuestos a ayudar a los participantes de las violaciones a los derechos humanos ocurridas durante la dictadura militar, con la clara intención de rehuir e incumplir las órdenes o sentencias judiciales, lo que hace necesario limitar los derechos o beneficios que se otorguen a los condenados por violaciones a los derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto, es que vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente,

Proyecto de Ley

Artículo Primero: a) Agréguese un nuevo inciso final en el artículo 1° de la Ley 18.216, que “Establece Penas que Indica como Sustitutivas a las Penas Privativas o Restrictivas de Libertad”, publicada en el D.O. el 14 de mayo de 1983; y b) Agréguese Restrictivas de Libertad”, publicada en el D.O. el 14 de mayo de 1983; en los siguientes términos:
“Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá efectuar u otorgar, bajo ninguna circunstancia, la sustitución de penas previstas en este artículo a quienes hayan sido condenados por crímenes de guerra, de lesa humanidad o violaciones contra los derechos humanos establecidos en la ley 20.357, en la constitución política de la república o en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile”

Artículo Segundo: Agréguese una frase al penúltimo inciso de la letra c) del artículo 140° del Código Procesal Penal; en los siguientes términos:

“Artículo 140°, frase que se agrega a la letra c), del Código Procesal Penal: El actual punto final (.) pasa a ser punto seguido, y se le agrega la siguiente frase: “cuando el imputado sea investigado o perseguido por violaciones a los derechos humanos establecidos en la ley 20.357, en la constitución política de la república o en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile”.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE, Y SEÑORES DE URRESTI Y LETELIER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.948 EN MATERIA DE NOMBRAMIENTOS, ASCENSOS Y RETIROS DEL PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS

(10.245-02)

Considerandos:

1) La Justicia a través de sendos procesos judiciales, determinó y comprobó la perpetración de innumerables delitos de lesa humanidad, por parte de militares chilenos en tiempos de la dictadura militar, que van desde septiembre de 1973 a marzo de 1990.

2) Los militares involucrados en tales delitos contra los derechos humanos, fueron calificados y ascendidos en forma positiva, a pesar que no estaban aptos para ser nombrados, ascendidos o promovidos.

3) La falta de idoneidad, de probidad y respeto a las normas, manifestada en su condición de violadores a los derechos humanos, debió haber sido reflejado en sus hojas de vida. Sin embargo, tales hechos fueron callados, y hasta se obstruyó la acción de la Justicia  -incluso hasta nuestros días-  con el propósito de ocultar tan reprochable y antijurídico actuar.

4) Asimismo, debemos señalar que los nombramientos, ascensos y retiros de los Militares, se efectúa a través de Decretos Supremos. Los cuales, en su condición de Acto Jurídico y Acto de la Administración o Acto de Autoridad debe observancia, sujeción y respeto a las normas constitucionales, legales y reglamentarias, que limitan, reglamentan y condicionan tanto su actuar como sus competencias.   

5) El artículo 6° y 7° de la Constitución Política de la República, establece el principio de la Legalidad o Juridicidad, llamado también por el Profesor Gustavo Fiamma como principio de la ordinalidad.

6) En razón de lo anteriormente señalado y de las normas constitucionales invocadas en el punto anterior, existiría Nulidad de Derecho Público en los nombramientos y/o ascensos del personal militar, que al momento de la dictación de los respectivos Decretos Supremos perpetraban delitos contra los derechos humanos, en plena inobservancia de las normas constitucionales, tratados internacionales y reglamentos de las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Orden.

En efecto, el Art. 7° del Decreto 1445, del 14 diciembre de 1951, estatuyó que “El más grave cargo que se puede hacer a un militar, y muy particularmente a los Oficiales, es el demostrar falta de carácter, capacidad y conocimiento, y no cumplir con las leyes, reglamentos y órdenes superiores; la más exacta y puntual observancia de sus prescripciones y mandatos, son la base fundamental del rodaje militar”

A mayor abundamiento de lo anterior, el Art. 13° del Decreto en comento, señala a su vez que “Todo militar, sin distinción de grado, deberá tener acendrado culto por la verdad, y la practicará en todos los actos de su vida. La falta de veracidad es tanto más grave cuanto mayor sea la graduación del que la cometa. El lenguaje hablado o escrito del militar deberá ser claro, preciso y conciso”

A su vez el art. 38° del Decreto 1445 de 1951, previno que “Constituye extralimitación de las atribuciones que fija este Reglamento, y por lo tanto queda absolutamente prohibido: todo rigor injustificado, todo castigo no contemplado en este Reglamento o derivado de asuntos ajenos al servicio y toda actitud, palabra o gesto que pueda calificarse como hiriente para el honor de aquel contra el cual se dirija”

Asimismo, en el Capítulo VI del referido Decreto 1445 del año 1951, en sus artículos 74° y 75° lo siguiente:

“Art. 74°.- Se consideración faltas a la disciplina todas las acciones u omisiones militares que importen quebrantamiento de los deberes militares o violación de los reglamentos u órdenes de los superiores, relacionados con el servicio que no alcancen a constituir delito.

Art 75°.- Todo superior que no recurra a todos los medios que fije el presente Reglamento para prevenir o evitar faltas o infracciones contra la disciplina, es directamente responsable de las que cometan sus subalternos” 

A continuación, el artículo 76° señaló 40 numerales que constituyen faltas a la disciplinas, entre otras estableció que: 3) Evadir las medidas represivas contra los subalternos culpables de actos que perjudiquen el servicio o lesionen la disciplina. 6) Cometer actos públicos que importen infracción intencionada a los reglamentos policiales.13) Silenciar al superior una falta contra la disciplina cometida por subordinados o no reprimirla pudiendo hacerlo. 29) La extralimitación de facultades o atribuciones disciplinarias, cuando no alcance a constituir delito. 34) Inducir, incitar o ayudar a otro a cometer una falta. 40) Toda otra infracción contra los reglamentos u órdenes de servicio que altere el régimen imperante contra las fuerzas armadas.

Con todo, el Decreto 204 de fecha 11 octubre de 1969, Reglamento Complementario del D.F.L. N°1, del año 1968, establece en su artículo 530° que: “Las obligaciones y prohibiciones inherentes a la profesión militar, son las establecidas en el Código de Justicia Militar, Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas y la Ordenanza de la Armada”

7) De las normas y los principios que se derivan de las norma constitucionales señaladas, podemos inferir que la Nulidad de Derecho Público, es una institución jurídica que permite declarar la Nulidad de los Actos Administrativos que hayan sido dictado por falta de alguno de los requisitos establecidos para su validez.

· Así la Corte Suprema en causa ROL 3078-2013, dictada por la 3° Sala, con fecha 31 de enero de 2014, ha señalado que:

"Que para el análisis del arbitrio cabe anotar algunas ideas básicas que inciden en el asunto planteado, es decir, con relación a la acción de nulidad de derecho público. Ésta ha sido conceptuada como la sanción de ineficacia jurídica que afecta a aquellos actos de los órganos del Estado en los que faltan algunos de los requisitos que el ordenamiento establece para su existencia y validez. Este enunciado evidencia con nitidez el rol que dentro de nuestro ordenamiento corresponde a la nulidad de derecho público como una institución destinada a garantizar la vigencia del principio de legalidad, de acuerdo con el cual los órganos del Estado deben someterse en el desarrollo de sus actividades a lo preceptuado en la Constitución Política de la República y en las leyes dictadas conforme a ella." (Corte Suprema, considerando 23º).

"Que uno de los principios que informan la nulidad de derecho público es el de conservación, cuyo fundamento radica en que revistiendo la nulidad el carácter de remedio excepcional frente a la ilegalidad de un acto administrativo, ella sólo será procedente si el vicio es grave y esencial. Subyacen a este principio de conservación otros principios generales del Derecho como la confianza legítima que el acto genera, así como la buena fe de los terceros, el respeto a los derechos adquiridos y la seguridad jurídica." (Corte Suprema, considerando 24º).” (Lo ennegrecido es nuestro).

· Respecto a la Acción de Nulidad de Derecho Público, la Corte Suprema también ha señalado e invocado Doctrina sobre la especie, y en tal sentido declaró que:

“Que, en primer lugar, se debe señalar que el artículo 7º inciso primero de la Constitución Política dispone: "Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley". De acuerdo a dicha norma son requisitos para la actuación se ajuste al principio de legalidad los siguientes: a) La investidura regular; b) La competencia; y c) La actuación debe realizarse en la forma que prescriba la ley. Sobre este último requisito, el autor Jorge Bermúdez Soto señala: "Con ello se alude, en primer término, al procedimiento administrativo en virtud del cual se deben emitir los actos de la Administración; aquí juega un rol preponderante la aplicación de la Ley Nº 19.880 de Bases del Procedimiento Administrativo (LBPA). Pero, además, se refiere a las demás formalidades externas a que se somete la actuación administrativa, por ejemplo, el cumplimiento de las normas sobre notificaciones o de publicación". ("Derecho Administrativo General", Abeledo Perrot Legal Publishing Chile, Thomson Reuters, Segunda Edición actualizada, año 2011, páginas 73 y 74).” Sentencia Rol Nº 2.054-2013, emitida por la 3ra. Sala de la Corte Suprema. (lo ennegrecido es nuestro)

· El profesor Soto Kloss, en la Revista Ius Publicum N° 23, año 2009, página 90, en razón de la Sentencia de la Corte Suprema, considerandos 8° letras c, d y e, al señalar que: “Que, por otra parte, la nulidad de los actos sancionados por el artículo 7° de la Constitución Vigente y correspondiente de los instrumentos constitucionales anteriores, es una nulidad de pleno derecho, pues el acto no puede producir efecto alguno,…”

· Respecto de la Imprescriptibilidad de la Nulidad de Derecho Público, principio contenido en causa del año 2004, emitida por la Corte Suprema, en el considerando 11° establece que: “Que se sostiene por parte de la doctrina que, por referirse la nulidad de derecho público a los actos de los órganos públicos que sobrepasan sus potestades legales, contradiciendo el principio de juridicidad, básico en un Estado de Derecho, está consagrada constitucionalmente y, al ser declarada, debe entenderse que aquellos actos han sido nulos desde su nacimiento y lo son y serán para siempre; la acción para requerirla será por eso imprescriptible e inextinguible, así hubiera transcurrido, desde que en el hecho los actos se hubieran producido, el tiempo que fuere;” (Soto Kloss, Eduardo, (2009) “Lo que dice la Jurisprudencia de la Corte Suprema respecto de la Nulidad de Derecho Público de los Actos Administrativos”, Revista Ius Publicum, Escuela de Derecho Universidad Santo Tomás, N° 23, año 2009, páginas 100 – 101) 

· Desde la perspectiva de los efectos de la Nulidad de Derecho Público, el profesor Emilio Pfeffer U., ha señalado que “En nuestra opinión, en el caso de que la nulidad opera por disposición de la Constitución o de la ley de pleno derecho, los efectos de tal nulidad se producen desde su realización y todos los actos posteriores también son nulos. No obstante, aun en este caso, los efectos de la nulidad no pueden afectar a los terceros de buena fe” (Pfeffer U., Emilio ( ) “La Nulidad de Derecho Público; Tendencias Jurisprudenciales”, Revista de Derecho Público, Vol. 67, página 138) 
8) A su vez, el profesor Bocksang señala que “En el marco de derecho público: la vinculación directa de la Constitución. Desde un punto de vista jerárquico, el precepto referente a la nulidad de derecho público no puede ser excepcional, pues no existen normas superiores a él, ni en cuanto a una norma que prevalezca sobre la Constitución, ni en cuanto a una que prevalezca, dentro de ella misma, sobre una base de la institucionalidad; no cabe desprender en este aspecto, por lo tanto, contradicción alguna” (Bocksang Hola, Gabriel, (2006), Revista Ius Publicum N° 16, “De la Nulidad de Derecho Público como Inexistencia”, pagina 109)

9) Además, de las normas constitucionales, podemos invocar diferentes normas legales, tales como, el artículo 65° de la Ley 18.575, “Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado”, establece que “La designación de una persona inhábil será nula. La invalidación no obligará a la restitución de las remuneraciones percibidas por el inhábil, siempre que la inadvertencia de la inhabilidad no le sea imputable.

 La nulidad del nombramiento en ningún caso afectará la validez de los actos realizados entre su designación y la fecha en que quede firme la declaración de nulidad.

Incurrirá en responsabilidad administrativa todo funcionario que hubiere intervenido en la tramitación de un nombramiento irregular y que por negligencia inexcusable omitiere advertir el vicio que lo invalidaba”

10)  Asimismo, el artículo 7° de la Ley 18.948 “Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas”, establece que los “nombramientos, ascensos y retiros de los Oficiales se efectuarán por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del respectivo Comandante en Jefe Institucional”. Igual criterio se establece en la letra a) del artículo 8° del mismo cuerpo legal, respecto de los “Los Comandantes y Vicecomandantes de Unidades de Armas Combinadas, Comandantes en Jefe de Fuerzas Operativas, Comandantes de Unidades Operativas, los Comandantes de Fuerzas, Unidades Independientes, Buques, Grupos de Aviación, Bases, Alas, Directores de Academias y Escuelas, Jefes de Estado Mayor y Jefes de Reparticiones”
11) Asimismo, el artículo 32° de la Ley 18.948, establece que “Corresponderá a la Junta de Selección de cada Institución recomendar los Oficiales Superiores que podrán ser propuestos por el respectivo Comandante en Jefe para el ascenso al grado de General de Brigada o sus equivalentes. El ascenso a General de División, o grados equivalentes, será propuesto exclusivamente por los respectivos Comandantes en Jefe.

El Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas podrá contemplar el acuerdo de la Junta de Selección como requisito para el ascenso a otros grados jerárquicos”

12) Además, la letra b) del artículo 98° del Estatuto de las Fuerzas Armadas, estatuye que corresponderá a las Juntas de Selección, en su primer periodo de sesiones, “Estudiar, aprobar o modificar las calificaciones del personal para conformarlas con las hojas de vida y demás antecedentes que obren en su conocimiento, a fin de que dichos documentos reflejen, en la forma más exacta posible, el valer de cada miembro de la Institución”

13) En tal contexto, se establece perentoriamente que las juntas de selección deberán recopilar el máximo de antecedentes. Así el artículo 104 del referido Estatuto, señala que “Las Juntas de Selección en el desempeño de sus funciones, deberán obtener el máximo de antecedentes posibles para formarse un juicio acertado de cada caso que estudien. Para este efecto, podrán solicitar los elementos de consulta que estimen necesarios, citar ante ella a los miembros de la Institución que consideren convenientes, solicitar a la autoridad competente la instrucción de sumarios administrativos e incluso proponer la aplicación de medidas disciplinarias cuando comprobaren errores u omisiones que denoten negligencia, parcialidad o injusticia manifiesta de parte de los calificadores.

Las Juntas de Selección no podrán hacer valer hechos que han sido materia de resoluciones de Juntas correspondientes a años anteriores. Estos adquirirán valor como elementos de juicio sólo en caso de repetición de ellos. Tampoco podrán adoptar resoluciones cuyo cumplimiento no corresponda al año en el cual deben regir las listas de clasificación”

14) Dable es considerar que el Estatuto de las Fuerzas Armadas, estatuye reenvío a las normas del Estatuto Administrativo. Es así como el artículo 152° del Estatuto de las Fuerzas Armadas, dispone que “Al personal le serán aplicables las mismas normas sobre incompatibilidades de funciones, empleos y remuneraciones que rijan para el personal de la Administración Civil del Estado contenidas en la Ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo”

En ese contexto, podemos leer en el DFL 29 que fijó el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley 18.834, que estableció en la letra a) del art. 64° que “Serán obligaciones especiales de las autoridades jefaturas las siguientes:

a) Ejercer un control jerárquico permanente del funcionamiento de los órganos y de la actuación del personal de su dependencia, extendiéndose dicho control tanto a la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los fines establecidos, como a la legalidad y oportunidad de las actuaciones;”

Además, respecto de las “Prohibiciones” este mismo DFL en su artículo 84° previno en la primera parte de la letra a), que: Ejercer facultades, atribuciones o representación de las que no esté legalmente investido, o no le hayan sido delegadas; 

En la l), prohíbe, entre otros actos: “Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios”. Recordemos que muchos apremios ilegítimos, y asesinatos se produjeron contra sus propios compañeros de armas.

15) El artículo 153° del DFL 29. Previene además que “El personal que infrinja sus obligaciones y deberes funcionarios incurrirá en responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la civil o penal que pueda afectarle.

La sanción administrativa o disciplinaria es independiente de la responsabilidad civil o penal y, en consecuencia, la condena, el sobreseimiento y la sentencia absolutoria no excluyen la acción disciplinaria”

16) Asimismo, el inciso tercero del artículo 156° del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, establece que: “La acción disciplinaria contra el personal prescribirá en dos años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubieren hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal” Ello en armonía con el principio que los delitos sobre violación a los Derechos Humanos son imprescriptibles.

17) A su vez, el artículo 1.462° del Código Civil, establece que “Hay objeto ilícito en todo lo que contraviene al derecho público chileno” Esto en armonía con lo establecido en el artículo 10° del mismo Código, al señalar que: “Los actos que prohíbe la ley son nulos y de ningún valor; salvo en cuanto designe expresamente otro efecto que el de la nulidad para el caso de contravención” 

18) De todo lo anterior, puede establecerse que hubo Nulidad de Derecho Público, la que es imprescriptible, e insaneable por el transcurso del tiempo, en todos los nombramientos y ascensos de los militares que en la época de la dictadura cometían crímenes de lesa humanidad, violando los derechos humanos y obstruyendo la justica ocultando tales hechos. 

En razón de lo anteriormente expuesto, vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente,

Proyecto de Ley

“Artículo Único: Agréguese un nuevo art. 8° bis, en la Ley 18.948 “Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas”, publicada en el D.O. 27 de febrero de 1990; en los siguientes términos:

“Art. 8 bis.- Todo nombramiento, ascenso o retiro debe respetar todos los requisitos constitucionales, legales y reglamentarios para su validez futura, incluyendo la observancia y respeto a los derechos fundamentales por parte del personal militar. 

En tal circunstancia, en caso que en forma posterior al nombramiento, ascenso o retiro se haya comprobado a través de sentencia judicial firme y ejecutoriada que dicho miembro del personal señalado en el artículo 4° de esta ley, fue responsable en calidad de autor, cómplice o encubridor de delitos contra los derechos humanos o de lesa humanidad, en tiempos en que fue nombrado, ascendido o no fue llamado a retiro por tales delitos o por ocultar información relativa a su conducta, podrán anularse todos los actos que permitieron sus ascensos o continuidad en las Fuerzas Armadas. 

La facultad de anular los actos señalados en el inciso anterior, le corresponderá en cualquier época al Presidente de la República mediante decretos supremos invalidatorios, pudiendo afectar incluso a los miembros en retiro o hasta en forma póstuma a aquellos a quienes se hace mención en el inciso segundo de este artículo.

Los efectos del Decreto Supremo Invalidatorio, serán los mismos que se establecen en el artículo 228 en relación con el artículo 232, ambos del Código de Justicia Militar, en los casos que les sea aplicable”.”
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL II PROTOCOLO COMPLEMENTARIO AL TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ARGENTINA RELATIVO A LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO TÚNEL DE BAJA ALTURA-FERROCARRIL TRASANDINO CENTRAL, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES EN SANTIAGO DE CHILE EL 23 DE DICIEMBRE DE 2014

(10.026-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 5 de marzo de 2015, con urgencia calificada de “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de junio de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Obras Públicas, el Ministro, señor Alberto Undurraga, y el Jefe de Asesores, señor Enrique Álvarez. También concurrieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director Nacional de Fronteras y Límites, señor Fernando Danús, y la Jefa del Departamento de Aplicación Legislativa, señora Marcela Espinoza.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Transandino Central, y sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, promulgado por decreto supremo Nº 1, de 4 de enero de 2010, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 2 de marzo de 2010.





2.- Mensaje de S.E. la Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que la suscripción del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, el 30 de octubre de 2009, constituyó un paso histórico en el proceso de integración chileno-argentina, y ha ayudado a ambas naciones a ir enfrentando los grandes desafíos que presenta la globalización y los diferentes retos de este siglo.





Agrega que, conjuntamente con dicho Tratado, se firmaron dos Protocolos Complementarios: uno sobre la constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura- Ferrocarril Trasandino Central” y otro sobre la constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra”. Añade que este último instrumento estableció un mecanismo de trabajo para el estudio y evaluación del proyecto señalado, que permitiría entregar a las Partes los elementos necesarios para tomar una decisión sobre la factibilidad y conveniencia de llevar a cabo este.





El mecanismo para la creación de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN) está previsto en los artículos 1, inciso g; 2 y 24 del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación. En este se contempla priorizar la celebración de protocolos complementarios específicos, relativos a la realización de aquellos proyectos de infraestructura de transporte vial y/o ferroviarios que se consideren de interés estratégico para el proceso de integración binacional. En dicho marco, establece la posibilidad de crear Entidades Binacionales de carácter público, conviniendo las Partes su estructura jurídica, composición y competencias; las que, entre otras materias, podrían llevar adelante los procedimientos necesarios para la realización de los estudios técnicos, la elaboración de la documentación para la contratación de los trabajos y la construcción de las obras; junto con su administración y operación posteriores.





Conforme a lo señalado en el Protocolo Complementario de 2009, en una primera etapa, la EBITAN realizaría estudios para evaluar el Proyecto. Luego, en una segunda etapa, si las Partes decidieren la realización de la obra, reuniría los antecedentes necesarios a fin de elaborar los pliegos correspondientes a la concreción del Proyecto, junto con proceder al llamado de licitación pública y a la adjudicación del proyecto. También, actuando como organismo de control, asumiría para tal fin las funciones regulatorias y de supervisión necesarias para verificar el cumplimiento de los contratos y requerir de los organismos de ambos Gobiernos toda la asistencia técnica y la información que considerare necesaria para el cumplimiento de sus fines.





Asimismo, el Protocolo Complementario sobre la constitución de la EBITAN prevé que las Partes convendrán, mediante acuerdos específicos, las facilitaciones que sean requeridas para la ejecución del Proyecto y/o para preservar y garantizar los fines previstos en dicho instrumento.





El Ejecutivo señala que el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República de Argentina Relativo al Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” va en dicha dirección, al decidir realizar el Proyecto, establecer el marco regulatorio por el que se regirá, definir las características y facultades de la EBITAN, junto con su financiamiento; establecer un Área de Operaciones binacional y explicar las servidumbres, expropiaciones y otros temas. Además, se entregan como anexos una Memoria Descriptiva del Proyecto, un listado de estudios realizados y la definición del Área binacional de Operación (AdO).





A continuación, el Mensaje señala que el Proyecto comprende el diseño, construcción, administración, mantenimiento y explotación de un túnel binacional en el paso fronterizo de Agua Negra, punto de unión entre la IV Región de Coquimbo y la Provincia Argentina de San Juan; e incluye además los estudios realizados por ambos países, más los que en el futuro se realicen con aprobación de la EBITAN.





La obra consiste en un túnel vial, en el tramo transfronterizo de dicha conexión, en el paso de Agua Negra, de aproximadamente 13,9 kilómetros.





Con ello, bajaría la altura del cruce de frontera desde unos 4.800 a 4.000 metros sobre el nivel del mar, en la boca del lado argentino, y hasta 3.600 metros sobre el nivel del mar en el lado chileno. Así, mejoraría la ruta actual, de interés para el transporte de cargas y pasajeros, y para el tránsito de vehículos particulares, en su mayoría provenientes de San Juan.





Atendiendo a su condición de obra pública y de carácter transfronterizo, se convino que la ejecución del Proyecto estaría sujeta a una licitación pública internacional en un proceso único cuyas bases deben ser previamente acordadas por ambas Partes en el seno de la EBITAN.





La distribución del costo será en proporción a la participación territorial de cada país en el túnel, así como los riesgos asociados. De esta manera, un 28% del costo corresponderá a Chile y un 72% a Argentina. El costo estimado es de USD 1,413.6 millones, excluidos los impuestos, incluyendo principalmente obras civiles, instalaciones electromecánicas, puesta en marcha y supervisión de obras.





La construcción de la obra obedecerá a un diseño único, bajo contratos de construcción que se suscribirán con sujeción a las especificaciones técnicas de la memoria descriptiva.





Por último, destaca que la construcción del Túnel Internacional Paso de Agua Negra generará varios efectos multiplicadores positivos, principalmente en la IV Región de Coquimbo en Chile y en la Provincia de San Juan en Argentina, tales como:





- El aumento del atractivo del eje para el comercio, la industria y los servicios; y el desarrollo de las ciudades y de los centros poblados, principalmente en lo que dice relación con los ejes Coquimbo-La Serena, San Juan, Córdoba y Rosario.





- La reducción del recorrido actual, en 44 kilómetros.





- El aumento del turismo en el área de influencia, creando nuevas oportunidades para los proveedores de servicios del sector.





- La contribución al intercambio e integración social y cultural de la macroregión, y a la visión de nuevas complementariedades.





- La reducción de los costos de transporte para las actividades económicas instaladas, principalmente en el eje San Juan-Coquimbo-La Serena, tales como: la cal, los productos e insumos mineros, los vinos, el aceite de oliva, las carnes, los lácteos y otros productos agropecuarios; y los productos industriales.





- Una mayor demanda de servicios del puerto de Coquimbo.





- El aumento de la viabilidad de desarrollo de varios proyectos mineros binacionales.





- Una alternativa complementaria que permitirá descentralizar y descongestionar los flujos transfronterizos entre Chile y Argentina en el Eje Mercado Común del Sur (Mercosur)-Chile.





- Contribuir al proceso de descentralización regional del país.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 5 de mayo de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de mayo de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe. A su vez, la Comisión de Hacienda trató la iniciativa en sesión realizada el día 13 de mayo de 2015, y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el Convenio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 20 de mayo de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 102 votos a favor, ninguno en contra y 2 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- El instrumento internacional consta de un Preámbulo, 34 artículos y tres anexos, que se reseñan a continuación.





El artículo 1 dispone que las Partes deciden realizar el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra”. Asimismo, acuerdan que los costos para su realización serán financiados por cada una de las partes en la proporción correspondiente a su participación territorial en el trazado del túnel.





Por su parte, el artículo 2 señala que el Proyecto incluye el diseño, construcción, administración, mantenimiento y explotación del túnel, y los estudios realizados en ambos países sobre este, así como también los estudios que en el futuro se realicen y sean previamente aprobados por la EBITAN.





El artículo 3 dispone que el marco jurídico aplicable al Proyecto será el siguiente: Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, y su Protocolo Complementario; el II Protocolo Complementario; las disposiciones reglamentarias de la EBITAN; los pliegos y demás instrumentos complementarios a los procesos licitatorios de carácter internacional; los acuerdos bilaterales o multilaterales vigentes entre las Partes; y la legislación interna de estas, cuando resulte aplicable.





Luego, el artículo 4 mantiene el reconocimiento de su personalidad jurídica internacional, la que está ligada al cumplimiento de sus objetivos. Igualmente, su capacidad jurídica, patrimonial y administrativa le es reconocida para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para celebrar los actos y contratos que fueren necesarios para la consecución de su misión específica.





El artículo 5 norma que la EBITAN tendrá dos sedes, una en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, República Argentina; y otra en la ciudad de Santiago, República de Chile. Cada Parte se hará cargo de los gastos inherentes a sus respectivas sedes y, para que la Entidad Binacional pueda ejercer en plenitud las potestades inherentes a su personalidad jurídica internacional, deberá suscribir acuerdos de sede con cada una de ellas.





Enseguida, el artículo 6 establece que los recursos de la EBITAN serán provistos por cada país, tanto para su funcionamiento como para la contratación de estudios o de cualquier otro servicio o consultoría referida al Proyecto en su conjunto; y, en casos especiales, previamente acordados, podría obtener recursos de otras fuentes.





El artículo 7 señala las facultades de la EBITAN, entre ellas destacan aquellas que tienen que ver con la revisión y aprobación de los estudios técnicos necesarios para la realización del Proyecto, y con la reunión de los antecedentes necesarios a fin de elaborar y aprobar los pliegos correspondientes para su concreción; con la conducción del proceso de licitación y adjudicación, el que, en todo caso, deberá ajustarse a los requerimientos técnicos y normativos contemplados en las respectivas legislaciones internas sobre licitación pública; y con la definición y control del sistema de mantenimiento, administración y explotación del Proyecto.





A su vez, el artículo 8 señala que la EBITAN estará conformada por un Consejo de Administración y un Comité Ejecutivo.





El Consejo de Administración es el órgano decisorio y la máxima autoridad de la EBITAN, a través del que la referida entidad ejercerá las atribuciones que se le reconocen en el II Protocolo Complementario. En cuanto a su constitución, tal como lo señala el Protocolo Complementario de 2009, estará integrado al menos por seis miembros: tres de ellos designados por Argentina y tres designados por Chile. En este último caso, uno será designado a propuesta del Ministerio de Relaciones Exteriores y dos a propuesta del Ministerio de Obras Públicas. Cabe señalar, sin embargo, que posteriormente a la aprobación del Protocolo Complementario de 2009, y en aplicación de sus normas, se agregó un representante más por cada país. Por Chile, se trata un representante de la IV Región de Coquimbo.





El Comité Ejecutivo, a su vez, está integrado por cuatro Directores designados por cada Parte; y estará a cargo de la conducción, coordinación, supervisión y gestión del desarrollo de Proyecto. Para ello contará con la asesoría de entidades externas de probada experiencia.





El artículo 9 dispone que la EBITAN dictará las normas reglamentarias relativas a su organización interna y funcionamiento.





Los artículos 10, 11 y 12 regulan que los costos de los contratos para la construcción e inspección del Proyecto, así como los contratos de mantenimiento, administración y explotación del Túnel, serán asumidos por cada una de las Partes en la proporción correspondiente a su participación territorial en el trazado de este. Las obras complementarias que no integran el Proyecto y que se encuentren en sus respectivos territorios, serán asumidas a costa de la Parte correspondiente.





El artículo 13 establece un “Área Binacional de Operaciones del Proyecto” (AdO) replicando, de este modo, el modelo contemplado en el Tratado con Argentina sobre Integración y Complementación Minera, actualmente vigente.





A continuación, el artículo 14 regula que el régimen de libre circulación se aplica a diversas personas, según su calidad laboral y las diferentes funciones que estén ejerciendo en relación al Proyecto.





El artículo 15 señala que, del mismo modo, las Partes acordarán por medio de acuerdos simplificados la instalación del o los puestos de control fronterizo donde se efectuarán los trámites necesarios para acceder o salir del AdO. Si se acordara el establecimiento de controles integrados, se aplicará al efecto el Tratado entre la República de Chile y la República de Argentina sobre Controles Integrados de Frontera, firmado el 8 de agosto de 1997 y en vigor desde el 1º de mayo de 2001. Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, este régimen de libre circulación no es aplicable al flujo transfronterizo del público general que transitará por al paso de Agua Negra, el que realizará sus controles fronterizos en forma regular, como lo hace ahora, cada vez que traspasen la frontera.





Luego, los artículos 16, 17 y 18 regulan que al ingresar bienes relacionados con el proyecto en el AdO, estos circularán dentro de esta cruzando la frontera las veces que sea necesario, sin que se produzcan los efectos del tráfico internacional, en tanto no salgan del área hacia el otro país, en lugar de regresar al país de origen o de consumirse dentro de esta, según sea el caso. Asimismo, las transacciones comerciales referentes a dichos bienes estarán afectas a los impuestos, derechos y demás gravámenes de carácter general, según proceda, aplicándose las normas generales de importación y exportación, así como los acuerdos vigentes entre las Partes.





El artículo 19 norma que en caso que los bienes y mercancías destinadas al AdO requieran ser trasladados para mantenimiento, reparación u otros al territorio de la otra parte, lo harán bajo el régimen de salida y admisión temporal, debiendo luego reingresar al AdO.





Luego, el artículo 20 dispone que los controles fito zoosanitarios se realizarán por las autoridades sanitarias competentes de la Parte que corresponda al ingresar al área de operaciones, pero no serán objeto de nuevas revisiones una vez que ingresan a ella.





El artículo 21 establece que todo producto de origen silvoagropecuario de carácter alimentario que ingrese al AdO deberá consumirse en dicha área. Los residuos resultantes deberán ser eliminados dentro del AdO.





Los artículos 22, 23 y 24 regulan la comunicación de emergencias fito o zoosanitaria; el ingreso de animales, y las inspecciones fito y zoosanitarias, respectivamente.





A su vez, el artículo 25 ordena que los trabajadores que se desempeñan en el Proyecto se rijan por la ley laboral del país donde realicen sus funciones, siguiendo la regla general del principio de territorialidad. Pero, si realizan sus funciones en ambos países indistintamente, se aplica la legislación del lugar donde se suscribió el contrato.





El artículo 26 expresa que, en lo relacionado con la seguridad social, las Partes aplicarán los acuerdos que se encuentren vigentes entre ellas.





Por su parte, el artículo 27 establece que respecto a la seguridad y la salud de los trabajadores, se aplicarán las disposiciones de las legislaciones vigentes que rigen su contratación. En caso de divergencia, se aplicará la norma de mayor nivel de exigencia.





El artículo 28 dispone que solo podrán ser utilizados dentro del AdO aquellos productos farmacéuticos que se encuentren autorizados de acuerdo con la legislación de la Parte desde la que se produjo su internación o adquisición.





Luego, el artículo 29 señala que las Partes aplicarán sus legislaciones nacionales sobre protección del medio ambiente en sus respectivos territorios.





El artículo 30 dispone que las expropiaciones que requiera el Proyecto se sujetarán a las normas y procedimientos del derecho interno de la Parte en cuyo territorio se encuentren los inmuebles afectos.





A continuación, el artículo 31 regula que las servidumbres de uso, tránsito, ocupación, y cualesquiera otras que requiera el Proyecto, se sujetarán a las normas y derechos del derecho interno de la Parte en cuyo territorio se encuentren los inmuebles afectados. Si por necesidades del Proyecto fuere necesario gravar con servidumbres en el territorio de una Parte para facilitar actividades que tengan lugar en el territorio de la otra, las Partes podrán acordar el establecimiento de servidumbres transfronterizas de acuerdo a sus respectivas legislaciones.





El artículo 32 señala que ninguna actividad que se realice dentro del AdO producirá variación alguna en los límites internacionales. Igualmente, no podrán efectuarse trabajos que afecten el o los hitos que determinan el límite internacional entre las Partes.





A su vez, el artículo 33 manda que en caso de divergencia, las Partes las resolverán por los medios diplomáticos usuales y los tratados sobre solución de controversias vigentes entre ellas.





El artículo 34 dispone que el II Protocolo Complementarios entrará en vigor treinta días después de la fecha de la última nota por la que las Partes se comuniquen por la vía diplomática el cumplimiento de los requisitos internos necesarios para ello.





Por último, los anexos tratan las siguientes materias.





El primero contiene la Memoria Descriptiva del Proyecto, que considera los aspectos básicos de este. Incluye explicaciones y descripciones relacionadas con el ámbito de actuación, los estudios previos existentes y la descripción general del Proyecto; con datos sobre los diseños, topografía, vialidad y trazado, geología, tectónica, hidrografía, obras subterráneas, aspectos electromecánicos, sistemas de ventilación, eléctricos, señalética, vigilancia, gestión, radio y telecomunicaciones, entre otros. También se consignan los diseños arquitectónicos para los edificios ubicados en ambos portales, y se termina con el análisis de plazos y costos de la obra.





En el segundo anexo, por su parte, relativo a los estudios realizados, se enumeran los estudios de prefactibilidad, realizados desde el año 2003, hasta los estudios definitivos realizados desde el año 2009 al 2014; considerando estudios de factibilidad económica, ingeniería básica, estudios de impacto ambiental, un nuevo estudio conceptual y ejecución de sondajes.





Finalmente, en el tercer anexo, sobre el Área Binacional de Operaciones, se describe ésta con una tabla de las coordenadas de los portales y cada vértice del polígono.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, señaló que en mayo del año pasado las Presidentas de Chile y Argentina, señoras Bachelet y Fernández, acordaron duplicar los pasos fronterizos priorizados que habían acordado, en su momento, los ex Presidentes Frei y Menen.





Precisó que existían más de ochenta vías de conexión entre ambos países, entre pasos y huellas, de los cuales fueron priorizados trece pasos fronterizos en la época de los ex Presidentes Frei y Menem. Añadió que, posteriormente, se priorizaron trece más, con los cuales se ha llegado a la cifra de veintiséis.





Agregó que eso ha significado un gran trabajo tanto del Ministerio de Obras Públicas chileno como del Ministerio de Planificación e Infraestructura argentino. Destacó que en esta materia han trabajado los Ministerios respectivos en una labor conjunta con las provincias argentinas y las regiones chilenas.





Indicó que dentro de esos veintiséis pasos se enmarca el proyecto Agua Negra que conlleva la realización de un túnel en altura.





Explicó que respecto de dicho túnel existe el interés y la convicción por parte de ambos Gobiernos en realizarlo. Añadió que el Protocolo le da la facultad a la entidad binacional de Agua Negra para que pueda licitar el túnel respectivo.





Manifestó que los gobiernos de ambos países ya tienen acuerdo para la licitación de conformidad a las “Bases de Licitación” o “Pliego”, según se le denomina en Chile o Argentina, respectivamente.





Luego, informó que el proyecto contempla un túnel de 13,9 kilómetros, que en la cota portal chilena está a 3.610 metros de altura y en la cota portal argentina se encuentra a 4.080 metros. Acotó que es un túnel carretero.





Agregó que posee la ventaja de fortalecer el intercambio entre la provincia argentina de San Juan y la IV Región chilena, en especial, la conexión con el puerto de Coquimbo.





Destacó que tiene un impacto positivo en el turismo, en el comercio y, en el sector servicios, pues aumentará la utilización de nuestros puertos.





El señor Ministro señaló que se ha acordado que treinta días después de promulgado el Protocolo, se iniciará el proceso de licitación del túnel de Agua Negra.





En cuanto al aspecto económico, expresó que la realización de las obras se pagará en forma proporcional a la ubicación del túnel en cada uno de los países. En consecuencia, como el túnel está en un 28% en territorio chileno, nuestro país cancelará el 28 %; el resto, el 72% lo financiará Argentina. Advirtió que esta es una obra pública, no es una concesión.





Precisó que el costo total asciende a 1.413,6 millones de dólares y el compromiso para Chile, con el 28%, es del orden de los 395 millones de dólares por concepto del túnel, más otros costos de operaciones y otros gastos que incorpora la Dirección de Presupuestos, con lo que se llega a un total a 523 millones de dólares, según datos que proporciona la misma Dirección.





A continuación, el Honorable Senador señor Pizarro manifestó que esta obra es de gran relevancia para el país y para la región que representa, pues se convierte en una alternativa para el Paso Los Libertadores. Además, ambos países están de acuerdo en avanzar en su realización, con el respaldo del Gobierno de la región de Coquimbo, en Chile, y de la provincia de San Juan, en Argentina.





Agregó que la Comisión Binacional está funcionando y que existe la posibilidad de financiamiento. Pidió su pronta aprobación, a fin de que se pueda licitar a la brevedad.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República de Argentina Relativo al Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra”, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 16 de junio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 16 de junio de 2015.

(Fdo.):Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL II PROTOCOLO COMPLEMENTARIO AL TRATADO DE MAIPÚ DE INTEGRACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ARGENTINA RELATIVO AL PROYECTO TÚNEL INTERNACIONAL PASO DE AGUA NEGRA, SUSCRITO ENTRE LAS MISMAS PARTES EN SANTIAGO, CHILE, EL 23 DE DICIEMBRE DE 2014.
(10.026-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Secretario del Gabinete del Subsecretario, señor Victor Abujatum; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, señor Fernando Danús; el Director de Fronteras, señor Anselmo Pommés; el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Julio Bravo; el Director de la Dirección Asía Pacífico, señor Patricio Victoriano, y el periodista, señor Rafael Andaur. De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Asesor Económico del Departamento de América del Norte, Central y Caribe, señor Mario Lavín; el Asesor del Departamento de Servicios, señor Oscar Douglas, y el Jefe del Departamento de Asia Pacífico, señor Diego Torres. 

Del Ministerio de Hacienda, el Asesor de Política Tributaria, señor Javier Alarcón; la Asesora de Asuntos Internacionales, señora Pilar Fernández, y el Coordinador de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya. De la Dirección de Presupuestos, el Jefe de la División de Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez; el Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas, señor Manuel Villalobos, y la abogada, señora Mónica Bravo. Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana, y el abogado del Departamento de Normas Internacionales, señor Patricio Baraona.

Del Ministerio de Obras Públicas, el Jefe de asesores del Ministro, señor Enrique Álvarez.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Comité Partido por la Democracia, el asesor, señor Reinaldo Monardes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

La Sala del Senado, en sesión de 2 de junio de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Avanzar y completar las funciones y objetivos de la Entidad Binacional para el Proyecto "Túnel Internacional Agua Negra" (EBITAN).

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


El artículo único del proyecto de acuerdo es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República de Argentina Relativo al Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra”, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014.”.

El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, manifestó que el presente Protocolo, en conjunto con los relativos al Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas y al Proyecto Túnel de Baja Altura Ferrocarril Trasandino Central, se encuadran dentro de la serie de esfuerzos desplegados en pos de la integración física entre Chile y Argentina, que, como se sabe, se encuentra limitada de manera natural por la Cordillera de los Andes. 


Todos estos protocolos, a su vez, se insertan en el contexto del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación suscrito entre las señaladas Repúblicas el año 2009 y, más remotamente, en el Acuerdo de Paz y Amistad del año 1984.   


En lo que respecta al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, efectuó una exposición del siguiente tenor:

- El túnel, que vinculará la Región de Coquimbo con la Provincia de San Juan, constará de dos tubos bidireccionales de 13,9 km, de los cuales un 28% se halla en territorio chileno y un 72% en territorio argentino. El costo estimado ascendería a un total de US$1.400 millones, sin obras de empalme. Su financiamiento correspondería a ambos países, de acuerdo a la proporción indicada.

- El 30 de octubre de 2009 se firmó un Protocolo específico, complementario al Tratado de Maipú, para constituir la Entidad Binacional para el Proyecto de Túnel Internacional Paso de Agua Negra, denominada EBITAN. 

- El 23 de diciembre de 2014 se firmó el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú, relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, mediante el cual ambos países formalizaron la decisión de construir la obra y otorgaron a EBITAN nuevas facultades de cara a esta etapa del proyecto.

- El informe financiero acompañado señala que el total de compromiso de gastos para Chile asciende a US$523 millones, incluyendo impuesto al IVA y otras inversiones complementarias y gastos de operación.

El Honorable Senador señor Coloma observó que le genera dudas la forma en que viene redactada la oración final del informe financiero que acompaña al proyecto de acuerdo. Acotó que la referida redacción le parece impropia de los datos que debe dar cuenta un informe financiero que, además, tiene costos fiscales contemplados. Dicha oración final es la siguiente:

“En ese contexto se estima que su financiamiento no involucra exigencias adicionales, y será provisto anualmente en las propuestas de presupuesto de inversión del Ministerio, en el marco de la Formulación del Presupuesto del Sector Público que se somete a aprobación del H. Congreso Nacional.”.

Estimó que el informe financiero debe dar cuenta del impacto que el costo del proyecto representa para el erario nacional y la oración que se citó no consigna adecuadamente el gasto fiscal involucrado.

El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Juan Araya, expresó que, básicamente, lo que muestra el informe financiero es que los montos involucrados son los que se encuentran en los dos cuadros del documento y, la última oración, sólo quiere indicar que dichos montos -en su ejecución año a año- se incluirán en el presupuesto del Ministerio de Obras Públicas.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que la referida oración debiera cambiar su redacción, de modo de reflejar lo que se explicó precedentemente por el señor Araya.

El Honorable Senador señor Lagos expuso que el informe financiero da cuenta de que el proyecto se financiará con recursos provenientes de los programas del Ministerio de Obras Públicas, pero, efectivamente, la oración referida tiene una redacción inadecuada, especialmente por la falta de asertividad que muestra en la frase “En ese contexto se estima que su financiamiento no involucra exigencias adicionales…”.

El Subsecretario, señor Riveros, indicó que el informe financiero muestra una estimación de costos para el proyecto, y que si dicha estimación varía en el futuro, se dispone que las diferencias que se produzcan se puedan contemplar en el presupuesto anual del Ministerio de Obras Públicas.

El señor Araya señaló que el informe financiero da cuenta de las complejidades del proyecto de inversión. El mismo viene discutiéndose desde hace 5 años y la experiencia internacional muestra que el desarrollo de este tipo de proyectos binacionales puede demorar hasta 30 años. Añadió que llegar a las cifras que se consignan en el informe financiero tomó 4 años de estudios.

Asimismo, cuando se inicie la ejecución material del proyecto se puede constatar que hay costos que pueden aumentar, pero en esta etapa –y después de todos los estudios realizados- el monto que se puede proyectar es el que se indica en el referido informe, de US$1.400 millones.

Agregó que la oración final quiere decir que, con toda la información que se cuenta a la fecha, se estima que para el Estado de Chile el costo financiero debiera ser de US$523 millones y no debiera pasar de esa cantidad.
El Honorable Senador señor Montes planteó que la situación normal de los informes financieros es que se comunique cuánto deberá desembolsar el Estado para la ejecución de un proyecto y no que se entregue una estimación que, además, implica aprobar lo que supuestamente el proyecto, como tal, costará, y que puede aumentar con el desarrollo de la iniciativa de construcción. 

Explicó el punto anterior, de otra forma, diciendo que al aprobar el proyecto de acuerdo y su informe financiero se faculta al Estado a gastar un determinado monto dentro de ciertos rangos, pero sin pronunciarse acerca de si es válida o no la cifra que se presenta como aquella que será el costo total del proyecto a realizar.

El Honorable Senador señor Lagos observó que lo que se somete a aprobación es el proyecto de acuerdo que, a su vez, aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, y a dicho proyecto de acuerdo se acompaña un informe financiero, pero la Comisión no se pronuncia directamente sobre dicho informe o si los montos allí estimados son correctos o no.

El señor Araya indicó que el Protocolo Complementario no establece en ninguno de sus puntos cuál es el costo de la construcción del túnel, y lo que se plantea en el informe financiero es que el costo que deba asumir Chile será financiado con cargo al presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, año a año. Agregó que el proyecto aún no ha sido licitado por lo que no existe una estimación definitiva de sus costos totales.

El Subsecretario, señor Riveros, refrendó lo expuesto precedentemente, en orden a que lo que se somete a votación es un proyecto de acuerdo que sirve para aprobar el mencionado Protocolo Complementario, y se acompaña un informe financiero que da cuenta del aporte fiscal al proyecto, el que estará radicado en el presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, por lo que la aprobación de los montos específicos se dará en la discusión de la ley de presupuestos respectiva.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que el proyecto de acuerdo debe ser aprobado por la Comisión de Hacienda en razón del gasto fiscal que puede implicar y su impacto sobre el erario público, por lo que el informe financiero debe encontrarse correctamente estructurado. Agregó que el monto de $116 millones que consigna el informe financiero para el año 2015 debería estar contemplado en el presupuesto en ejecución del Ministerio de Obras Públicas y, al parecer, eso no es así en la realidad. 

El Honorable Senador señor Lagos expresó que, en base al informe financiero, lo que estaría haciendo la Comisión es aprobar, o no, que se financie la proyección y ejecución del túnel con cargo al presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, por lo que los montos involucrados se debatirán año a año al discutir el correspondiente proyecto de ley de presupuestos. 

El Subjefe del Departamento de Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor Manuel Villalobos, expuso que los recursos mencionados para el año 2015 no se encuentran contemplados en la Partida Ministerio de Obras Públicas, pero sí quedan recursos comprometidos en el Programa Operaciones Complementarias del Tesoro Público.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó, de conformidad al artículo 129, en relación con el inciso segundo del artículo 31, del Reglamento del Senado, segunda discusión del proyecto de acuerdo.

En la siguiente sesión, se presentó por parte de la Dirección de Presupuestos, minuta complementaria al informe financiero n° 36, de fecha 10 de agosto de 2015, el que se consigna en el Capítulo sobre Financiamiento.

El Honorable Senador señor Coloma acotó que, si bien la minuta complementaria aclara varias de las dudas generadas por el informe financiero, al no tratarse propiamente de un informe financiero sustitutivo o complementario, persiste el cuestionamiento acerca de la razón de ser del referido informe y la forma de elaborarlo y presentarlo. 

Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

---

FINANCIAMIENTO

- El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 12 de marzo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

En octubre de 2009, se dio un paso histórico al suscribir el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina. Se firmaron 3 protocolos complementarios, en donde uno de ellos, trataba sobre la constitución de la Entidad Binacional (EBITAN) para el Proyecto "Túnel Internacional Agua Negra".

En este protocolo se estableció un mecanismo de trabajo para el estudio y evaluación de esta iniciativa, que entregara elementos para la decisión sobre la factibilidad y conveniencia de llevar a cabo esta obra.

II. Proyecto

El segundo protocolo complementario basado en los antecedentes analizados ha permitido a las partes concluir que la realización del proyecto es factible y conveniente para ambos países.

El proyecto incluye el diseño, construcción, administración, mantenimiento y explotación del túnel. Los costos para la realización del proyecto serán financiados por cada una de las partes en la proporción correspondiente a su participación territorial en el trazado del túnel.

En relación al proyecto túnel, éste tendrá una longitud de aproximadamente 13.9 km, cuyo costo en obras e instalaciones, sin impuestos, se estima en US$ 1.413,6 Millones, de los cuales un 28% corresponderá financiar al Gobierno de Chile y un 72% la República de Argentina; consistentes con la intervención territorial que implica la extensión del túnel.

De acuerdo a lo señalado, para obtener una visión completa de los costos involucrados, se hace necesario adicionar los impuestos, inversiones complementarias y otros gastos que implica el desarrollo del contrato de construcción en cada país. Para estos efectos, el cuadro siguiente resume los costos totales originales, y los ajustes señalados.

	COSTO TOTAL PROYECTO TUNEL INTERNACIONAL PASÓ DE AGUA NEGRA

	COMPOSICIÓN
	
	Miles US$

	Costo Total Construcción Obras civiles (sin Imptos.)
	
	1.413.600

	Argentina
	72%
	1.017.792

	Chile
	28%
	395.808

	Otros Costos República de Chile

	Impuesto IVA
	
	75.204

	Inversiones Complementarias y Gastos de operación
	
	52.162

	Total Compromiso de Gastos para Chile.
	
	523.174


El Cronograma aproximado de ejecución del gasto para Chile, considerando un tipo de cambio de 1 US$ = $ 610 sería el siguiente:











Millones de $

	CONCEPTOS
	Año 2015
	Año 2016
	Año 2017
	Año 2018
	Años
Siguientes
	Totales

	Inversión Obras Civiles
	0
	3.960
	35.760
	33.600
	213.997
	287.317

	inversiones Complementarias
	116
	1.751
	3.360
	3.360
	20.160
	28.747

	Gastos de Operación
	0
	341
	341
	341
	2.048
	3.072

	Total Millones de $
	116
	6.052
	39.461
	37.301
	236.205
	319.136

	Total Millones de US$
	0,2
	10
	65
	61
	387
	523,2


III. Efectos Financieros

La materialización de este proyecto, sin perjuicio de representar un importante desafío técnico y financiero, corresponde a una obra que forma parte de los programas a desarrollar por el Ministerio de Obras Públicas en su agenda de los próximos años. En ese contexto se estima que su financiamiento no involucra exigencias adicionales, y será provisto anualmente en las propuestas de presupuesto de inversión del Ministerio, en el marco de la Formulación del Presupuesto del Sector Público que se somete a aprobación del H. Congreso Nacional.”.

- Posteriormente, en sesión celebrada el día 11 de agosto de 2015, se entregó la siguiente minuta elaborada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, complementaria del informe financiero anteriormente reproducido:
“MINUTA COMPLEMENTARIA AL INFORME FINANCIERO N° 36, de 12/03/2015.

PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA PROTOCOLO COMPLEMENTARIO ENTIDAD BINACIONAL TUNEL AGUA NEGRA
I. Antecedentes

El año 2009 fue aprobado en el H. Congreso Nacional el Tratado de Maipú y, junto con éste, dos Protocolos que creaban Entidades Binacionales destinadas a estudiar la conveniencia y forma de ejecución de ese túnel y otro, a saber: el de Agua Negra y el del Ferrocarril Trasandino.

El año 2014, los Gobiernos de la Repúblicas de Chile y Argentina suscriben tres nuevos Protocolos al amparo del mismo Tratado: uno, que perfecciona la Entidad Binacional del Túnel Ferrocarril Trasandino (EBIFETRA); otro, que crea la Entidad Binacional destinada a estudiar la conveniencia y forma de ejecución del Túnel Las Leñas (EBILEÑAS) y finalmente, uno que decide la construcción y forma de ejecución del Túnel de Aguas Negras, bajo la conducción de la Entidad Binacional ya creada para este proyecto (EBITAN).

Respecto de éste último Protocolo -objeto de la discusión- vale la pena señalar lo siguiente:

a) Es desde el 2009 que se trabaja en los estudios de ingeniería necesarios tanto para su construcción como en todas las obras y procesos adicionales al mismo, tanto en el seno de la EBITAN, como por parte de los Gobiernos de Chile y Argentina.

El resultado de este trabajo arroja como costo preliminar de la obra el señalado en el IF N° 36. Tal costo se dividiría entre los países de acuerdo a sus respectivas proporciones territoriales en la obra en cuestión.

b) Del mismo modo, se ha trabajado y negociado con el Gobierno Argentino las fórmulas de licitación, contratación y pago del o de los contratistas responsables de la construcción del Túnel de Agua Negra, determinándose -entre otras materias- que habrá lugar a una licitación internacional, considerando a empresas con amplia experiencia en ejecución de grandes proyectos en el mundo, los que si bien serán definidos por EBITAN, determinarán contratos para cada sección territorial, considerando la legislación de cada parte.

c) Se han concordado las fórmulas de financiamiento, las que hasta el momento permiten señalar que cada parte pagará directamente al contratista conforme avances de obra. Cada país se financiará por separado y no existirá intervención de EBITAN en este procedimiento.

d) En términos de la gestión presupuestaria, el contrato correspondiente a la sección chilena se financiará como una Obra Pública Tradicional, debiendo entonces estar contemplado dentro del programa financiero del MOP, tal como se indica en el IF N° 36.

II. Efectos Financieros

Habiendo señalado lo anterior, la materialización de este Proyecto, sin perjuicio de representar un importante desafío técnico y financiero, corresponde a una obra que forma parte de los programas a desarrollar por el Ministerio de Obras Públicas en los próximos años.

En este contexto, el objeto del Protocolo es determinar para la EBITAN las facultades a ejercer y obligaciones a contraer necesarias para la ejecución del proyecto descrito, lo que per-se no implica costos fiscales. Sin perjuicio de ello, el Protocolo reconoce que ambos países han aprobado la ejecución del Proyecto, señalando un costo estimado no posible de determinar en esta instancia, dado el carácter preliminar del proceso de ingeniería del Proyecto.

Con todo, el costo definitivo será planteado y discutido en la propuesta de presupuesto de inversión del Ministerio de Obras Públicas, en el marco de la formulación de las leyes de presupuesto del Sector Público que se somete a aprobación del H. Congreso Nacional.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero, y de su minuta complementaria, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República de Argentina Relativo al Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra”, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014.”.

---

Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 11 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Presidente accidental) y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS MUÑOZ Y VAN RYSSELBERGHE; Y SEÑORES ARAYA, CHAHUÁN, COLOMA, ESPINA, GUILLIER, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, MOREIRA, NAVARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE EL ESTADO DE CHILE OTORGUE SU RESPALDO A LA INICIATIVA DEL ESTADO DE JAPÓN QUE ESTABLECE EL DÍA 5 DE NOVIEMBRE DE CADA AÑO COMO 
EL “DÍA MUNDIAL DEL TSUNAMI”.

(S 1.825-12)
Considerando, Que los tsunamis causan daños devastadores en todos los países que han sido afectados por ellos, convirtiéndose en un importante tema de la agenda internacional, ya que en el marzo del presente año, se llevó a cabo en la ciudad de Sendai, Japón, la Tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Reducción del Riesgo de Desastres (WCDRR), encuentro en el que se adoptó por consenso, el “Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres (RRD), 2015-2030”, como una directriz para redoblar los esfuerzos de la comunidad internacional a fin de desarrollar una mayor capacidad de resistencia a los desastres naturales.

Conscientes de que esta Conferencia confirmó la importancia de incorporar la Reducción del Riesgo de Desastres en las políticas, planes, programas y presupuestos de los países en el proceso global de desarrollo sostenible para la agenda post- 2015.

Comprendiendo  que la magnitud y zonas afectadas por los tsunamis tienen amplio alcance, como se ha podido comprobar tanto en nuestro país, en los años 1960 y 2010; como en Papúa Nueva Guinea, en el año 1998; en Samoa, en el año 2009; en las Islas Salomón, en los años 2007 y 2013, y en Japón, en el año 2011, y que el número de víctimas causadas por los tsunamis se podrían reducir si la comunidad internacional cooperaran conjuntamente para un mayor conocimiento de estos fenómenos y sensibilizaran sobre la importancia de adoptar las medidas de precaución correspondientes.

Entendiendo  que una de las mejores formas de evitar los daños de un tsunami es difundir la información rápidamente y compartirla, como una alerta temprana, por lo cual la mencionada Conferencia acordó como uno de sus objetivos el de aumentar la disponibilidad y el acceso a una alerta temprana de multirriesgo, garantizando la utilización de conocimientos y prácticas tradicionales, de las comunidades indígenas y locales.

Recordando que como una medida de lograr el objetivo incluido en el “Marco de Sendai”, el Estado de Japón ha propuesto establecer en los Estados Miembros, el 5 de Noviembre de cada año, como el “Día Mundial del Tsunami”, en recuerdo de la comunidad de Inamura-No-Hi, en ese país, que fue afectada el 5 de noviembre de 1854 por un tsunami, donde un poblador salvó a muchos vecinos gracias a la difusión de información y acciones de evacuación, basándose en conocimientos y prácticas tradicionales de las comunidades locales.

Convencidos de que el establecimiento de esta fecha, indudablemente sensibilizará a la comunidad internacional respecto de la importancia de las alertas tempranas que se requieren frente a un tsunami que ocurra en cualquier lugar del mundo, contribuyendo a disminuir los daños y víctimas que causan dichos fenómenos de la naturaleza.

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S.E., la Presidenta de la República, tenga a bien instruir  a las autoridades competentes, a objeto de que –en las instancias internacionales competentes-  el Estado de Chile entregue su total respaldo a la iniciativa del Estado de Japón que establece oficialmente el día 5 de noviembre de cada año, como el “Día Mundial del Tsunami”.

(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.-  Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS MUÑOZ Y VAN RYSSELBERGHE; Y SEÑORES ARAYA, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA HUIDOBRO, GUILLIER, LARRAÍN, LETELIER, MOREIRA, NAVARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER Y ZALDÍVAR, CON EL QUE EXPRESAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL MAYOR INTERÉS DEL SENADO POR LEGISLAR SOBRE LA MODERNIZACIÓN DE LA CANCILLERÍA Y SOLICITAN QUE SE DOTE AL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES DE LOS FONDOS NECESARIOS PARA LA ELABORACIÓN DE UNA INICIATIVA EN ESE SENTIDO

(S 1.826-12)

1. Que la actual legislación que regula el funcionamiento del Ministerio de Relaciones Exteriores data de 1978 y se encuentra largamente obsoleta,

2. Que los actuales desafíos que enfrenta el país requieren de un Ministerio de Relaciones Exteriores más ágil, propositivo y con mayor capacidad de coordinación;

3. Que deben existir nuevos mecanismos que permitan contar con un personal altamente capacitado y que existan mecanismos de promoción basado en la meritocracia;

4. Que la largamente postergada modernización de la Cancillería es de la mayor importancia para el país;

5. Que la política exterior representa una política de estado;

Por tanto, el Senado propone el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

1. Transmitir a la Excma. Señora Presidenta de la República su mayor interés por recibir un proyecto de modernización de la Cancillería;

2. Solicitar al Sr. Ministro de Hacienda que dote al Ministerio de Relaciones Exteriores de los fondos requeridos para ese fin.

(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.-  Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.-  Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC Y MUÑOZ; Y SEÑORES ARAYA, GIRARDI, GUILLIER, HARBOE, HORVATH, LAGOS, LETELIER, MONTES, NAVARRO, PIZARRO, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA Y AL PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA, EN LO PERTINENTE, DIVERSAS MEDIDAS QUE PERMITAN EL ESCLARECIMIENTO DE LOS CRÍMENES OCURRIDOS DURANTE LA DICTADURA MILITAR Y EL REFORZAMIENTO A LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS.

(S 1.824-12)

Considerando:

1. Los últimos antecedentes logrados en la investigación de los hechos ocurridos durante la dictadura militar, que afectaron a doña Carmen Gloria Quintana y don Rodrigo Rojas de Negri, los cuales han significado un significativo avance en el esclarecimiento de la verdad.

2. Que dichos avances se lograron en su mayor medida a las declaraciones de un ex conscripto, quien rompió un "pacto de silencio" establecido entre los partícipes de los crímenes que afectaron a las personas antes mencionadas, y que hasta la fecha han dejado en la impunidad tales hechos.

3. Que la luz de los nuevos antecedentes, es necesario legislar y adoptar medidas, con miras al esclarecimiento de la verdad, no solo en este caso, sino que en todos los casos de violaciones a los Derechos Humanos que a la fecha son investigados y que han estado impunes, debido en su mayor medida al mencionado "Pacto de Silencio" entre los partícipes de tales crímenes.

4. Asimismo, resulta necesario adoptar medidas tendientes a reforzar o complementar la reparación de las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos ocurridos durante la Dictadura Militar.

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda:

Hacer presente y solicitar, a S.E. la Presidenta de la Republica, y ante el Presidente de la Corte Suprema, en lo que sea pertinente, por intermedio Vuestra Excelencia, una serie de medidas que permitan el real y cabal esclarecimiento de todos los crímenes ocurridos durante la Dictadura Militar, así como también signifiquen un reforzamiento a la reparación de las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos. 

A saber, las referidas medidas son las siguientes:

1.- Solicitar el pronunciamiento de todos los organismos de la administración pública del Estado, en especial las Fuerzas Armadas y las de orden y seguridad, a fin de entregar todos los antecedentes que puedan recabar para el esclarecimiento de todas las violaciones de los DDHH.

2.- Solicitar envío de un proyecto de ley y/o patrocinio de mociones parlamentarias, que tengan por objeto recabar las informaciones y antecedentes relatados por las víctimas a los Derechos Humanos ante la Comisión Valech, previo consentimiento expreso de ellas, a fin que se entreguen dichas informaciones a los Tribunales de Justicia.

3.- Asegurar y promover apoyo integral de tipo social, psicológico y jurídico especializado en temas de violaciones a los Derechos Humanos a las víctimas de la dictadura que lo requieran.

4.- Establecer una política para aplicar sanciones accesorias de tipo administrativas a integrantes de las fuerzas armadas y de orden y seguridad que hayan sido condenados por crímenes de lesa humanidad. 

Asimismo, impedir que implicados en violaciones de derechos humanos ocupen cargos públicos o desempeñen labores en entidades del estado o administración pública. 

5.- En materia educacional, solicitar el diseño, ejecución y promoción de un plan nacional de educación en derechos humanos, el cual debe tener la participación de todos los actores del quehacer nacional, en especial las Fuerzas armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones.

6.- Solicitar al Poder Judicial, dentro de lo posible, el incremento del número de Ministros con dedicación exclusiva para atender los procesos judiciales referidos a Derechos Humanos.

7.- Solicitar envío de proyectos de ley y/o patrocinio de mociones parlamentarias que tengan por objeto reformar la justicia militar, a fin de que la Fiscalía Militar no sea competente para conocer causas de Derechos Humanos; absolver por medio de amnistía a los condenados por consejos de guerra, tribunales militares o cortes de justicia a personas acusadas de actividades contra la dictadura y en general proyectos que tengan como materia la eliminación de todo pensamiento que haga apología a la violencia y al terrorismo del Estado.
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.-  Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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